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COLEGIOS PROFESIONALES
16639. REFORMA EN PERJUICIO. Alega el recurrente que se tramitó procedimiento administrativo en su contra, con el fin de suspenderle en el ejercicio liberal de la profesión de abogado. En dicho procedimiento se violentó el debido proceso, pues no se le realizó una intimación clara y razonable que le permitiera realizar una defensa técnica apropiada y además que garantizara una correlación entre acusación y sentencia. Además alega violación al principio de razonabilidad y proporcionalidad de la norma, reforma en perjuicio y falta de tipicidad, al principio non bis in idem, seguridad jurídica y derecho al trabajo.Se declara parcialmente con lugar el recurso, por violación al principio de No Reforma en Perjuicio. En consecuencia, se anula la resolución de la Junta Directiva del Colegio de Abogados, constituida en Consejo de Disciplina, tomada durante las sesiones ordinarias número 10-2006, celebrada el 20 de marzo del 2006, acuerdo 2006-10-091, y en la sesión 15-2006, del 3 de mayo del 2006, acuerdo 2006-15-35, en cuanto modificó y aumentó el período de la sanción impuesta originalmente al recurrente Juan Vicente Durán Víquez, quedando el mismo en consecuencia en tres años y dos meses, según se indicó originalmente mediante acuerdo 9.31 tomado durante la sesión de la Junta Directiva recurrida 03-2006. Parcial CL

16274-06. REMUNERACION DE TESORERO DEL COLEGIO DE MICROBIOLOGOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del inciso d) del artículo 14 de la Ley número 771 de 25 de octubre de 1949 denominada “Ley Orgánica del Colegio de Microbiólogos”. La norma se impugna en cuanto establece que le corresponderá al tesorero de la Junta Directiva del Colegio, el 5% de los dineros que ingresen en la Caja del Colegio, en tanto desempeñe su cargo. Considera el accionante que la norma crea una discriminación arbitraria en relación con los demás miembros de la Junta Directiva, que también tienen a su cargo funciones que demandan trabajo; y además, estiman que es irrazonable en virtud de que lo que se encomienda al tesorero, en la actualidad lo realiza la organización administrativa, que se encarga de la custodia, contabilidad y control de fondos, correspondiéndole a los auditores que se contratan a tal efecto, el auditar el funcionamiento de ese aparato administrativo. Se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Armijo, Molina y González salvan el voto y declaran con lugar la acción. SL
COMERCIO
14634-06. PLAZO PARA EMPADRONAR TRABAJADORES EN LA CCSS. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, artículo 44 inciso a). Alega el recurrente que la norma impugnada establece una multa del equivalente al cinco por ciento del total de los salarios, remuneraciones o ingresos omitidos, para quien no inicie el proceso de empadronamiento previsto por el artículo 37 de esa Ley, dentro de los ocho días hábiles siguientes al inicio de la actividad. Estima la accionante que el hecho de que se establezca una multa fija, vulnera los principios de igualdad, proporcionalidad y culpabilidad, en virtud de que no se puede graduar la sanción en proporción a la gravedad de los hechos, en el caso concreto. Sobre el tema se citan las sentencias 8191-00 y 9738-04. RF
14633-06. FALTA DE PAGO DE CUOTAS OBRERO PATRONALES. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 44, inciso c), de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. La norma se impugna en tanto se sanciona con una multa  de cinco salarios base a quien no incluya, en planillas a uno o varios trabajadores o incurra en falsedades en cuanto al monto de sus salarios, remuneraciones, ingresos netos o la información que sirva para calcular el monto de sus contribuciones a la seguridad social. RF
13403-06. SERVICIOS QUE PRESTAN PARTICULARES EN INSTITUCIONES PUBLICAS. Alega el recurrente que es trabajador independiente en turismo para lo cual goza de licencia como Guía Turístico extendida por el Instituto Costarricense de Turismo, en tal condición programa con extranjeros que contratan sus servicios, visitas guiadas en la ciudad de San José, dentro de las cuales se encuentra el Museo de Jade del INS; sin embargo, en ese lugar le han prohibido el ingreso aduciendo que no puede lucrar con la actividad que desarrolla alegando además que se ve muy mal que ofrezca sus servicios en los alrededores del Museo. No consta que al recurrente se le prohíba el ingreso al lugar, sólo se le ha solicitado no ubicarse frente a la puerta del museo a promover sus servicios. Asimismo se reitera la jurisprudencia la prestación de servicios públicos y la ubicación de espacios internos y externos de las instituciones. Sentencias 8830-97, 8616-98, 737-02. SL 

11940-06. NIEGAN INSCRIPCIÓN COMO PATRONO. Se recurre contra negativa de la CCSS de inscribir como patrono a la sociedad recurrente, que se dedica al cultivo y comercialización del banano en la zona atlántica. No lleva razón la empresa recurrente, pues la medida está debidamente fundamentada por la CCSS, ya que se pretende asegurar trabajadores que aparecen  realizando sus labores en el mismo lugar de trabajo de compañías que mantienen una deuda millonaria con la seguridad social costarricense, por cuotas obrero patronales. Es claro que en el ejercicio de sus potestades, la accionada puede ordenar -por morosidad-  el cierre de la actividad comercial del patrono, como un mecanismo ágil  para obligar al pago de lo adeudado, posibilidad que se vería afectada con la nueva inscripción que se pretende. De todas formas,  no corresponde a esta Sala determinar sobre los alcances de la normativa que aplica la recurrida en este caso,  para denegar la inscripción que se pretende y, el recurrente puede  acudir ante el Juez  laboral competente a solicitar la revisión de lo resuelto por la CCSS. RF
DERECHO A LA INFORMACIÓN
17511-06. INFORMACIÓN DESACTUALIZADA EN LA CCSS. Indica el recurrente que la Caja Costarricense de Seguro Social, no actualiza la información que brinda en su página web respecto a los patronos morosos, lo cual le puede perjudicar al denunciar a alguno de esos patronos por una información imprecisa. La Sala delimitó el derecho de acceso a la información pública establecido en el artículo 30 de la Constitución Política en la sentencia 2120-03. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que proceda de forma inmediata a girar las órdenes respectivas, a fin de que la información contenida respecto a los patronos morosos en la página web de esta institución, se mantenga actualizada. CL
1439-06. NIEGAN INFORMACION DE INTERES. Se alega la violación del derecho de defensa en un asunto disciplinario que se sigue en su contra. En primer lugar, porque se le denegó el acceso a documentación que consideraba necesaria para sustentar su posición, en lo relacionado con la prescripción de la acción disciplinaria, y, en segundo, porque no se le dio formal traslado en el Tribunal de la Carrera Docente para referirse a las faltas que se le atribuyen. Se declara con lugar el recurso únicamente por infracción del derecho de información en relación con el de defensa. En lo demás, se declara sin lugar.CL Parcial
DERECHO DE PENSION

18470-06. REAJUSTE DE PENSION EN BANCO CENTRAL. El recurrente interpuso este amparo porque el Banco Central de Costa Rica dejó sin efecto un reajuste a su pensión, sin seguir el procedimiento establecido en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución G/N° 324-2004, dictada a las 16:15 hrs. del 19 de agosto del 2004 por el Gerente del Banco Central de Costa Rica. Se ordena al Gerente del Banco Central de Costa Rica, reestablecer de inmediato al recurrente en el ejercicio de todos sus derechos. CL
17935-06. ANULAN PENSION POR INVALIDEZ. Señala la recurrente que se le diagnosticó Síndrome de Inmune Deficiencia Adquirida (SIDA) y la Caja Costarricense de Seguro Social la declaró inválida y le otorgó una pensión por invalidez. Que el 22 de mayo del 2006 se le hizo una revisión médica y posteriormente se declaró que no estaba inválida, pese que se mantuvo el diagnóstico en el sentido que ella padecía SIDA. Estima que en razón de su enfermedad no se le puede eliminar la pensión, pues quedará sin medio de sobrevivencia y sin la atención y tratamiento médico que requiere, en infracción de su derecho a la salud y a la seguridad social. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se restituye a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales, lo que supone el disfrute de su pensión. Se anula el acto tomado por el Departamento de Cuenta Individual y Control de Pago N° 2006-105510670 de 17 de mayo de 2006, en que se levantó el estado de invalidez a la tutelada. Se ordena al Gerente de la División Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, que adopte inmediatamente las medidas necesarias para que la agraviada pueda seguir disfrutando del beneficio aludido. Los Magistrados Solano y Calzada salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL

16624. PENSIÓN POR ORFANDAD. Alega el recurrente que la División de Pensiones de la CCSS suspendió el pago de su pensión porque laboró por espacio de dos meses para la Defensoría de los Habitantes y que luego no le reanudaron su pensión. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente de la División de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social, restituir en el pleno goce de sus derechos al recurrente, lo que implica anular la resolución número 15688 dictada por la Gerencia División de Pensiones al ser las doce horas con cincuenta y cinco minutos del veinticuatro de mayo del dos miaseis y se ordena resolver nuevamente el recurso de apelación interpuesto por el recurrente. CL
16017-06. CANCELAN PENSION DE LA CCSS SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que la Caja Costarricense de Seguro Social le canceló intempestivamente la pensión que disfrutaba del Régimen no Contributivo, porque supuestamente no estaba dentro de la categoría aplicable a ese régimen. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución de la Sucursal de Naranjo de la Caja Costarricense del Seguro Social número 380 04 del tres de diciembre de dos mil cuatro. Se ordena al Director Regional de Sucursales Huetar Norte y al Jefe de la Sucursal de la Caja Costarricense de Seguro Social en Naranjo, seguir cancelando al amparado la pensión del Régimen no Contributivo que se le otorgó. CL
12131-06. NIEGAN TRASPASO DE PENSION A VARONES. Alega el recurrente que el artículo 5 de la Ley 148 del 23 de agosto de 1943 excluye a los hombres mayores de dieciocho años del derecho a recibir una parte proporcional de la pensión que recibían sus padres a la hora de fallecer, mientras que a las mujeres se les da de pleno derecho y de por vida, salvo que contraigan nupcias. Considera que esa decisión resulta arbitraria y lesiva de sus derechos fundamentales. Se resuelve con base en la sentencia 11928-03. CL 

10582-06. SUSPENSIÓN PAGO JUBILIACIÓN. Alega el recurrente que mediante el Tribunal Superior de Puntarenas le otorgó el beneficio de la jubilación a partir del 27 de setiembre de 1991, por haber laborado en el Poder Judicial 18 años y 18 días. Señala que al momento del dictado de la sentencia se encontraba laborando en el Instituto Costarricense de Puestos del Pacífico, no obstante, la Secretaría de la Corte acordó suspender en forma inmediata el pago por concepto de jubilación a su favor y le ordenó el reintegro de las sumas pagadas de más. Estima el recurrente, que lo actuado por las autoridades recurridas, violenta los principios de legalidad, irretroactividad de la norma e intangibilidad de los actos propios. SL
9196-06. PROCEDENCIA DE PENSIÓN A PESAR DE ASISTENCIA DE HIJOS MAYORES. La recurrente aduce que le ha sido negada la pensión del régimen no contributivo, solicitada por el impedimento físico que la aqueja, siendo que su esposo también se encuentra impedido de laborar y una de sus hijas aún se encuentra en edad escolar, por lo que la carga recaería en la otra hija mayor de edad. La CCSS ha denegado la pensión porque la amparada tiene hijos mayores de edad con obligación legal de protegerla económicamente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente de la División de Pensiones de la CCSS otorgar la pensión solicitada por la recurrente. CL
8188-06. PENSIÓN A MENOR DISCAPACITADO. Alega el recurrente que el menor amparado, de 5 años de edad, padece de parálisis cerebral desde su nacimiento y es incapaz de caminar, hablar, controlar sus esfínteres, su tronco y su cabeza. Que el 18 de agosto de 2005 se aprobó una pensión por invalidez  para el menor, pero  no se le ha girado ninguna mensualidad al niño, porque no existe presupuesto para poder girarla y que deben esperar a que una de las personas que disfrutan de ella fallezca para asignársela. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe del Departamento de Pensiones del Régimen No Contributivo, que en el término improrrogable de diez días contado a partir de la notificación de esta sentencia, gire las órdenes necesarias y tomen las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y de sus competencias para el pago efectivo de la Pensión por Parálisis Cerebral aprobada el cinco de mayo del dos mil seis por el Departamento de Administración de Pensiones del Régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social al amparado.  CL  

4699-06. REVOCATORIA DE DERECHO DE PENSION SIN DEBIDO PROCESO. La recurrente reclama que las autoridades recurridas le revocaron la pensión de gracia que disfrutaba desde hace varios años, sin que para ello se le haya otorgado la posibilidad de ejercer su derecho de defensa. Señala la Sala que no es posible que en el caso concreto se cancele la pensión recibida por la amparada mediante un acto unilateral, sin que ni siquiera se le haya puesto en conocimiento la intención de la Administración previamente a dictar el acto, aún cuando aparentemente cambiaron las circunstancias. Se declara con lugar el recurso por violación de la garantía del debido proceso. En consecuencia, se anula la resolución R-EP-JNP-10674-2005 de las catorce horas del dos de noviembre de dos mil cinco de la Junta Nacional de Pensiones, por cuanto declara la caducidad de la pensión de gracia otorgada a la amparada, sin otorgarle la posibilidad de ejercer su derecho de defensa. CL
3044-06. NIEGAN PENSION APLICANDO RETROACTIVAMENTE NORMATIVA ACTUAL. Señala la  recurrente que ha cotizado por 20 años sobre el régimen de pensión, bajo ciertas reglas que ya estaban establecidas, pero ahora las cambiaron y desmejoraron las condiciones de la pensión, por lo tanto ella tiene el derecho adquirido de pensionarse con base en las reglas anteriores; esto es, basándose en uno de los convenios ratificados con la Organización Internacional del Trabajador el cual contempla el principio de los derechos adquiridos. La recurrente no señala por qué estima que ya había adquirido el derecho a pensionarse, con base en el régimen anterior, entendido como prestación actual.  Por consiguiente, en los términos en que viene expuesto, el reclamo es inadmisible, puesto que para dilucidar si se está aplicando retroactivamente o no el Reglamento de cita, sería necesario que esta Sala entrara a analizar, con carácter declarativo, si el derecho a la pensión de la amparada ya se había constituido o no, lo cual es un problema de mera legalidad que debe ventilarse en vía administrativa o, eventualmente, ante los Tribunales Ordinarios.  El Magistrado Armijo Sancho salva el voto y ordena dar curso. RP. El Magistrado Armijo Sancho que salva el voto y ordena dar curso. De conformidad con los términos de la resolución de esta Sala número 1999-06842, de las trece horas del tres de setiembre de mil  novecientos noventa y nueve, el recurso de amparo sí constituye la vía idónea para tutelar el derecho de la persona que, habiendo cotizado durante veinte años o más para un determinado régimen de pensiones, adquiere un derecho no necesariamente a ser jubilado, pero sí a jubilarse –cuando corresponda- bajo el régimen para el que ha venido cotizando, a la luz de lo que dispone el artículo 29 inciso a) del Convenio número 102 de la Organización Internacional del Trabajo. Por ello, al presente recurso de amparo debió dársele curso, a fin de escuchar lo que al respecto podrían informar las autoridades recurridas.
1993-06. SUSPENSION DE PENSION SIN DEBIDO PROCESO. La recurrente acusa que se le traspasó la pensión de su compañero en unión de hecho. No obstante, las autoridades recurridas suspendieron el pago de dicho beneficio sin haberle notificado resolución alguna al respecto. Estima la Sala que se incumplieron los recaudos formales y sustanciales del debido proceso. La Dirección Nacional de Pensiones, omitió poner  en conocimiento el recurso que presentó la madre del causante a la beneficiaria de la pensión, impidiéndosele por ende, proveer a la defensa de sus derechos. Aunado a lo anterior, la Sección Segunda del Tribunal de Trabajo del Segundo Judicial de San José, jerarca impropio en materia de pensiones, dispuso -sin enderezar el procedimiento en lo que respecta a dicha omisión- revocar el beneficio sucesorio otorgado a la amparada y en su lugar conceder el beneficio de la pensión a la madre del causante. Es evidente que las omisiones que en este sentido se produjeron, lesionaron los derechos fundamentales de la amparada. Por lo anterior, se declara con lugar el recurso, únicamente en lo que respecta a la acusada violación al derecho al debido proceso. En consecuencia, se anula el Voto de la Sección Segunda del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José Nº 443 de las 09:40 hrs. del 16 de febrero del 2004. Se restituye a la amparada en el pleno goce de sus derechos. CL
1497-06. SUSPENSION DE PENSION.  Le suspendan el pago de pensión, después de más de 50 años de recibirla, para iniciar en su contra un procedimiento administrativo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución de la Dirección Nacional de Pensiones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social Nº DNP-RE-6348-2004 de las ocho horas diez minutos del dos de abril de dos mil cuatro y, se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos. CL
DERECHO DE TRABAJO
18262-06. CONDICION LABORALES DE FUNCIONARIOS EN LA DELEGACION DE PUERTO VIEJO DE TALAMANCA. Los recurrentes alegan que son funcionarios de la fuerza pública y que se les está imponiendo un nuevo rol de trabajo, según el cual deben de laborar seis días por cuatro días libre y además las instalaciones de la subdelegación se encuentran en pésimo estado. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se le ordena al Ministro de Seguridad Pública que, en el plazo de dos meses contado a partir de la notificación de esta sentencia solucione en forma definitiva el problema de las deficientes condiciones de trabajo que aquejan a los funcionarios de la Fuerza Pública que laboran en la Delegación Policial de Puerto Viejo de Talamanca. CL
18486-06. CONDICIONES DE LABORALES DE FUNCIONARIOS DEL MINISTERIO DE TRABAJO. El recurrente, representante de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, reclama que el sistema de ventilación del edificio del Ministerio se encuentra colapsado desde el año 2001. A pesar de las denuncias, el Ministerio de Trabajo no resuelve la situación y el de Salud no interviene. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Trabajo y Seguridad Social y Director Nacional e Inspector General de Trabajo, en el plazo de un mes contado a partir de la notificación de esta sentencia, evaluar el sistema de ventilación y regulación de temperatura del edificio del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y ordenar, dentro de sus competencias, las acciones necesarias para garantizar su adecuado funcionamiento, bajo  pena de imponer las sanciones y medidas que la ley faculta. CL 

18071-06. NOMBRAMIENTO DE MIEMBRO DEL CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL. Señala el recurrente que se reeligió al miembro del Consejo Superior del Poder Judicial mediante un procedimiento viciado, ya que el Colegio de Abogados publicó una invitación a integrar una terna de litigantes, de la cual la Corte Plena elige al nuevo miembro del Consejo Superior que representa a los abogados  externos al Poder Judicial.  Estima que la ley no le permite a la Corte delegar en el Colegio de Abogados una parte del procedimiento. Sobre el tema se indica que la costumbre es fuente de derecho, como también lo son la ley y los principios de derecho y, ha sido una costumbre que la terna sea presentada por el Colegio de Abogados.  Por esta y otras las razones expuestas en la sentencia, procede declarar sin lugar el recurso. SL
17828-06. SANCIÓN DISCIPLINARIA POR DEUDA. Alega la recurrente que la Inspección Judicial le impuso una sanción de 8 días de suspensión sin goce de salario por no haber honrado deudas con entidades financieras. RF
17916-06. INTERINO POR INTERINO. Señala el recurrente que labora como farmacéutico interino para la Caja Costarricense de Seguro Social, que una vez vencido el plazo de su nombramiento  procedía la prórroga de su nombramiento, al amparo de su derecho a la estabilidad laboral y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 41 de las Normas suscritas entre la Caja Costarricense de Seguro Social y los Profesionales en Ciencias Médicas. Que sin embargo, de forma arbitraria e ilegal, la Jefa del Departamento de Farmacia del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia nombró a otra persona en la plaza y al amparado lo nombró en otro número de plaza que no es una plaza. Sobre el tema de la sustitución o cese de funcionarios públicos interinos, se cita el voto 0867-91. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital Doctor Rafael Ángel Calderon Guardia, que tome las medidas necesarias y efectivas para que el tutelado regrese al puesto número 06539 en las condiciones y por el plazo que se le nombró con anterioridad; asimismo, debe resolverse en forma inmediata las gestiones recursivas incoadas por éste. CL
17743-06. BASE DE CÁLCULO PARA LA COMPENSACIÓN DE VACACIONES Y LIQUIDACIÓN DE CESANTÍA EN EL INS.  Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 17 y 161, párrafo penúltimo, de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. Se aduce la inconstitucionalidad de la base establecida en la Convención Colectiva del INS para el cálculo para la compensación de vacaciones y la liquidación de la cesantía de los trabajadores del INS –semana de cinco días en lugar de semana de siete días-; se estima que tal base carece de justificación objetiva y razonable, es desproporcionada y causa desigualdad con respecto a los demás servidores públicos a quienes también se les compensa vacaciones y se les liquida la cesantía con base de cálculo de semana de siete días, generando igualmente un impacto negativo en la hacienda pública. Estése la accionante a lo resuelto por este Sala en sentencia número 2006-017437 de las 19:35 horas del 29 de noviembre de 2006. Estése
17746-06. BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 5-13, 7-2, 28-2, 28-11, 28-18 c, 33-4, 33-5, 44-2 y 44-4 artículos del Estatuto de Personal del Instituto Costarricense de Electricidad. Las normas impugnadas establecen a favor de los trabajadores del I.C.E. beneficios y privilegios de los que no disfrutan los demás trabajadores del sector público, sin que existan razones objetivas que justifiquen un trato no solo privilegiado y desigual, sino además desproporcionado e irrazonable. Se declara parcialmente con lugar esta acción. En consecuencia, se declara inconstitucional y se anula el artículo 5-13 del Estatuto de Personal del Instituto Costarricense de Electricidad. Acerca de los artículos 28-25, 33-6 y 33-7 del Estatuto, se rechaza de plano la acción. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Instituto Costarricense de Electricidad. CL Parcial
17593-06. BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 20, 21, 38, 48, 60 y 61 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social.Las normas se impugnan en cuanto establecen privilegios sobre las  licencias con goce o sin goce de salario, sobre la  cotización de sólo el 50% para el  régimen de enfermedad y  maternidad, únicamente para  trabajadores de la Caja Costarricense de Seguro Social,  sobre el pago del auxilio de  cesantía, se establece un mes de  salario extra como indemnización. Esténse los accionantes a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2006-06347 de las dieciséis horas con cincuenta y ocho minutos del diez de mayo de dos mil seis en cuanto se refiere al artículo 48 de la Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Calzada y Armijo ponen nota. Estése y SL
17594-06. LIMITACIONES PARA DOCENCIA EN COLEGIOS QUE TIENEN FUNCIONARIOS PUBLICOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 19 del Decreto Ejecutivo número 22614-MP del 22 de octubre de 1993, y Circular número 03-03 del 26 de febrero del 2003. Las normas se impugnan en cuanto limitan a los servidores que gozan del beneficio de prohibición para ejercer su profesión en labores de docencia, permitiéndose sólo excepcionalmente en instituciones de enseñanza superior oficial o privada. Se declara con lugar la acción No. 04-003957-0007-CO y, en consecuencia, se anula el inciso a) del artículo 19 del Decreto Ejecutivo Número 22614-MP del 22 de octubre de 1993, con lo cual, los alcances de la Circular número 03-03 del 26 de febrero del 2003 de la Oficialía Mayor del Ministerio de Hacienda quedan reducidos a lo dispuesto en los demás incisos del artículo 19 indicado. Esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de emisión del Decreto y circular impugnados; quedan a salvo los derechos adquiridos de buena fe. Los Magistrados Solano y Cruz salvan el voto y rechazan de plano la acción. CL
17507-06. DATOS EN CONSTANCIA SALARIAL. Señala el recurrente que en la Municipalidad de Desamparados al solicitar una constancia salarial, se consignó el hecho de que se encuentra actualmente sometido a un procedimiento disciplinario, que se encontraba suspendido por una resolución de la Sala Constitucional. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Desamparados, y a la Coordinadora del Proceso de Recursos Humanos, que se abstengan de incurrir en las conductas que dieron mérito a declarar con lugar el presente recurso. La Magistrada Calzada y los Magistrados Vargas, y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL
17516-06. DESPIDO. Alega el recurrente que desde el 01 de febrero del 2006, dejó de percibir su salario como Director Ejecutivo del Servicio Fitosanitario del Estado, cargo de funcionario público que ostenta desde enero del 2005. Todo, pese a seguir cumpliendo regularmente sus funciones, y designándose posteriormente a otra persona en su puesto, siendo incierta su situación laboral actual. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al derecho al salario y al debido proceso, en contra del Ministerio de Agricultura y Ganadería y de la Sección Fiduciaria del Banco Nacional de Costa Rica. En consecuencia: a) Se anulan todos los actos y comunicaciones referidas a la cesación del recurrente de su puesto como Director Ejecutivo del Servicio Fitosanitario del Estado desde el 01 de febrero del 2006; b) Se le ordena al Ministro de Agricultura y Ganadería, proceder inmediatamente a restituir al recurrente a su cargo de Director Ejecutivo del Servicio Fitosanitario del Estado, y al pago de los salarios dejados de percibir desde su traslado, sin perjuicio de que se pueda tomar otra decisión sobre ese puesto, para lo cual debería respetarse los derechos fundamentales del recurrente, en cuenta el derecho al debido proceso. En cuanto a la Contraloría General de la República y en cuanto al resto de alegatos del recurrente el recurso se declara sin lugar. El Magistrado Solano pone nota. CL Parcial

17520-06. ANULAN NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD. Alega el recurrente que labora para la Universidad recurrida en el puesto de Jefe Administrativo de la Facultad de Microbiología, cargo que ocupa de manera interina desde el 10 de marzo de 1997. La plaza que desempeña se sacó a concurso y fue nombrado; no obstante, el Vicerrector de Administración dispuso anular su nombramiento se sacó nuevamente a concurso la plaza y se nombró a otra persona. Aseguran los recurridos en el informe, que se trata de un puesto de confianza y el nombramiento no se materializó.  Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. SL

17459-06. SALARIOS DE FUNCIONARIOS DE LA DIRECCION NACIONAL DE GUARDACOSTAS. Alega el recurrente que mediante Ley 8000 la Dirección Nacional de Guardacostas, creándose así una policía especializada adscrita al Ministerio de Seguridad Pública, siendo sus funcionarios personas con conocimientos en el campo de técnico, náutico, policial, para lo cual se solicitan requisitos superiores a los de un agente de policía administrativa, que al personal se le entregan plazas interinas por inopia, al no existir otro personal que cuente con los conocimientos y la experiencia para desempeñar las funciones de las nuevas plazas del Servicio Nacional de Guardacostas, estas plazas las han ocupado durante casi siete años y se les ha negado el derecho a recibir el salario de acuerdo a sus nuevas funciones y a la plaza que tienen interinamente. No obstante, para el pago que pretende, le solicitan mayores requisitos que no fueron solicitados al momento en que ingresó a dicho puesto, sin reconocerle ni siquiera la experiencia adquirida en el cargo y los méritos no relacionados a la función policial muy necesarios para desempeñar su actual puesto. Sobre el tema la Sala se pronunció, mediante sentencia 17245-06. RF
17441-06. BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DE LA COMPAÑÍA NACIONAL DE FUERZA Y LUZ. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 10, 11, 29, 31, 32, 33, 37, incisos a) y b), 76, 78, 92, 98, 99, 100, 102, 108, 123, 125, 126 y 127 incisos b) y c) de la Convención Colectiva de Trabajo de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. Las normas se impugnan en tanto establecen una preferencia para los hijos de empleados que fallezcan, de los que se acojan a la pensión o los parientes de los trabajadores que hayan laborado como mínimo diez años, se reconoce a los trabajadores un pago indebido por laborar su jornada ordinaria, de hasta un veinte por ciento de sobresueldo, se otorgan privilegios laborales o licencias con plazos exorbitantes, en razón de actos que ni siquiera están expresamente indicados, que no tienen nada que ver con la eficiencia o mejora del servicio de la empresa pública, que es el fin al que debe propender la Administración del Estado. Los integrantes de la Junta Directiva del Sindicato, SITET, licencia con goce de salado a fin de que atienda los asuntos de su cargo".  Del total de la planilla de empleados de la Compañía de Fuerza y Luz el 9% se le regala al Fondo de Ahorro y en las cuentas personales de aporte de cada trabajador,  se cubre el pago los estudios de los trabajadores de acuerdo al porcentaje indicado y, en algunos casos, en su totalidad, los trabajadores y pensionados de la CNFL deben pagar solamente un 50% de la tarifa que consuman en sus hogares y la viuda o viudo del empleado fallecido mantiene ese beneficio, tendrán derecho a recibir por concepto de auxilio de cesantía, un porcentaje sobre el cálculo de los veinte salarios posibles de cesantía; el segundo, que los empleados que se acogen a la pensión de vejez de la Caja Costarricense del Seguro Social y que tengan por lo menos veinte años de servicio con la Compañía o bien que sean pensionados por invalidez total o permanente de la CCSS o el INS, o se retiren voluntariamente o con responsabilidad patronal, recibirán 20 meses de salado por concepto de auxilio de cesantía, entre otros. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan de la Convención Colectiva de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz los artículos 108 y 123. Asimismo del artículo 10 se anula el párrafo que dice: “Los hijos de los empleados que fallezcan, de los que se acojan a la pensión, tendrán preferencia sobre otros candidatos en igualdad de condiciones, excepto en cuanto a la edad que se refiere, cuando éstos sean los mayores de familia y tengan como mínimo 16 años ajustándose a las disposiciones del Artículo 91 del Código de Trabajo, cuando se trate de jornadas de ocho horas. Igualmente tendrán ese mismo derecho los parientes de los trabajadores que hayan laborado como mínimo diez años para la Compañía, siempre que no haya otro pariente hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad; además que sea en distintas dependencias”. En cuanto al artículo 92, esténse los accionantes a lo resuelto mediante sentencia 6728-2006 de las 14:43 horas del 17 de mayo de 2006. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas. En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro. CL Parcial
17437-06. BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DEL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 17, 25, 26, 27, 33, 161, 219 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. Las normas se impugnan en cuanto permiten que los trabajadores de la Institución reciban ciertos beneficios ajenos a la generalidad de los empleados del sector público y desconocidos también por los empleados del sector privado, los cuales no dependen del buen desempeño del trabajador dentro de la Institución, sino que se relacionan con su sola condición de laborar dentro de ella. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros  la totalidad de los artículos 17 y 25. Asimismo, del artículo 161 el epígrafe iv del inciso a), el epígrafe v del inciso b) y la totalidad del inciso c) en cuanto exceden el parámetro de veinte años que esta Sala ha estimado razonable como tope por concepto de cesantía y por permitirse el pago aun en los casos de despido con justa causa. De igual forma, se anula el inciso a) del artículo 27 y la frase del inciso l de dicho artículo que señala: Si la resolución judicial no fuere condenatoria para el trabajador, el Instituto le pagará los salarios caídos correspondientes. En cuanto a lo dispuesto en el artículo 26 y el inciso i) del artículo 27, estése la accionante a lo resuelto en la sentencia 7261-2006 de las 14:45 horas del 23 de mayo de 2006.  Finalmente, el artículo 219 no resulta inconstitucional siempre que se interprete conforme al Derecho de la Constitución, que el gasto de la institución en este rubro no puede ser excesivo según lo determinen los órganos de control. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Instituto Nacional de Seguros. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas. En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro. CL Parcial
17440-06. BENEFICIOS DE LOS FUNCIONARIOS DEL CONSEJO NACIONAL DE PRODUCCION. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 16, 17, 36, 38, 40, 42, 44, 45, 46, 48, 60, 61, 77 y 80 de la Convención Colectiva del Consejo Nacional de la Producción. Las normas se impugnan en cuanto, en criterio de los accionantes, confieren a los empleados del Consejo Nacional de Producción una serie de ventajas y prerrogativas que discriminan a los restantes servidores públicos, a la vez que constituyen una aplicación indebida e irrazonable de los fondos públicos, a saber: otorgamiento de permisos con goce de salario para actividades sindicales y otras, aumentos anuales automáticos por antigüedad e incentivos, días de descanso, jornada laboral y vacaciones, ayudas sociales por defunciones, desastres naturales y nacimiento de hijos, ayuda económica para actividades culturales y deportivas. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula la totalidad del artículo 47 y la frase “un mínimo de” contenida en el artículo 36 de la Convención Colectiva del Consejo Nacional de Producción. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Consejo Nacional de Producción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas. En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro.CL Parcial
17439-06. BENEFICIOS PARA FUNCIONARIOS DEL INSTITUTO TECNOLOGICO DE COSTA RICA. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 12, 21, 119, 123, 134, 139, 141, 142 y 144 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Tecnológico de Costa Rica. Las normas se cuestionan porque se establecen los siguientes privilegios a favor de los trabajadores de esa entidad que no tienen el resto de los servidores públicos: excesivo régimen de vacaciones, (mes y medio); por establecer un sistema de ajuste de salarios único y diverso de todo el sector público, al supeditarlo al índice de precios del consumidor de la Dirección General de Estadísticas y Censo, por establecer un auxilio de cesantía desproporcionado, al prever como tope dieciocho meses ante la terminación de la relación laboral; por establecer una tolerancia (o perdón) de cinco mil colones por semestre para los funcionarios que manejen fondos de la institución; y por el otorgamiento de permisos y licencias con goce de salario, para sindicalistas. Se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas. En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro. SL 

17438-06. BENEFICIOS DE LOS FUNCIONARIOS DEL BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL. Acción de inconstitucionalidad contra los Artículos 21, 26 incisos a), b), c), d) y e), 31, 66 y 79 de la Convención Colectiva del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. La normativa se cuestiona en tanto dispone un aumento anual por mérito sobre los salarios de los trabajadores, de acuerdo a la escala salarial vigente, cuando obtenga una calificación igual o superior al setenta  por ciento (70%), y de un 4.5% del salario mensual, a los trabajadores que ingresen a laborar a partir del veintisiete de abril del dos mil uno, cuando obtenga una calificación igual o superior al setenta por ciento (70%), sin que llegue a formar parte del salario, bonificaciones en dinero en efectivo para el disfrute de las vacaciones de los trabajadores del banco, la cual se calcula con base en el último salario nominal al momento de su disfrute, de seis mil colones al trabajador que contraiga matrimonio, y de cinco mil colones para gastos del nacimiento de un hijo, permisos con goce de salario por diferentes motivos y un  beneficio económico adicional por cada quinquenio de servicio. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan los artículos 45 y 79, así como los incisos a, b y c del artículo 26 de la Convención Colectiva del Banco Popular y Desarrollo Comunal. En cuanto al inciso g) del artículo 31 de dicha Convención, se interpreta que no es inconstitucional siempre que se entienda que el concepto otros casos debe utilizarse en forma restrictiva y ante situaciones excepcionales que requieran la ausencia del trabajador. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento al Banco Popular y de Desarrollo Comunal. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. El Magistrado Jinesta da razones separadas. En la resolución de este asunto la integración de la Sala fue la siguiente: Luis Fernando Solano Carrera (quien preside), Luis Paulino Mora Mora, Ana Virginia Calzada Miranda, Adrián Vargas Benavides, Gilbert Armijo Sancho, Ernesto Jinesta Lobo, Fernando Cruz Castro. CL Parcial
17368-06. COBRO DE DINERO PAGADO DE MÁS POR PARTE DE LA ADMINISTRACION. Alega el recurrente que la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur, en base al informe de la Contraloría  General de la República relacionado con las deficiencias  en el pago de salarios a sus empleados fijos, se inició procedimiento tendente a la recuperación de los dineros pagados de más y mediante circular interna el Departamento de Recursos Humanos comunicó a los funcionarios que el rebajo se efectuaría, sin conformar un órgano director del procedimiento administrativo  que determine las sumas adeudadas  con lo cual han menospreciado los derechos constitucionales que les amparan de conformidad con la Constitución.  Se declara con lugar el recurso sin ordenarse la devolución de lo cobrado. Se previene al Director Ejecutivo y al Presidente, ambos de la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur que no deberán proceder al cobro de las deudas vulnerando los derechos fundamentales de los servidores. CL
17268-06. REBAJO DE DEUDA DE LAS PRESTACIONES. Señala el recurrente que la autoridad recurrida le rebajó la suma de un millón cuatrocientos veintiséis mil veinticinco colones con cinco céntimos del monto que le correspondía por concepto de prestaciones legales, de una deuda que tenía con la Asociación Solidarista de Empleados del Instituto Costarricense de Puertos del Pacífico (ASOLINCOP). Consta que el rebajo de la deuda se hizo del rubro denominado “indemnización”, correspondiente a los beneficios convencionales otorgados a los trabajadores de esa entidad, con autorización escrita del amparado y no del relativo a las prestaciones laborales. Sobre el tema se citan las sentencias 4220-04 y 13635-06. SL 

17380-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. REVISION DE COMPUTADORA PERSONAL. Alega la recurrente que la administración procedió a intervenir su computadora sin que se le permitiera estar presente, ni se le notificara la existencia de procedimiento alguno en su contra. Refiere además que el órgano director no tenía suficiente capacidad legal para proceder a revisar las computadoras. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Órgano Director del Procedimiento Administrativo Disciplinario del Patronato Nacional de la Infancia, evitar toda nueva violación o amenaza, perturbación o restricción semejante al hecho que sirvió de base a esta declaratoria. CL
17415-06. CONCURSO DEL SERVICIO CIVIL. Indica la recurrente que la Dirección General de Servicio Civil la excluyó del proceso concursal Nº 05-05, por haber reprobado los test psicométricos a los que fue sometida en dicho procedimiento, evitando así que pueda realizar las demás pruebas, en aras de demostrar su idoneidad para ocupar un cargo. La amparada considera que se ha vulnerado su derecho a la igualdad y derecho a la estabilidad en el empleo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Servicio Civil, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se permita a la amparada, a seguir participando dentro del concurso Nº 05-05, y se evalúen los aspectos académicos y de experiencia de ésta, mediante  los procedimientos establecidos al efecto para el citado concurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso por razones diferentes. CL
17352-06. DESPIDO SIN DEBIDO PROCESO. Manifiesta el recurrente que labora como conserje en el Colegio Vocacional de Artes y Oficios (COVAO); sin embargo, la Junta Administrativa del Hospicio de Huérfanos de Cartago lo despidió alegando perdida de confianza, en aplicación de lo dispuesto en el artículo 81 inciso 1 del Código de Trabajo, sin realizar ningún procedimiento en ese sentido, a pesar de lo establecido en el Reglamento de Servicios de Conserjería y el Estatuto de Servicio Civil. Considera que se irrespetó su derecho al debido proceso y que el despido no tiene sustento alguno. Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula el acuerdo de despido tomado contra el recurrente en la sesión número 14-1288-2006 de la Junta Directiva del Hospicio recurrido. Se le ordena al Presidente de la Junta Administrativa del Hospicio de Huérfanos de Cartago y al Ministro de Educación Pública, que en el cargo de sus competencias y bajo pena de desobediencia, en el término improrrogable de TRES DIAS contados a partir de la comunicación de esta sentencia, reinstalen al amparado en el puesto de Trabajador Misceláneo 1, especialidad Generalista, en idénticas condiciones a las que disfrutaba anteriormente. CL
17357-06. CCSS NO SACA A CONCURSO PLAZAS. Los recurrentes reclaman que desde hace seis años, la CCSS no ha realizado concursos para las plazas vacantes de profesionales en Microbiología y Química Clínica, los cuales deben publicarse dos veces al año, como mínimo, según el Decreto No. 210334-S de 28 de enero de 1992. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, y al Director de Recursos Humanos de esa institución, que dentro de los tres meses posteriores a la notificación de esta sentencia, deberán iniciar la celebración periódica de concursos para las plazas de Microbiólogos, conforme lo indiquen la ley y los reglamentos respectivos, de acuerdo con las necesidades institucionales. CL
17222-06. DESPIDO DE ASESOR PARLAMENTARIO. Alega el recurrente que laboraba para la Asamblea Legislativa como Asesor de Fracción Política y fue cesado de su cargo sin justa causa, simplemente argumentándose que ya no lo necesitaban en el despacho. Solicita que se le cancelen los cuatro años de nombramiento pues el mismo vencía el treinta de abril del dos mil diez. Sobre el tema de los asesores parlamentarios se cita la sentencia 6930-02. Asimismo se indica que la indemnización que pretende es un asunto de legalidad que no compete a esta Sala determinar si tal cosa procede o no. RF
17255-06. SUSPENSION DE SOBRESUELDO A FISCAL. Alega la recurrente que se le suspendió el pago del sobresueldo que se venía reconociendo a jueces y fiscales de turno extraordinario, así como las actuaciones para recuperar las sumas giradas de más por ese concepto, sin previo aviso. En este caso el pago del sobresueldo obedeció a un error humano y no a un acto declarativo de derechos, por esta y otras razones se declara sin lugar el recurso. SL
16570-06. DEFENSOR PUBLICO PARA FUNCIONARIOS JUDICIALES SOLO SE BRINDA POR ASUNTOS RELACIONADOS POR EL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES. Alega el recurrente que a pesar de haber solicitado Defensor Público ante la Inspección Judicial, pues es objeto de una acusación por el delito de lesiones, esta le fue denegada, lo que considera lesiona su derecho de defensa. Del estudio del expediente y de la normativa pertinente al caso que nos ocupa este Tribunal no considera que el rechazo de facilitarle al recurrente un defensor público lesione su derecho de defensa, pues ello no le impide que él cuenta con el patrocinio letrado. Además esta Sala coincide con las autoridades recurridas y considera que al recurrente no se le ha lesionado en ningún momento su derecho de defensa, pues el segundo párrafo del artículo 152 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, expresamente establece que los servidores judiciales tendrán derecho a que se les nombre un defensor público, cuando sean llevados ante los tribunales o la sede disciplinaria, por asuntos directamente relacionados con el ejercicio de sus funciones y en el caso bajo estudio no se da esa condición. Se dice en el informe rendido por las autoridades de la Inspección Judicial, que los hechos por lo que se investiga en amparado disciplinaria, sucedieron cuando el servidor no estaba en el desempeño de sus funciones como miembro de la Sección Penal Juvenil del Organismo de Investigación Judicial. Así las cosas, se debe desestimar el recurso. SL
13800-06. REVOCAN PAGO DE PLUS SALARIAL. Alega la recurrente que la  Subcomisión de Carrera Profesional de la Unidad de Recursos Humanos del Hospital Doctor Fernando Escalante Pradilla, procedió a suspender el pago que recibía por concepto del curso de aprovechamiento denominado "Proceso de Desarrollo Directivo", sin seguir el debido proceso. Sobre el tema se cita la sentencia 9829-06. Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo de la Subcomisión de Carrera Profesional del Hospital Dr. Fernando Escalante Pradilla adoptado en la sesión número 16 del siete de septiembre de dos mil seis, por el que se acordó suspender al recurrente el pago por concepto de puntos por el curso de aprovechamiento "Proceso Desarrollo Directivo"; y que fuera comunicado al amparado mediante oficio SCCP-036-06 del diecinueve de septiembre de dos mil seis. CL 

16767. SUSPENSIÓN. Alega el recurrente que se le suspendió sin goce de salario por investigación de delito pese haber sido suspendida medida cautelar de prisión preventiva. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la acusada suspensión sin goce de salario que dictó el Ministro de Gobernación y Policía contra el amparado. En consecuencia, se anula la resolución número 562-2006-DMG de las 8:40 horas del 5 de abril del 2006, en tanto se ordenó la suspensión del amparado sin goce de salario, toda vez que es la autoridad judicial quien debe determinar si la medida cautelar es o no con goce de salario. CL
16796. PRUEBAS SERVICIO CIVIL. Alega la recurrente que le tienen que respetar nota de concurso anterior que ganó en el servicio civil. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Servicio Civil, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que se permita a la amparada seguir participando dentro del concurso NO 05-05, y se evalúen los aspectos académicos y de experiencia de ésta, mediante los procedimientos establecidos al efecto para el citado concurso. CL

16610. RELACIONES DE PERENTESCO EN NOMBRAMIENTOS DE SERVICIO EXTERIOR. Acción de Inconstitucionalidad contra oficio del Ministro de Relaciones Exteriores y Culto Nº DM-399-03 del 14 de febrero del 2003. Este oficio es impugnado en cuanto el impugnante es funcionario de carrera y tiene una relación de parentesco por consanguinidad con el Ministro de Trabajo y Seguridad Social y le afecta la prohibición que establece el transitorio V de la Ley de Contingencia Fiscal, Ley Nº 8343 del 16 de diciembre del 2002, que tiene un plazo de vigencia de un año. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio del Ministro de Relaciones Exteriores y Culto Nº DM-399-03 del 14 de febrero del 2003. CL

16603. REUBICACIÓN DE FUNCIONARIO COMO MEDIDA CAUTELAR. Alega el recurrente que fue notificado de un traslado en su lugar de trabajo y no se le indicaron los recursos legales a los que tiene derecho lo que violenta su derecho de defensa. Se declara parcialmente con lugar el recurso por      violación al derecho de defensa. El  Director General de Personal del Ministerio de Educación Pública debe proceder,  dentro del  término de 24 horas contado a partir de la notificación de ésta sentencia, a adicionar la resolución N° 1585-2006 de las 8:30 hrs. del 17 de julio de 2006, indicándole al amparado, de manera expresa, los recursos procedentes contra la medida cautelar que le fue impuesta, el plazo para interponerlos y los órganos competentes para conocerlos. CL
16615. INCAPACIDAD POR MATERNIDAD.  Alega la recurrente que presento ante el EBAIS de Pueblo Nuevo de Alajuela incapacidad por maternidad y que ha gestionado ante el Director Médico del Área de Salud accionada el pago de dicha incapacidad, correspondiente al mes previo al parto, negándosele la misma, bajo el argumento que no existe  presupuesto para efectuar ese pago. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se le ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que disponga de inmediato el pago efectivo del subsidio de la incapacidad por maternidad de la recurrente. CL
16950-06. TRASLADO. Alega la recurrente que desde hace más de quince años se desempeña como secretaria el Ministerio de Seguridad Pública y sin justificación alguna el Jefe de Puesto de la Policía de Proximidad de Hatillo Centro, ordenó trasladarla a realizar funciones de cocinera en la Delegación Policial de la Fuerza Pública de Pavas.  RF
16046-06. SANCION. Señala la recurrente que en el Tribunal Supremo de Elecciones se tramitó en su contra un procedimiento administrativo, mediante el cual fue despedida sin responsabilidad patronal y otros funcionarios, por la misma falta, no fueron despedidos. La diferencia de sanción con otros funcionarios  no implica, por sí sólo, un trato discriminatorio, pues las responsabilidades que quepan a cada servidor son individuales e independientes de las impuestas a otros.  En todo caso, a inconformidad con la sanción impuesta, debe alegarla en la vía legal que corresponda, sea, ante la administrativa o la jurisdiccional común. RP
16139-06. TRASLADO DE FUNCIONARIA POR RAZONES DE SALUD. Alega la recurrente que aunque el Departamento de Medicina Legal recomendó al Departamento de Personal del Poder Judicial, su traslado a otro despacho judicial a la brevedad posible, por indicación de sus terapeutas tratantes en procura de no agravar sus condiciones actuales, aun no se ha dispuesto, lo cual estima afecta su derecho a la salud y al trabajo.  Si bien es cierto, la Sala ha señalado que la Administración  no puede desconocer valoraciones médicas y poner en peligro la salud un funcionario, consta que la Administración recurrida no ha desatendido la recomendación médica en punto a que se traslade a la amparada de puesto por razones de salud; sin embargo, la opción inicial que se le brindó no fue aceptada por ella y la otra que se ha presentado de que ocupe otro puesto de igual categoría se considera que no es apta, por su estado de salud, razón por la cual no es este Tribunal el competente para definir el puesto que puede ocupar la amparada dentro del Poder Judicial; no obstante, se indica a las autoridades recurridas que deben continuar la búsqueda de una solución para el caso de la amparada que redunde en beneficio de su salud pero sin perjudicar el servicio público. SL
15995-06. PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO Y PROCESO PENAL. Alega el recurrente que en el Ministerio de Seguridad Pública se lleva un procedimiento administrativo en su contra, que existió una investigación previa, en donde no se le dio debido proceso, además, acusa que existe un procedimiento penal sobre los mismos hechos, por lo que considera que se le está juzgando dos veces por la misma causa. Consta en este caso que la administración lo que hizo fue una investigación previa, el que el amparado haya declarado en varias entrevistas durante esa fase, y que sus afirmaciones finalmente junto con otros elementos sirvieran para la ulterior apertura del procedimiento, no constituye una lesión a los derechos fundamentales aludidos, pues, existen múltiples garantías a su favor que aseguran la averiguación de la verdad real de los hechos. Asimismo, se reitera el criterio en el sentido de que no se supone la lesión del principio “nom bis in idem” en virtud de que se trata con sedes autónomas. SL
16018-06. SANCION. MERA CONSTATACION. DERECHO DE APELAR. La recurrente alega que se le sancionó con un mes sin goce de salario; sin embargo se irrespetó su derecho de defensa y a gozar de una doble instancia. En este caso consta que a la recurrente se le sancionó por ausencias injustificadas, lo cual es un caso de mera constatación; no obstante, el menoscabo a la garantía fundamental se produjo en el tanto no se le permitió a la recurrente impugnar la sanción que se le impuso. Se declara parcialmente con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Director General de Personal; y, a la Jefe del Área de Régimen Disciplinario; ambos del Ministerio de Educación Pública, indicarle y asegurarle a la recurrente los mecanismos impugnatorios, los plazos en los cuales debe ejercerlos y las instancias ante las que debe plantearlos y notificarle tal decisión a la recurrente, esto dentro del plazo de cinco días contados a partir de la comunicación de este fallo. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara con lugar el recurso en todos sus extremos. CL Parcial
15978-06. TOPE DE ANUALIDADES. Señala el recurrente que labora en el Ministerio de Salud y le fue aplicado lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley de Salarios de la Administración Pública, sobre el pago de anualidades en su perjuicio, toda vez que a pesar de tener más de treinta años de laborar, solo pueden recibir un máximo de treinta anualidades, pues el tope o límite fijado por la ley para recibir ese tipo de plus salarial es precisamente treinta años. Sobre el tema planteado en este caso la Sala se pronunció en la sentencia número 1309-99. RF
15674-06. PLAZO DE PRESCRIPCION PARA INTERPONER RECLAMO ANTE EL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS POR RIESGO DE TRABAJO. Consulta Judicial de Constitucionalidad referente al artículo 304 del Código de Trabajo. Se indica que en proceso de Riesgo de Trabajo, se acogió la excepción de prescripción interpuesta por el representante del demandado y declarando prescrita la demanda. El actor apeló y pretende que se le paguen las verdaderas incapacidades que le correspondan legalmente, el INS opuso la excepción de prescripción con fundamento en el artículo 304 del Código de Trabajo, norma que de manera general establece, que los derechos y acciones para reclamar las prestaciones que establece el Título Cuarto del Código de Trabajo, prescriben en dos años contados desde el día en que ocurrió el riesgo o en que el trabajador esté en capacidad de gestionar su reconocimiento, y en caso de muerte a partir del deceso. De lo anterior concluyen que de aplicarse esa regla, con un plazo de prescripción tan corto, los derechos y acciones del actor podrían estar prescritos, en detrimento de su derecho constitucional a tener una mejor calidad de vida. Se evacua la consulta, en el sentido de que no es inconstitucional la prescripción de dos años prevista por el artículo 304 del Código de Trabajo antes de la reforma dispuesta por Ley No. 8520 del 20 de junio del 2006, siempre y cuando se interprete el supuesto: “…en que el trabajador esté en capacidad de gestionar su reconocimiento”, que, si el trabajador descubre posteriormente alguna secuela producto de un riesgo laboral, es a partir de ese momento que nuevamente se abre el plazo de los dos años. Esta sentencia es declarativa y su efecto retroactivo a la fecha de vigencia de las norma consultada, sin perjuicio de los asuntos fallados con autoridad de cosa juzgada a la fecha de esta sentencia. Evacuada 

15780-06. REVOCATORIA DE REASIGNACION DE PUESTO. Alega la recurrente que el Directorio Legislativo emitió un acto declarativo de derechos, pues reconoció la reasignación del puesto que ocupa; sin embargo, posteriormente procedió a dejar sin efecto dicho acuerdo, sin seguir para ello los procedimientos establecidos legalmente. En reiteradas ocasiones esta Sala ha señalado que la mera comunicación de un nombramiento no tiene la facultad de generar derecho alguno a favor del servidor designado, ya que éstos se producen a partir de la elaboración de la respectiva acción de personal, por lo que el hecho de que con posterioridad se deje sin efecto lo dispuesto por la comunicación, no genera vulneración alguna a los derechos constitucionales del interesado. Sobre el tema se cita la sentencia 818-03. SL
15828-06. RECONOCIMIENTO DE GRADO PROFESIONAL. Alega la recurrente que trabaja para el Consejo Nacional para Investigaciones Científicas y Tecnológicas (CONICIT), en donde se le aprobó el pago del rubro de dedicación exclusiva, debido a la obtención de una Maestría en Administración de Empresas en el Instituto Tecnológico de Costa Rica. No obstante, la Autoridad Presupuestaria modificó su criterio, estableciendo que para el pago de la dedicación exclusiva es indispensable contar con el grado de licenciatura, por lo que se rescindió su contrato de dedicación exclusiva. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por infracción del principio de intangibilidad de los actos propios. Se ordena a la Directora Ejecutiva de la Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria, y al Coordinador del Área Administrativa y Financiera del Consejo Nacional para Investigaciones Científicas y Tecnológicas, tomar las previsiones necesarias para que se pague al actor, a la mayor brevedad posible, lo que se le adeuda por la modificación de su contrato de dedicación exclusiva y continuar cancelándole el 55% sobre el salario base por tal sobresueldo, mientras no sean anulados los actos que declararon ese derecho a favor suyo. En lo demás, se declara sin lugar el amparo. CL Parcial
15832-06. CCSS NO LE PAGA INCAPACIDAD POR MATERNIDAD. Acusa la recurrente que actualmente se encuentra incapacitada por maternidad. Que  desde hace más de un mes  gestiono ante el Centro de Salud de Tejar del Guarco de Cartago que se le cancele el monto correspondiente al rubro de incapacidad por maternidad, sin embargo, se le informo que no hay contenido presupuestario para cubrir dichos extremos. Sobre el tema se cita la sentencia 10008-00. Se declara con lugar el recurso. Se ordena  al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social el pago efectivo de los rubros correspondientes a la incapacidad por maternidad de la recurrente. CL
15870-06. CAMBIO DE GRUPO PROFESIONAL. Alega la recurrente que sin ninguna notificación, ni procedimiento administrativo previo, se le suprimió el grupo profesional otorgado y se le asignó el VAU-1 en artes plásticas. Se declara con lugar el recurso y se anula la acción de personal número 33420332. Se ordena al Director General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que en forma inmediata disponga y ejecute las medidas administrativas correspondientes a efecto de que se continúe pagando a la recurrente el salario actualizado que tenía bajo el Grupo Profesional VT4. CL
15868-06. NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD SIN CONCURSO PREVIO. Señala la recurrente que las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social de modo arbitrario designaron en propiedad a un funcionario en la plaza en que se desempeñaba, sin haber observado los procedimientos de concurso contemplados en el ordenamiento jurídico. Lo anterior, con base en la circular N°33225-05 de 20 de setiembre de 2005, la cual fue anulada por la Sala Constitucional en la sentencia N°2006-11982. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se deja sin efecto el nombramiento del señor la persona nombrada en la plaza que ocupaba la tutelada, N° 00068, al haberse anulado en la sentencia N° 2006-11982 de las 15:55 hrs. de 16 de agosto de 2006, la circular N° 33225-05  de 20 de setiembre de 2005, la cual sirvió de sustento a esa designación. CL
15616-06. SANCION. Señala el accionante la violación al debido proceso por cuanto en causa que se tramita en su contra en la Inspección Judicial y por la que se le impusieron tres días de suspensión, no se  evacuo la prueba testimonial ofrecida,  tampoco se le ha permitido ejercer su derecho a la defensa. En este caso, consta que al recurrente  se le otorgó un plazo para contestar las audiencias conferidas, se le puso en conocimiento la evacuación de la prueba y  ha ejercido ampliamente su derecho a la impugnación de conformidad con los artículos 39 y 41 de la Constitución Política. SL
15673-06. SUSPENSION POR REORGANIZACION. MEDIDA CAUTELAR. Alega el recurrente que mediante resolución número R-2078-R-2006 de las diez horas del ocho de agosto del dos mil seis emitida por la Vicerrectora Académica de la Universidad Nacional, fue suspendido por el término de tres años de su puesto de Decano de la Sede Brunca de la Universidad Nacional; suspensión que se basa en una supuesta reorganización de la Sede mediante la cual le habían suspendido por un año con anterioridad a esa decisión. Indica que la suspensión de su puesto de Decano de la Sede Brunca excede incluso su nombramiento en ese puesto. Afirma que el proceso de reorganización de la Sede no elimina el puesto de Decano y más bien designa a otro funcionario para desempeñar esas funciones. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución número R-2078-R-2006 de las diez horas del ocho de agosto del dos mil seis dictada por la Vicerrectora Académica a.i. de la Universidad Nacional mediante la cual se dispuso como medida cautelar la suspensión del recurrente por un plazo de tres años de su cargo de Decano de la Sede Brunca de la Universidad Nacional. En consecuencia, se restituye al recurrente en el pleno goce de sus derechos conculcados por lo que deberá ser reinstalado inmediatamente como Decano de la Sede Brunca de la Universidad Nacional. CL 
15580-06. NIEGAN PERMISO CON GOCE DE SALARIO PARA ESTUDIOS A INTERINO. Alega la recurrente que el Ministerio de Educación Pública le denegó una solicitud de permiso con goce de salario para cursar estudios de maestría en la Universidad de Costa Rica. Sobre el tema de permisos con goce de salario para servidores interinos, se cita el voto 13504-06. Se reitera el criterio en el sentido de que el principio de la estabilidad impropia de los servidores interinos son su sustitución por otro trabajador interino de iguales condiciones y la opción de participar en concursos internos, no así el acceso a licencias de estudios.  SL
15643-06. DESPIDO. PUESTO POR UN PLAZO DETERMINADO. Alega el recurrente que fue nombrado en noviembre de 2004 por un período de dos años como Subcoordinador de la Comisión de Normalización y Compras Laboratorio Clínico de la CCSS  y tras tres meses de habérsele designado, se le destituyó de su puesto sin razón ni procedimiento alguno. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se anula, por falta de fundamentación, de los oficios 35.552 del 23 de agosto y 36.404 del 12 de setiembre, ambos del 2006, suscritos por la Gerencia División Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, la modificación del carácter de Subcoordinador de la Comisión Técnica de Normalización y Compra de Laboratorio Clínico que ostentaba el recurrente. CL

15669-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO CONTRA DIPUTADO. Alega el recurrente que en su contra se sigue un procedimiento administrativo, el cual no cumple la normativa aplicable. Se rechaza de plano el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso. RP
15487-06. AGOTAMIENTO DE LA VIA ADMINISTRATIVA EN MATERIA LABORAL. Consulta Judicial de Constitucionalidad del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente al artículo 402 del Código de Trabajo. Señala que la Procuraduría sostiene que no se aplica el voto 3669-06 de la Sala Constitucional porque en materia laboral, hay un artículo específico que lo regula, que no ha sido afectado por el voto citado. Se evacua la consulta judicial en el sentido que la frase "(...) Si se tratare de reclamos contra el Estado o contra sus instituciones, deberá agotarse previamente la vía administrativa.", contenida en el párrafo 2° del artículo 402 del Código de Trabajo es inconstitucional. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma consultada, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos y situaciones jurídicas consolidadas en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Comuníquese al Juzgado consultante, la Procuraduría General de la República y las partes apersonas en el proceso. Evacuada
15485-06. NUEVO SISTEMA DE CALIFICACION DEL CONSEJO DE LA JUDICATURA. Alega la recurrente que el Consejo de la Judicatura, conoció la “Guía para la calificación de los participantes en la Carrera Judicial” y dispuso que el ‘promedio académico’ se debe dividir entre el número de materias consideradas y no en base a un factor fijo. Asimismo, en lo correspondiente a publicaciones debe entenderse que se trata de publicaciones reconocidas ante la sección de Clasificación y Valoración de puestos para efecto de Carrera Profesional. Acusa que el órgano recurrido denegó gestión presentada sobre su calificación. Sobre el tema de los derechos adquiridos y las situaciones jurídicas consolidadas, se citan las sentencias 2765-97 y 2076-01. En este caso consta que a la amparada se le respetó el promedio originalmente obtenido y a partir del cual obtuvo su actual nombramiento en propiedad. Si la Administración adoptó el acuerdo de variar en adelante el sistema de evaluación, conforme a lo indicado anteriormente, los derechos adquiridos se refieren a los efectos producidos bajo los supuestos de hecho existentes para ese entonces, y que serían los promedios adquiridos por personas bajo la vigencia de las reglas anteriores, pero no a que en adelante se les aplique ese régimen. SL
15439-06. PAGO DE SALARIO. Alega el recurrente que luego de laborar para el CEFOF, se firmó entre ésta y la Compañía Nacional de Fuerza y Luz la resolución de traslado horizontal  de la plaza que actualmente ocupa como jefe profesional en formación para el trabajo. En virtud de lo anterior y aunque está trabajando en la CNFL desde el mes 3 de julio del 2006, no ha percibido su salario que, de acuerdo con la Directora Ejecutiva de la Secretaría Técnica de la Autoridad Presupuestaria, es la entidad que cedió el puesto la encargada de seguir cancelándolo, hasta que en la CNFL lo incorpore en su presupuesto. Se declara  con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Consejo Directivo del Centro de Formación de Formadores y de Personal Técnico para el Desarrollo Industrial de Centroamérica, pagar en forma inmediata el salario del recurrente a partir del 3 de julio del 2006 hasta la fecha, y continuar pagándole hasta que la  Compañía Nacional de Fuerza y Luz incluya su plaza en el presupuesto del 2006. CL 
15442-06. TRASLADO. Alega el recurrente que se le asignó en la Inspección General de la Fuerza Pública como Supervisor de la totalidad de las unidades y funcionarios en ellas acreditados del  Ministerio de Seguridad Pública, así como la investigación de actos de corrupción, labor que realizó con honestidad y de forma satisfactoria, situación que se refleja en las calificaciones laborales que han sido de excelente. Indica que a mediados del año pasado se comenzaron a dar una serie de roces a nivel personal entre su Jefe inmediato que desembocaron en su traslado laboral, sin debido proceso y un cambio de condiciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Seguridad Pública y a la Directora de Recursos Humanos, que de forma inmediata a la comunicación de esta sentencia reestablezcan al amparado en el puesto que ejercía en la Inspectoría General, previo al traslado comunicado y operado mediante el oficio No. 534-05-DRH del 30 de setiembre del 2005. CL
15160-06. DESPIDOS EN MIDEPLAN. Alega la recurrente que en el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica, con base en el Decreto Ejecutivo número 33206, las autoridades recurridas dispusieron no prorrogar su nombramiento interino, aún cuando dicha normativa ni siquiera está publicada. Señala que se le despidió sin esperar el pedimento del Servicio Civil, para nombrar en lugar de un interino a otro interino. Sobre los despidos en esta institución se cita la sentencia 12575-06. SL
15196-06. CESE DE NOMBRAMIENTO. Señala la recurrente que tres meses después de haber sido nombrada por un período de dos años y, un mes después de designársele como coordinadora de la Comisión de Normalización y Compras Laboratorio Clínico, se le destituye de su puesto sin razón, sin causa ni procedimiento alguno. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se anula, por falta de fundamentación, el oficio 36404 del 12 de setiembre del 2006 de la Gerencia División Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social. CL
15092-06. REDUCCION DE LECCIONES INTERINAS A FUNCIONARIOS EN PROPIEDAD. Alega la recurrente que le fueron disminuidas 4 de las 16 lecciones interinas que para el presente curso lectivo se le habían asignado como docente en propiedad de la Escuela de Enseñanza Especial Fernando Centeno Güel, lo que estima se ha producido sin previo aviso, procedimiento o citación, en detrimento de sus derechos fundamentales. Sobre el tema de los recargos asignados a los educadores, la Sala ha dictado abundante jurisprudencia, se cita la sentencia 5365-05 y con base en este antecedente se rechaza por el fondo el recurso. RF
15204-06. TRASLADO. Alega el recurrente la violación al debido proceso por su traslado al Departamento de Inspección Vial y Demoliciones del MOPT, mediante un acto administrativo que adolece de la debida fundamentación. Se declara con lugar el recurso. Se anula la Orden de Presentación Nº RH-2006-272 del 12 de septiembre del 2006, que dispuso el traslado del recurrente al Departamento de Inspección Vial y Demoliciones del Ministerio de Obras Públicas y Transportes. CL
15244-06. DESPIDO DE FUNCIONARIA DEL TSE. Alega la recurrente que en 1998 fue nombrada en propiedad como Jefe la Sección de Opciones y Naturalizaciones del Registro Civil, después de haberse sometido a un concurso público. Posteriormente, fue ascendida en propiedad como Oficial Mayor Electoral y ese nombramiento fue prorrogado cada cuatro años hasta el 13-07-2004 cuando, mediante un acto carente de fundamentación, se acordó no reelegirla más en ese puesto. Señala que se le ha indicado que la Asesoría Jurídica del Tribunal se pronunciará sobre los extremos laborales que le corresponden, con lo cual considera que se ha dado un despido implícito que es inconstitucional porque es funcionaria de carrera del Tribunal Supremo de Elecciones, nombrada en propiedad mediante el sistema de concurso y con derecho a la estabilidad laboral, por lo cual, aún cuando no se le reeligió en el puesto de Oficial Mayor Electoral, considera que tiene derecho a la estabilidad laboral que le otorga el artículo 192 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, restitúyase a la amparada en pleno goce de sus derechos conculcados en el puesto de Oficial Mayor Electoral del Tribunal Supremo de Elecciones. Se anula el nombramiento de la persona actualmente en el cargo de Oficial Mayor Electoral adoptado por acuerdo del Tribunal Supremo de Elecciones en sesión número 105-2004 del veintidós de julio del dos mil cuatro con vigencia a partir del dieciséis de agosto del dos mil cuatro. Los Magistrados Vargas, Armijo y Jinesta ponen nota. CL
14973-06. TRASLADO. Alega la recurrente que funcionarios del Ministerio de Seguridad Pública pretenden obligarla a usar arma de fuego, a pesar de que existen razones de salud que se lo impiden, y además que se procedió a variar sus funciones de manera arbitraria, con violación de sus derechos fundamentales. Se cita la sentencia dictada en un caso similar, número 1204-96. Consta en el expediente que existen razones suficientes para excusar en este momento a la amparada del uso del arma de fuego. Asimismo, aunque se ha aceptado la posibilidad de trasladar de puesto a funcionarios que padecen problemas de salud, estos traslados o variación de funciones se deben hacer respetando que sea dentro de una misma área geográfica, que desempeñe las mismas funciones u otras similares que no produzcan la degradación de aquellas, que tenga igual salario y categoría. Se declara con lugar el recurso. Se restituye a la recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales, deberá la autoridad recurrida asignarle funciones administrativas, conforme corresponde al cargo en el que fue nombrada. Se ordena al Ministro de Seguridad Pública, que en el plazo de diez días contado a partir de la comunicación de esta resolución, proceda a realizar el estudio correspondiente de las funciones de la amparada, con respeto de sus derechos fundamentales y con observancia de las recomendaciones emitidas en el informe psicodiagnóstico realizado a la amparada el 18 de mayo de 2004, por el Departamento de Psicología del Ministerio de Seguridad Pública, o bien ante las de un nuevo estudio que analice la situación actual de la amparada. CL
14761-06. INVESTIGACION PRELIMINAR. Alega el recurrente que el Ministerio de Seguridad Pública inició un proceso administrativo en su contra, con base en un informe recabado por la Dirección de Investigaciones Especializadas. Señala que esa investigación preliminar, es nula, pues no sólo se llevó a cabo por órgano no competente sino que además cuando se le entrevistó sobre el tema investigado no se le advirtió de su posibilidad de abstenerse de declarar durante la investigación preliminar, lo que lo colocó en estado de indefensión y convierte al proceso en nulo.   Sobre el debido proceso en investigaciones preliminares se cita la sentencia 2452-97, se reitera el criterio en el sentido de que los actos de investigación que apunta y reclama el amparado, constituyen una fase preliminar que podrá servir o no de base a un procedimiento administrativo o jurisdiccional, oportunidad en la que deberá otorgársele amplias posibilidades de proveer a su defensa. Se rechaza por el fondo el recurso. Los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y ordenan darle curso. RF
14641-06. ELIMINAN ALGUNOS BENEFICIOS A FUNCIONARIOS DEL BANCO CENTRAL DE COSTA RICA. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 32, 61 inciso c), 80 incisos e) y h), 101, 102 y 103 del Reglamento Autónomo de Servicios del Banco Central de Costa Rica y sus Órganos de Desconcentración Máxima. Los recurrentes alegan que las normas impugnadas confiere a los trabajadores de dicha institución una serie de beneficios que no ostentan los demás funcionarios públicos, entre otras cosas un funcionario es retribuido extraordinariamente por cumplir con eficiencia y excelencia las labores y responsabilidades que le han sido asignadas, y por las cuales ya se le paga un salario y se dispone una indemnización adicional para aquellos funcionarios que no puedan ser reubicados durante un proceso de reestructuración. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia se anulan del Reglamento Autónomo de Servicios del Banco Central de Costa Rica y sus Organismos de Desconcentración Máxima aprobado por la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica en el acuerdo 6, del acta de la sesión 5113-2002 celebrada el 10 de abril del 2002, del artículo 32 la palabra "satisfactoriamente" y el inciso c) del artículo 61, en tanto establece una doble indemnización en los términos establecidos en el considerando VII. Esta declaración tiene efecto declarativo y retroactivo a la fecha de entrada en vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. En cuanto a los demás artículos se declara sin lugar la acción. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial "La Gaceta" y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese a los Poderes Ejecutivo y Legislativo. La Magistrada Calzada y el Magistrado Cruz declaran inconstitucional en su totalidad el artículo 32 de dicho reglamento. El Magistrado Jinesta da razones separadas en relación con el artículo 61 inciso c). CL Parcial
14628-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega el recurrente que por comentarios que hizo sobre el Alcalde, se inició un proceso administrativo para dictaminar su despido sin responsabilidad patronal. Señala que quien realizó la investigación es incompetente y apunta otras irregularidades en el proceso. Se declara sin lugar el recurso. Tomen nota las partes de lo indicado en el último considerando. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
14483-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. MEDIDAS CAUTELARES. Alega el recurrente que las medidas cautelares impuestas en su contra por parte de la Contraloría General de la República, en donde se ordena su suspensión como Alcalde Municipal de Golfito, no tiene fundamento alguno, además, señala que el procedimiento se ha extendido por mucho tiempo. Consta que la resolución cuestionada fue impugnada por el recurrente y las autoridades recurridas fundamentaron su decisión. Sobre el plazo de tramitación del proceso, se trata de un asunto de naturaleza compleja y el recurrente ha ejercido ampliamente su derecho de impugnación. SL
14582-06. TRASLADO. Señala el recurrente que labora en el Consejo Nacional de Producción y que se dispuso trasladarlo del puesto de trabajo que ocupa desde hace más de cinco años como Jefe de la Subregión de Los Santos, al Área de Ejecución Operativa de la Dirección Región Huetar Atlántica, lo cual constituye un cambio radical en sus condiciones laborales, y afectando sus intereses familiares.  En materia de traslados la Sala ha señalado que deben hacerse dentro de los límites razonables, sobre el tema se citan las sentencias 3281-92 y  7419-97. En este caso, consta que el traslado se ordenó debido a la problemática surgida en torno a las funciones del recurrente y ha sido decretado por razones de conveniencia y oportunidad institucional, no implica ninguna modificación descendente en el salario del recurrente ni tampoco significa modificación sustancial o arbitraria de las circunstancias de tiempo y lugar en que ha venido desempeñando. Asimismo, debe recordarse que esta Sala ha reconocido que no existe un derecho fundamental a desempeñar determinadas funciones. Se cita la sentencia 147-95. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Armijo y Araya salvan el voto y declaran con lugar. SL

14423-06. SE ANULA SENTENCIA QUE ELIMINÓ BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DE LA JUNTA DE PROTECCION SOCIAL DE SAN JOSE EN CUANTO AL TOPE DE CESANTIA. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Protección Social de San José. Consideran los recurrentes que las normas son contrarias a los principios de igualdad, racionalidad, razonabilidad y proporcionalidad, porque existe una inexistencia de tope de cesantía.  . Se anula la sentencia número 06727-2006, de las catorce horas con cuarenta y dos minutos del diecisiete de mayo del dos mil seis. Se declara sin lugar la acción en todos sus extremos. Comuníquese este pronunciamiento a la Junta de Protección Social de San José. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Notifíquese. Los Magistrados Calzada y Armijo ponen nota. SL
14416-06. BENEFICIFIOS DE FUNCIONARIOS DEL INSTITUTO DE ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADOS. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 64, 77 y 89 inciso 1), 93 y 144 inciso 4) del Reglamento Autónomo de Servicio del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Las normas se impugnan en cuanto, en criterio de los accionantes, establecen beneficios indebidos a favor de los servidores del ICAA, financiados con fondos públicos, a saber: el establecimiento de un programa permanente de incentivos y estímulos a los funcionarios en función de la eficiencia reflejada en la evaluación de servicios); escala creciente de días para el disfrute de vacaciones anuales; permiso de cinco días hábiles para los servidores que contraen matrimonio; otorgamiento discrecional de permisos con o sin goce de salario ante circunstancias especiales; y, liquidación de derechos laborales sin tope superior a los servidores que no acepten descensos a puestos de menor categoría por reestructuración institucional. SL
14295-06. ELIMINAN PAGO DE PROHIBICION. Señala el recurrente que labora en la Municipalidad de Grecia como abogado y se le comunicó que se le suspendía indefinidamente el pago por concepto de prohibición y en forma paralela se estarían haciendo las consultas pertinentes a fin de determinar si procede o no la suspensión definitiva del pago de prohibición o reconocimiento que se le ha venido pagando. La única vía que el Estado tiene para eliminar un acto suyo del ordenamiento es el proceso jurisdiccional de lesividad, pues este proceso está concebido como una garantía procesal a favor del administrado. Sobre el tema se citan las sentencias 755-94, 3657-97 y 4269-04. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio RH-0130-2006 del veinticinco de agosto del dos mil seis que suspendió el pago del beneficio que reclama el recurrente. CL
14292-06.  IMPLEMENTOS DE TRABAJO DE OFICIALES DE POLICIA. Acusan los recurrentes, todos los oficiales de policía del Ministerio de Seguridad Pública, que la omisión de las autoridades recurridas en brindarles chalecos antibalas, pone en peligro sus vidas, lesionando lo dispuesto en el artículo 21 de la Constitución Política. Asimismo, alega que se produce una violación al principio de igualdad, ya que solamente la Unidad de Intervención Policial de ese Ministerio cuenta con los referidos chalecos. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Armijo y Araya salvan el voto y declaran con lugar el amparo con sus consecuencias. SL
14382-06. OBLIGACION DE ESCOGER UN UNICO REGIMEN DE EMPLEO PÚBLICO. Alega el recurrente que es funcionario judicial de carrera desde el año mil novecientos noventa y dos, propietario en el cargo de Juez III de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. Que en la actualidad no presta servicio activo en el Poder Judicial en virtud de que disfruta de una licencia sin goce de salario hasta el treinta de noviembre del dos mil seis. Que participó en el concurso de oposición para el ingreso a la carrera del Servicio Exterior  el cual aprobó de manera satisfactoria, por lo que la Comisión Calificadora del Servicio Exterior lo incluyó en la lista de integrantes para ingresar a la carrera del servicio exterior y fue nombrado como Cónsul General en el Consulado de Costa Rica en Houston, Texas. No obstante, se le indicó que debe indicar cuál es el régimen de su elección, bajo pena de ser excluido de oficio de la carrera diplomática. Considera que la decisión del Ministro recurrido en obligar al amparado a escoger un único régimen de empleo público, constituye una imposición ilegítima para renunciar a su carrera judicial o diplomática, acto que resulta arbitrario y violatorio de la libertad de trabajo, al debido proceso y a la estabilidad en la función pública. Señala que no se le permitió recurrir el acto. Es claro que en este caso se limitó al recurrente el plazo para proveer su defensa. Se cita el voto 2890-00. Sobre la escogencia del régimen de empleo público, se cita la sentencia 11253-03. Entre las  condiciones para pertenecer de manera estable en el régimen de servicio exterior, está no pertenecer en propiedad a ningún otro régimen de servicio del Estado o sus instituciones, con excepción del de la carrera docente universitaria. Se declara sin lugar el recurso salvo en lo que se refiere a la reducción del plazo para interponer el recurso de reposición que corresponde contra el acto final. SL
14395-06. SANCIÓN DISCIPLINARIA. Manifiesta el recurrente que le fue impuesta una amonestación escrita, por parte del Asesor Supervisor de Circuito, sin otorgarle derecho de defensa, sin iniciar procedimiento alguno para probar la razón de la sanción; además de que tal supuesta conducta no es causal de sanción según el Estatuto de Servicio Civil y el Reglamento de Carrera Docente y de que se le está imponiendo otra sanción al exigírsele que se disculpe por escrito. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se anula la amonestación escrita impuesta al recurrente mediante oficio del 06 de junio del 2006 (folio 024) y la resolución DGP-RES-2424-2006 de las 09:47 horas del 11 de julio del 2006 del Director General de Personal del Ministerio de Educación Pública. CL
14349-06. DESPIDO SIN RESPONSABILIDAD. MERA CONSTATACION. Alega el recurrente que ha laborado para el Ministerio de Educación Pública  como Profesor de Matemáticas desde hace 11 años, y para el presente curso lectivo se le nombró en el CINDEA de Cañas, Guanacaste, donde se encuentra nombrado  de forma interina en plaza vacante; sin embargo fue despedido sin responsabilidad patronal, sin que se le hubiera seguido previamente un procedimiento administrativo. Consta que el amparado fue despido por ausentarse de su trabajo durante varios días, sin dar aviso oportuno a su superior inmediato, ni presentar una justificación posterior, aspecto que es de mera constatación, ya que para establecer ese hecho basta con revisar el respectivo registro de asistencia.  RF
14077-06. MOFIDICACION DEL PAGO DE ANUALIDADES. Señala la recurrente que la Junta Directiva del entonces CICAD ordenó administrativamente aplicar un porcentaje por concepto de aumento anual de 1,94 a partir del mes de abril del 2006, pese a que se encuentra pendiente de resolución en vía administrativa un proceso mediante el cual se pretende determinar   la nulidad absoluta, evidente y manifiesta de dicho acto administrativo. Sobre el tema la Sala se pronunció en la sentencia 629-06. Se declara con lugar el recurso por la infracción de los numerales 34 y 39 de la Constitución Política. Se deja sin efecto el acuerdo cero diecinueve-cero dos- dos mil  seis del Consejo Directivo del Instituto Costarricense Sobre Drogas en cuanto a la amparada. Se ordena al Presidente del Consejo Directivo del Instituto Costarricense Sobre Drogas restituir de inmediato a la amparada el pago del porcentaje anual de tres punto cinco por ciento. CL
13986-06. CONCURSOS PARA JUECES EN EL PODER JUDICIAL. Señalan los recurrentes que en concurso promovido por el Poder Judicial con el fin de integrar listas de elegibles para cargos de juez, así como para integrar listas de jueces suplentes, se incluyó entre los componentes a valorar, en una segunda etapa, una evaluación médica y psicológica para establecer la capacidad e idoneidad para el puesto de los aspirantes, según el perfil ocupacional preestablecido. También cuestionan el que se haya hecho la advertencia que los oferentes que resulten descalificados de un concurso no podrán participar en el siguiente de igual categoría, según lo establecido en el artículo 75 de la Ley de Carrera Judicial. Sobre los temas planteados la Sala ya se ha pronunciado, mediante las sentencias número 2580-98 y 6587-01. Se reiteran los criterios externados en los votos citados.  RF
13987-06. SANCION POR LLEGADAS TARDIAS. MERA CONSTATACION. Alega el recurrente que le fue comunicada una sanción de dos días sin goce de salario, por cinco llegadas tardías no justificadas, lo cual, resulta contrario a la garantía del debido proceso. El que la recurrente haya llegado de manera tardía a su trabajo y de que no justificara las razones que presuntamente motivaron esa circunstancia, constituyen elementos objetivos cuya constatación que no requiere procedimiento alguno, pues es fácilmente verificable por parte de la autoridad recurrida, a través de los registros de marcas que al efecto lleva la Dirección de Recursos Humanos  del Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Sobre el tema se citan las sentencias 225-95 y 959-95. RF
13990-06. DESPIDO. FUE ABSUELTO EN VIA PENAL. Alega el que a pesar de que el Tribunal Penal de Juicio del Primer Circuito Judicial de Alajuela, lo absolvió de toda pena y responsabilidad del delito de homicidio calificado, fue despedido del cargo de policía sin responsabilidad patronal, por negligencia en el uso de un arma reglamentaria que provocó la muerte de un particular. Sobre el tema de sanciones en vía administrativa, independientemente de lo resuelto en vía penal, se citan las sentencias 375-03 y 3484-94. RF 

13992-06. CONCURSOS PARA PROFESORES DE IDIOMAS EN EL MEP. En este caso, considera la recurrente que resulta discriminatorio que a los docentes interesados en postularse para ocupar en propiedad plazas docentes para impartir idiomas extranjeros, se les exija presentar una prueba que realizará el Centro Cultural Costarricense Norteamericano o el Instituto Británico, ya que además, se les impone un costo por dicha acreditación. Lo acusado no sólo resulta ajeno al ámbito de competencia de esta Jurisdicción, sino que además, implicaría todo un análisis que excede la naturaleza sumaria del recurso de amparo. Sobre el tema se citan las sentencias 6341-03 y 9479-04. Las objeciones sobre el proceso que le interesa, debe hacerlas ante la autoridad recurrida. RF
14108-06. REBAJOS DE SALARIO. Alega el recurrente que sin previo aviso, sin darle audiencia ni oportunidad de ejercer su defensa y sin cumplir con el debido proceso, desde agosto de este año en forma arbitraria el Ministerio de Educación Pública han venido aplicando un rebajo en su salario. Indican que hasta el momento los recurridos no le han dado amparado una explicación o razones por las cuales se están realizando dichos rebajos, ni hasta cuando se dejarán de aplicar los mismos. Acusan que dichos rebajos son desproporcionados e irracionales y vacían de contenido su derecho al salario. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Personal y Jefe del Departamento de Planillas, ambos del Ministerio de Educación Pública, que suspendan los rebajos aplicados al recurrente hasta tanto no se comunique debidamente al recurrente el motivo de dicho rebajo, el cual se deberá realizarse en forma proporcional, en los términos indicados en esta sentencia. CL
14111-06. ANULAN NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD SIN DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que fue nombra en propiedad en el Liceo Tuetal Norte y sin que consta en el expediente ningún otro procedimiento la Administración deja sin efecto esa acción de personal y emite otra acción de personal, por medio de la cual se le tramitó descenso en propiedad a su puesto. Se declara con lugar el recurso, por violación al debido proceso y al principio de intangibilidad de los actos propios. En consecuencia, se restablece a la amparada en el goce de sus derechos constitucionales y se anula la acción de personal 1856944 por medio de la cual se le tramitó a la recurrente descenso en propiedad a su puesto de trabajador misceláneo 1, especialidad Generalista en el Liceo Tuetal Norte a partir del 1° de setiembre del 2004. CL
13927-06. BENEFICIOS A FUNCIONARIOS DEL ICE. REGIMEN DE PENSION COMPLEMENTARIA. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 11.3 del Reglamento Régimen de Pensiones Complementarias del Instituto Costarricense de Electricidad. La norma se impugna en relación al porcentaje que aporta el ICE al Fondo de Pensiones de los funcionarios de la institución, que es de un 4.5% sobre los salarios de los trabajadores, lo cual considera el accionante excesivo, pues el aporte patronal en la Ley de Protección al Trabajador es de un 1.5%. Sobre el tema se citan las sentencias 7374-04 y 4636-96. SL
13926-06. PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS INICIADOS POR LA CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA. Acción de Inconstitucionalidad contra del párrafo segundo del Reglamento del procedimiento administrativo de la Contraloría General de la República, artículos 4, 68 y 72 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Las normas se impugna porque se considera que el que se permita la participación activa en el procedimiento administrativo del órgano que preparó la relación de hechos, hace imposible cumplir el derecho fundamental a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial. Que se establezca la vinculatoriedad de los dictámenes de la Contraloría General de la República y sobre el plazo de prescripción de diez años para aplicar la sanción de inhabilitación para el nombramiento a cargos públicos. Sobre los temas planteados se citan las sentencias 5119-95, 13140-03, entre otras. Se rechaza por el fondo la acción. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar la acción. RF
13868-06. INTERINO POR INTERINO EN LA CCSS. Alega la recurrente que desde 1999 ocupa en forma interina una plaza vacante en la CCSS, pero se le trasladó a otra plaza en igual condición y en su lugar, se nombró a otra funcionaria en las mismas condiciones. Se declara con lugar el recurso. Se anula el cese del nombramiento de la amparada, en el puesto vacante Nº 04018. Se ordena a la Directora General del Hospital Nacional Psiquiátrico Manuel Antonio Chapuí, que tome las medidas de su competencia para que se proceda a restituir a la amparada, en el puesto Nº 04018. CL 

13875-06. CONDICIONES DE POLICIAS EN ZAPOTE. Señala el recurrente que es agente de policía y aunque reside en el cantón de Palmares de la provincia de Alajuela, se encuentra destacado en la Policía de Proximidad de Zapote y San Francisco de Dos Ríos.  Indica que el inmueble en que trabaja está en condiciones ruinosas, los pisos de madera están llenos de grietas, hay tanto personal en las secciones que deben dormir en el suelo, pues solo hay cuatro camarotes de metal en mal estado, el cuarto de baño y servicio sanitario no tiene puertas y sus ventanas se encuentran quebradas, que las instalaciones eléctricas están en mal estado y en general, las condiciones del edificio son deplorables. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Ministro de Seguridad Pública, realizar las actuaciones necesarias para solucionar las deficiencias sanitarias y de seguridad en la Subdelegación de la Policía de Proximidad de Zapote, Delta 13, dentro del plazo de dos meses contado a partir de la notificación de esta resolución. CL 

13856-06. INTERINO POR INTERINO EN EL PODER JUDICIAL. Alega la recurrente que estaba nombrada en el Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de San José y fue cesada para nombrar a otro interino en su puesto. Alega falta al debido proceso. CL
13833-06. SANCION IMPUESTA POR LA INSPECCIÓN JUDICIAL. Señala la recurrente se le impuso una sanción de suspensión sin goce de salario ordenada por el Tribunal de la Inspección Judicial. Considera que en dicho procedimiento operó la prescripción dispuesta en el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, pues el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial que ordenó trasladar la queja  correspondiente, fue recibido por la Inspección Judicial el 25 de marzo de 2004, mientras que el traslado de cargos se realizó el 30 de abril siguiente, pese a que no era necesario instaurar una investigación preliminar. Consta que en este caso a la recurrente se le dio debido proceso. Sobre la prescripción alegada se indica que es un asunto de legalidad y se cita el voto 8356-02. SL
13874-06. SE NIEGA REUBICACION POR RAZONES DE SALUD. Señala la recurrente que los médicos de la Caja Costarricense de Seguro Social la valoraron y recomendaron su reubicación laboral; sin embargo, la Dirección General de Personal del Ministerio de Educación Pública se niega a realizar ese traslado bajo el argumento que debe presentar un dictamen del Instituto Nacional de Seguros. Sobre el tema se citan las sentencias 11295-04 y 3458-05. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que proceda en forma inmediata a reubicar a la recurrente en un puesto que no atente contra su salud, según lo recomendado por los médicos de la Caja Costarricense de Seguro Social. CL
13225-06. FUE EXCLUIDO DE TERNA PARA PUESTO EN EL PODER JUDICIAL.  Alega el recurrente que el Departamento de Personal del Poder Judicial no agregó los títulos y credenciales que aportó oportunamente, al concurso 49-2005 lo que implicó que se le excluyera como elegible en el mismo. Además acusa que el acto que le comunicó su calificación en el concurso carece de motivación. En lo que respecta a los concursos de antecedentes, la tutela constitucional se agota, según lo ha sostenido esta Sala (ver, por ejemplo, la sentencia número 06448-94 de las 17:57 horas del 2 de noviembre de 1994), con el derecho de participación igualitaria que tienen los oferentes, el cual no se le ha negado al promovente de este caso. Una vez ejercitado ese derecho, con lo que cuenta el interesado es una simple expectativa a ocupar el cargo para el que opta, de manera que no corresponde revisar en esta sede la decisión que los órganos tomen sobre el particular, en ejercicio de las facultades discrecionales con que cuentan para ello, pues la inconformidad que se suscite en torno a la decisión comporta un conflicto de mera legalidad y no de raigambre constitucional. Lo expuesto hace que el recurso sea improcedente y que así deba declararse. SL
13504-06. PERMISOS CON GOCE DE SALARIO PARA ESTUDIOS EN LA CCSS SOLO SE OTORGAN A LOS FUNCIONARIOS EN PROPIEDAD. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 8 del Reglamento de Beneficios de Estudio de la Caja Costarricense de Seguro Social. Alega el recurrente que la norma impugnada es violatoria al principio de igualdad, porque concede los beneficios para la realización de estudios o para la partición en actividades científicas, administrativas y tecnológicas, sólo a funcionarios en propiedad. Sobre la estabilidad de los funcionarios en propiedad respecto de los servidores interinos, se citan los votos 4845-05, 4574-05, 2490-00. Con base en los votos citados, se determina que la provisionalidad del interino implica que los beneficios que ofrezca la Institución a sus funcionarios regulares, pueden ser objeto de un distinto tratamiento, y al otorgarlo puede mediar una mayor discrecionalidad de la Administración. RF  
13633-06. CESE DE NOMBRAMIENTO POR ANTECEDENTES. Alega el recurrente que el Ministerio de Educación le suspendió su nombramiento por haber descontado penas de prisión por los delitos de estupro y abusos deshonestos. Consta que el cese de nombramiento del amparado se produjo por carecer de aptitud moral satisfactoria para el puesto, en virtud de una condenatoria penal. No estima este Tribunal que la actuación de la Dirección General de Personal del Ministerio de Educación Pública resulte arbitraria por cuanto encuentra fundamento en lo dispuesto en el numeral 9, inciso c), del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil. Sobre el tema se cita la sentencia 6287-93. SL
13714-06. TRASLADO. Señala la recurrente que en su caso se ha dado un uso abusivo del ius variandi, debido a que se ordenó su traslado de Heredia a San José, y de ahí a Sarapiquí, sin oportunidad de oponerse, con el consecuente daño a su salud, y también económico que representa la variación geográfica. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución de las 9:15 horas del 26 de julio del 2006, emitida por la Gerencia General del Instituto Mixto de Ayuda Social, que ordenó el traslado de la amparada, del Eje Estratégico Sistemas de Información Social, al CEDES de Sarapiquí, y se le restablece en el pleno goce de sus derechos. CL
13483-06. CONDICIONES DE TRABAJO DE POLICIAS. Alega el recurrente que es oficial de la policía y que en la caseta policial del lugar en donde labora no tiene servicio de agua, ni energía eléctrica, ni servicio sanitario, y se desprenden olores que resultan nocivos para su salud por lo que ante una eventual necesidad fisiológica tendría que caminar cuatro kilómetros. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director de la Fuerza Pública del Ministerio de Seguridad Pública que, en el plazo de dos meses contado a partir de la notificación de esta sentencia solucione en forma definitiva el problema de las deficientes condiciones de trabajo que aqueja al recurrente. CL
13376-06. DESPIDO POR PROBLEMAS DE ALCOHOLISMO. Manifiesta el recurrente que fue despedido sin responsabilidad patronal, por abandono de trabajo y el incumplimiento de deberes como trabajador, toda vez que supuestamente hizo abandono de sus labores y puso el peligro la vida de una paciente que requería de un examen urgente. Aduce que no se le aplicó la Normativa de la CCSS, que señala que en aquellos casos en que se logre demostrar por parte del funcionario que la infracción obedece a que padece del síndrome de alcoholismo, se requiere que se le haya apercibido por escrito en tres ocasiones previo a que se configura la causal de despido, situación que no se dio en su caso. En este caso los aspectos que el recurrente pretende que se revisen en esta vía, deben ser analizados en la vía legal correspondiente. Consta que la etapa de instrucción del procedimiento administrativo disciplinario incoado en contra del amparado ya finalizó e inclusive se emitió acto final, y que éste no planteó ante el órgano director de ese procedimiento, los alegatos planteados en el amparo. RF
13416-06. TRASLADO DE CARGOS EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega la recurrente que la Municipalidad de San José abrió en su contra un procedimiento administrativo y que en el traslado de los cargos, omite individualizarlos los hechos que se le imputan, lo  que considera violatorio de su derecho al debido proceso. Se cita la sentencia 5469-95 sobre traslado de cargos en procedimientos administrativos. Se declara con lugar el recurso. Se anulan la resolución dictada por el órgano director del procedimiento a las 10:00 horas del 21 de abril del 2006 y todas las actuaciones posteriores. CL
13069-06. MEDIDAS CAUTELARES ANTES DE INICIAR PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega la recurrente que en el Ministerio de Educación se le  trasladó de forma cautelar de la Escuela Joaquín Camacho Ulate -donde fungía como docente de sus hijos- a la Dirección Regional de Heredia, a fin de establecer si existen situaciones conflictivas, sin que a la fecha  se haya iniciado ningún procedimiento en su contra. Sobre el tema de las medidas cautelares en material laboral se cita la sentencia 8874-04, que señala que se pueden tomar antes de iniciar un procedimiento administrativo, siempre que el mismo se realice dentro de un plazo razonable.  Se rechaza por el fondo el recurso. Notifíquese el contenido de esta resolución, al Director General de Personal y al Director de la División Jurídica, ambos del Ministerio de Educación Pública, para lo de su cargo. RF
13095-05. SUSPENSION SIN GOCE DE SALARIO. FUNCIONARIOS DE MIGRACION. Alega la recurrente que el Ministerio de Gobernación congeló, a partir del 24 de febrero del 2006, su salario, como una medida cautelar, sin siquiera una solicitud de apertura del procedimiento disciplinario y, en todo caso, según jurisprudencia de esta Sala, la medida cautelar de suspensión debe dictarse con goce de salario. La Sala ha señalado que en los casos en que el funcionario público tenga prohibido asistir al trabajo por orden judicial, como medida cautelar, el pago o no del salario, debe ser determinado por la autoridad judicial. Sentencias 7781-04, 2974-06. En este caso, la autoridad judicial no dispuso que la suspensión ordenada fuera sin goce de salario. Se declara con lugar el recurso por la suspensión sin goce de salario ordenada contra la amparada. En consecuencia, se anula la resolución No. 564-2006-DMG de las 8:05 horas del 24 de abril del 2006 dictada por el Ministro de Gobernación y Policía, en tanto ordenó la suspensión de la amparada sin goce de salario, toda vez que es la autoridad judicial quien debe determinar si la medida cautelar es o no con goce de salario. El Magistrado Sosto salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
13225-06. CALIFICACIÓN PARA CONCURSO. Alega el recurrente que el Departamento de Personal del Poder Judicial no agregó los títulos y credenciales que aportó oportunamente al concurso 49-2005,  por lo que se excluyó como elegible en el mismo. Además acusa que el acto que le comunicó su calificación en el concurso carece de motivación. El asunto planteado es de mera legalidad y no de raigambre constitucional, por lo que la discusión debe plantearse en vía administrativa, o en su caso en la jurisdicción ordinaria. No consta que al recurrente se le lesionara su derecho de defensa. SL
13220-06. SANCION DISCIPLINARIA.  Alega el recurrente que la Inspección Fiscal abrió un proceso administrativo en su contra y la Fiscalía General,  dispuso sancionarlo por ocho días, en la resolución, se le remite formular apelación ante el Tribunal de la Inspección Judicial. Señala que se le negó su derecho a la doble instancia, por cuanto se remite su apelación a un órgano que no tiene competencia. Consta que en este caso al recurrente se le respetó su derecho al debido proceso y se indica que su inconformidad podrá plantearla en la vía legal correspondiente. RF
12931-06. DESPIDO SIN DEBIDO PROCESO ORDENADO POR LA CONTRALORÍA. Alega el recurrente que es funcionario del IDA, con 21 años de trabajar en la institución y que la Contraloría conformó un órgano director del procedimiento para investigar la corrección y legalidad de los pagos realizados al Gerente General de la institución, teniéndolo como uno de los investigados. Agrega que fue despedido sin responsabilidad patronal, violándose su derecho al debido proceso y juzgándosele dos veces por la misma causa. Analizado el caso, se concluye que no son ciertas las violaciones alegadas por el accionante. SL 

12954-06. TRASLADO ORDENADO EN EL MSP. Manifiesta el recurrente que fue removido Jefe de la Policía  de Laurel en Ciudad Nelly a San José, sin darle oportunidad de defensa. En reiteradas ocasiones la Sala se ha pronunciado en el sentido de que en estos casos, lo esencial es determinar si esa decisión implica una modificación sustancial de las circunstancias de tiempo y lugar en que se desempeña el interesado; una degradación en sus funciones o bien, un rebajo sustancial del salario devengado, pues si en el caso concreto se presenta alguno de los extremos señalados, se lesionaría en perjuicio del funcionario el principio de estabilidad laboral. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el traslado impugnado. CL
13022-06. NOMBRAMIENTO A PLAZO DETERMINADO EN JUNTA DIRECTIVA DEL CUC. Señala la recurrente que estando pendiente de resolver un amparo en que se ordenó al recurrido no ejecutar acto alguno tendente a relevar a la amparada como miembro de la Junta Directiva del Colegio Universitario de Cartago, en su condición de representante administrativo, y a pesar de que la Sala declaró con lugar mediante voto 2006-10346 un recurso de amparo por hechos similares, el Decano recurrido solicitó al Consejo Directivo del CUC nombrar los representantes del Consejo ante el Tribunal de Elecciones Internas para iniciar el proceso de convocatoria a elecciones, con lo que el recurrido desconoce el término de su nombramiento de tres años, que acaba el 30 de setiembre de 2006. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, el nombramiento de la recurrente se mantiene hasta finalizar el periodo 2003-2006; el nombramiento del nuevo o nueva representante deberá regir a partir del 2 de octubre de 2006. CL
12627-06. INTERINO POR INTERINO. CARGA ACADEMICA ADICIONAL. Alega el recurrente que es profesor de la Universidad de Costa Rica y que a pesar de haber sido nombrado por varios ciclos lectivos consecutivos, en su lugar se nombró a otro interino. Consta que la plaza es de tiempo adicional y fue sacada a concurso este año. Se señala que la asignación de cargas académicas adicionales a favor de los docentes no crea ningún tipo de derecho adquirido a su favor, pues en esta sede se tutela únicamente el derecho a que los funcionarios cuenten con la carga académica a la que tienen derecho. SL
12632-06. EJECUCION DE DESPIDO ESTANDO PENDIENTE APELACION. Alega el recurrente que la Administración ejecutó su despido, aún cuando se encuentra pendiente de resolución su recurso de apelación, con base en lo dispuesto en el artículo 44 del Estatuto de Servicio Civil. En este caso se dio un cambio de criterio, a partir de la sentencia 8335-06, si bien la Sala consideró que la norma expresamente concede en “ambos efectos” la apelación contra el fallo del Tribunal del Servicio Civil, entendiendo que el recurso suspende o paraliza la ejecución de la resolución impugnada, hasta que recaiga el fallo del órgano de alzada y que por tanto, la Administración no estaba facultada para ejecutar el cese en tanto el referido Tribunal de Trabajo (actuando como instancia puramente administrativa); a partir de la sentencia citada, se interpreta lo establecido en el artículo 44 del Estatuto de Servicio Civil, en el sentido  que la interposición de la apelación no suspende la ejecución del acto. SL
12713-06. CAMBIO DE FUNCIONES. Alega el recurrente que labora para la Municipalidad de Alajuela, como Técnico Municipal 1 A con funciones de Inspector Municipal, respecto al control de permisos de construcción y patentes. Indica que por medio del oficio número 87 del 7 de marzo del 2006, se le comunicó su traslado de puesto a la Unidad de Limpieza de Vías, actuación que es contraria al ius variandi y en violación directa a sus derechos fundamentales. Señala que el Jefe de Recursos Humanos y el de Aseo de Vías con instrucciones del Alcalde le ordenaron que le dieran un carretillo y escobón a fin de que procediera a limpiar calles, en caso contrario, se le iniciaría procedimiento administrativo disciplinario. Se declara con lugar el recurso. Se anula la Acción de Personal número 87 del 07 de marzo del 2006 de la Municipalidad de Alajuela. En consecuencia se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
12196-06. AMONESTACION Y ACOSO LABORAL. Alega la recurrente que ha sido objeto de una serie de actuaciones de persecución laboral y personal por parte de la su jefe en la UCR, al punto que recibió una nota de carácter sancionatorio sin que de previo se observaran las garantías del debido proceso y el derecho de defensa. En este caso, si  bien es cierto que no existió un procedimiento previo para la emisión de la supuesta amonestación por escrito que impugna, tal llamada de atención no amerita la realización de un procedimiento disciplinario ordinario, pues no es -en esencia- una sanción y la misma no fue remitida a su expediente personal como si fuera una amonestación escrita.  Lo anterior, sin perjuicio que la amparada acuda a las vías ordinarias a plantear las supuestas irregularidades en el trato recibido por su superior. SL
12239-06. REBAJO DE SALARIO. Alega la recurrente que la Dirección de Personal del Ministerio de Educación le informó que a partir de la segunda quincena del mes de junio se le va a deducir del salario el pago de 8 lecciones interinas que había venido recibiendo supuestamente “por error” desde febrero del 2006, a pesar de que efectivamente las laboró. Considera además arbitrario que se le rebajen dichas 8 lecciones interinas. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al principio de irretroactividad. En consecuencia se anula el acto comunicado a la recurrente mediante telegrama ref. 2006-06-05-67-075503-000-12-11304, la acción de personal n° 3623022 y todos los actos posteriores de aplicación concreta de éstos. El Magistrado Armijo salva el voto y lo declara con lugar. CL Parcial
12242-06. VIOLACION DE LIBERTAD DE PENSAMIENTO Y EXPRESION DE FUNCIONARIO PÚBLICO. Alega el recurrente que es profesional en matemáticas actuariales y que trabaja en la Universidad de Costa Rica, como profesor, y en la Caja Costarricense de Seguro Social, como actuario. En algunas oportunidades el Sindicato de Profesionales en Ciencias Médicas de la Caja Costarricense de Seguro Social e Instituciones Afines —en adelante Siprocimeca— lo ha invitado como expositor a charlas relacionadas con el futuro y las finanzas de la Caja. Aunque su participación en las charlas ha sido a título personal o como profesor universitario, el Director de la Dirección Actuarial de la Caja se ha opuesto. En un primer momento, mediante oficio DAPE—248 del 9 de mayo del 2005, después de prevenirlo sobre el deber de lealtad a la Caja, le prohíbe participar en la condición de Jefe del Departamento Actuarial o presentar información propia de la Dirección. Posteriormente, en oficio No. DAPE—388, del 13 de julio del 2005, le desautoriza para emitir manifestaciones públicas sobre las finanzas de la Caja, aunque lo haga en su condición de profesor universitario. El recurrente considera que las actuaciones de la Caja lesionan su derecho a la libertad de pensamiento y expresión. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director de la Dirección Actuarial y de Planificación Económica de la Caja Costarricense de Seguro Social, abstenerse de incurrir en amenazas o perturbaciones a la libertad de expresión del amparado. CL
12246-06. PERMISO CON GOCE DE SALARIO PARA CUIDAR HIJA ENFERMA. Alega la recurrente que la autoridad recurrida le denegó la solicitud de licencia para cuidar a su hija que será operada del ojo derecho, por  problemas de visión y de estrabismo; lo que estima contrario a los derechos fundamentales de la niña amparada, tutelados en el Código de la Niñez y la Adolescencia, la Convención sobre los Derechos del Niño y la Declaración Universal de Derechos Humanos, y la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Coordinadora General de la Unidad Técnica de Recursos Humanos, al Director General de Tributación y al Ministro, todos del Ministerio de Hacienda, que le otorguen inmediatamente a la recurrente una Licencia con Goce de Salario durante el plazo post operatoria -según la recomendación médica- para atender el tratamiento requerido por su hija. CL 

12391-06. DESPIDO DE EMBARAZADA POR ESTAR INCAPACITADA. Alega la recurrente que fue contratada por el Ministerio de Economía, Industria y Comercio para ocupar interinamente un  puesto. Debido a que quedó embarazada y ha tenido que permanecer incapacitada por amenaza de aborto, se le comunicó que se le separaba de su puesto debido a haber permanecido incapacitada por enfermedad por un período mayor a los tres meses. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el cese de la amparada dispuesto por el Ministro de Economía Industria y Comercio número DM-056-06 de 19 de junio del 2006 y se le restituye en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
12275-06. SE IMPUGNA INVESTIGACION DE LA CONTRALORIA. Alega la recurrente que a raíz de una investigación que realizó la Contraloría General de la República en su Municipalidad, se detectó que su asistente personal era casada con un sobrino de uno de los regidores titulares de esa Corporación, por lo que al tenor de lo dispuesto en el numeral 157 del Código Municipal, existía a su haber  una incompatibilidad entre el nombramiento de su asistente, por ese grado de parentesco por afinidad con el Regidor, por lo cual se consideraba irregular su nombramiento y consecuentemente se debía sancionar a los funcionarios responsables de ese acto. Apeló el acto, pero sus gestiones le fueron rechazadas, sin pronunciamiento de fondo. Considera la Sala que la discrepancia de la recurrente con el criterio de la Contraloría sobre si el puesto de su asistente es o no de confianza, es un asunto de legalidad que debe ventilarse en otra vía y no se constata falta de fundamentación a las gestiones planteadas. RF
12182-06. CANCELAN CONTRATOS PROFESIONALES A FUNCIONARIOS DEL DEPARTAMENTO FITOSANITARIO DEL MAG.  Alegan los  recurrentes que se pretende hacer un despido masivo, bajo condiciones de derecho laboral privado, de los trabajadores del Servicio Fitosanitario del Estado, consideran que no deben soportar la carga de la inercia del Ministerio de Agricultura y Ganadería y otras dependencias públicas, ni el cambio intempestivo de criterio de la Contraloría General de la República. Asimismo, aseguran que, en virtud de estudios efectuados, esos puestos se rigen ahora por el régimen de empleo público. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. Se ordena a: a) A la Contralora General de la República, disponer lo necesario para que se permita continuar pagando a los empleados del Servicio Fitosanitario del Estado su salario por medio del fideicomiso #539-MAG-BNCR-SFE mientras no se haya organizado y puesto en funcionamiento la estructura de puestos del Servicio bajo el régimen de empleo público; b) Al Presidente de la Junta Directiva del Banco Nacional de Costa Rica y al Director a. i. de BN Fiduciaria, mantener la relación de empleo con los trabajadores del Servicio Fitosanitario del Estado mientras no se haya organizado y puesto en funcionamiento la estructura de puestos del Servicio bajo el régimen de empleo público; y c) Al Ministro de Agricultura y Ganadería, y al Director General de la Dirección de Servicios de Protección Fitosanitaria del Estado de ese Ministerio, proveer lo necesario, dentro de sus competencias, para concluir en un plazo máximo de tres meses, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, la organización y ejecución de la estructura de puestos del Servicio bajo el régimen de empleo público. El Magistrado Solano salva el voto y declara sin lugar el recurso.-

12132-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. FALTA AL DEBIDO PROCESO. Señala el recurrente que el Ministro de Seguridad Pública presentó una gestión de despido en su contra ante la Dirección General de Servicio Civil; procedimiento en el cual, a pesar de haber solicitado como prueba de descargo el aporte de copias certificadas de una serie de expedientes administrativos por él tramitados para poder ejercer su defensa, la Jefe del Departamento Legal del Ministerio de Seguridad Pública, en un primer momento se negó a proporcionar esa prueba y, luego, aún cuando accedió a enviar su prueba de descargo, lo hizo en forma parcial y omitió, además, aportar copia de los expedientes que son la base de la acusación en su contra.  Aduce que la Dirección General de Servicio Civil, no obstante que debe garantizar su derecho de defensa, en definitiva no ha tomado las medidas necesarias para que su prueba de descargo sea recibida en forma completa, con lo que ha permitido que la Jefe del Departamento Disciplinario Legal viole su derecho de defensa.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Servicio Civil, que en el término improrrogable de ocho días contado a partir de la notificación de esta resolución, atienda los reclamos que ha formulado el recurrente por la prueba ofrecida para su defensa que considera que no se ha agregado al expediente administrativo donde se tramita la gestión de despido en su contra y que determine si falta o no prueba por agregar, en cuyo caso deberá disponer lo que sea procedente. De igual manera se le ordena a la Jefe del Departamento Disciplinario Legal del Ministerio de Seguridad Pública, o a quien ocupe ese cargo, facilitarle inmediatamente al recurrente el acceso irrestricto a toda aquélla documentación que fuere relevante para el ejercicio de su derecho de defensa. CL
12181-06. SANCIONES LABORALES. FALTA AL DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que se le ha lesionado las garantías del debido proceso, toda vez que la autoridad recurrida le comunicó tres amonestaciones por escrito, con copia en su expediente personal, sin darle de previo oportunidad de ejercer su defensa con las garantías del debido proceso. Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso respecto a la sanción impuesta a la amparada mediante nota de fecha 24 de marzo del 2006, cuya anulación se dispone. Asimismo, se ordena a la Directora del Centro Educativo Sor María Romero, que en el término improrrogable de diez días contado a partir de la notificación de esta sentencia, remueva en forma definitiva del expediente personal de la recurrente, la copia del oficio de fecha 24 de marzo del 2006 e incoar el correspondiente procedimiento sumario a fin de verificar la verdad real de los hechos que se le acusan. En cuanto a las sanciones dispuestas mediante notas de fecha 21 de marzo del 2006, se declara sin lugar el recurso, ya que los hechos ahí sancionados constituyen actos de mera constatación.  CL Parcial
12171-06. MODIFICACION EN SISTEMA DE CONCURSOS EN LA CONTRALORIA. Alega el recurrente que en La Gaceta número 139 se publicó la resolución R-SC-04-2006 suscrita por la Subcontralora General de la República , que reforma el  artículo  12 del Estatuto Autónomo de Servicios de la Contraloría General de la República, eliminando el sistema de concurso público para acceder a cualquier cargo dentro de esa institución y disponiendo en su lugar que,   la designación del  "Gerente de División, Gerente de Área y Gerente Asociado"  se hará conforme "al procedimiento de selección que se establezca", el que no fue regulado expresamente, permitiendo a las autoridades superiores del órgano contralor, una amplia facultad en la designación de esos cargos, lo que se enfrenta al numeral 192 constitucional que garantiza el acceso a los cargos públicos a base de idoneidad comprobada. En cumplimiento de lo dispuesto por la referida reforma al reglamento,  la Unidad de Recursos Humanos  invitó,  por correo electrónico, a los trabajadores de la Contraloría a participar en el proceso de selección 1-2006 para el "nombramiento de Gerentes de Área y Asistentes Técnicos  de la DFOE" estableciendo que el periodo para recibir postulaciones correría  entre el 19 de julio y el miércoles 26 de julio del año en curso y que, las condiciones del proceso de selección estarían disponibles en la intranet, sin embargo, en ella solo se encuentra la fórmula de postulación pero no existe  documento alguno que permita conocer cuáles son los criterios de selección, los rubros que se evaluarán, el porcentaje para cada uno de ellos, lo que  evidencia que  el Jefe de Recursos Humanos promueve un concurso que violenta el principio de seguridad jurídica y le otorga un amplísimo margen de discrecionalidad a las jerarcas de la Contraloría General de la República. SL
12017-06. DESIGUALDAD EN PAGO DE RIESGO POLICIAL. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 85 de la Ley General de Policía. La norma se impugna, en cuento excluye del pago del incentivo por riesgo policial a los funcionarios de la Dirección de Inteligencia y Seguridad Nacional. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anulan por inconstitucionales las frases “…de los ministerios de Gobernación y Policía, y de Seguridad Pública.” y “…de ese Ministerio” contenidas en el párrafo primero del artículo 90 de la Ley General de Policía. Asimismo, y por conexidad y consecuencia se anula la frase “para los ministerios de Gobernación y Policía, y de Seguridad Pública” contenida en el inciso e) del artículo 39 de la Ley General de Policía. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. CL
11982-06. NOMBRAMIENTO. Alegan los recurrentes que durante muchos años han prestado sus servicios para la Caja Costarricense de Seguro Social en forma interina en el Hospital Blanco Cervantes, y hasta la fecha de interposición del recurso de amparo nunca se les ha dado un nombramiento en forma definitiva y permanente. Señalan que las autoridades de la Caja sin seguir un procedimiento concursal y de manera unilateral, nombraron a otras personas en plazas que les interesan. Se declara con lugar el recurso. Se anula la circular No. 33225-05 del 20 de septiembre del 2005 de la Caja Costarricense de Seguro Social. CL
11981-06. NO TRAMITAN DENUNCIA CONTRA SINDICATO. Alega la recurrente que presentó denuncia ante el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en que acusó practicas laborales desleales cometidas en su perjuicio por el Sindicato Unión Nacional de Trabajadores de Obras Públicas y Transportes (UNATROPYT). Que la Dirección Nacional de la Inspección General de Trabajo emitió resolución DNI-1136-2005 de las nueve horas y treinta minutos del doce de julio del dos mil cinco, en que se ordenó el archivo de su denuncia. Que ella interpuso recurso de revocatoria con apelación en subsidio, después de apelarla y aceptar la misma, se volvió archivar su denuncia. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución número DNI-59-2006 de las 08:00 horas del 27 de enero del 2006 de la Dirección Nacional e Inspección General de Trabajo. CL
11972-06. REBAJO DE SALARIOS SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que a funcionarios de JAPDEVA se les está obligando a reintegrar los dineros que supuestamente se pagaron más, sin seguirles ningún procedimiento administrativo. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo Económico de la Vertiente Atlántica, que, de previo a aplicar las deducciones objeto de este recurso, se notifique a cada trabajador al que se le pretenda aplicar rebajos por pagos recibidos de más, de la intención de deducción, con especificación del monto total adeudado y el plazo por el cual se le aplicarán los rebajos. Los rebajos, además, no deben impedir al funcionario llenar la necesidades elementales propias y de su familia. En cuanto al principio de intangibilidad de los actos propios y el derecho de petición, se desestima el amparo. CL Parcial 
11734-06. TRASLADO. Alega el recurrente que la Junta de Relaciones Laborales de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz, acordó trasladarle de la Sección Control y Desarrollo Social a otro departamento,  lo cual le fue comunicado de forma verbal, situación que, no obstante sus recursos, aun se mantiene, sin haber cumplido el acuerdo los componentes mínimos del debido proceso. Concluye esta Sala que si bien es cierto al accionante se le traslada, el mismo mantiene  intactos sus extremos laborales y salariales, por lo que se considera que en este caso, la Administración ha ejercido razonablemente la facultad de ius variandi que tiene como empleadora, motivada en la necesidad de dar una mejor utilización al recurso humano con que cuenta, sin que la reorganización ejecutada tenga las características de una "reestructuración, ni se violente de modo alguno los derechos fundamentales de la amparado. SL
11740-06. DESPIDO ORDENADO POR LA CONTRALORIA. Alega el recurrente que en el procedimiento administrativo llevado a cabo en su contra por la Contraloría General de la República y que culminó con su despido sin responsabilidad patronal del puesto de Subdirector de la Dirección de Asuntos Jurídicos del Instituto de Desarrollo Agrario, se lesionó el debido proceso y el derecho de defensa por cuanto tanto la Contraloría como el Instituto de Desarrollo Agrario, ya habían conocido de previo el mismo caso y habían resuelto que no existía anomalía alguna en los hechos que se investigaron, con lo cual se ha vulnerado el principio del non bis in ídem. Esta Sala ha tenido sobradas oportunidades para examinar cuáles son los elementos básicos constitutivos del debido proceso constitucional en sede administrativa. Se cita la sentencia 15-90 y consta que al recurrente se le garantizó su derecho al debido proceso. En el fondo, lo que cuestiona el recurrente es que el Instituto de Desarrollo Agrario presentó una gestión de reconsideración ante la Contraloría en beneficio de los intereses del recurrente y ese órgano contralor, resolvió indicando que no era procedente volver a pronunciase sobre los extremos alegados en ese documento porque ya habían sido debidamente analizados en resoluciones anteriores y que lo procedente era mantener la recomendación vinculante de despido del recurrente sin responsabilidad patronal, aspecto que es de legalidad y deberá discutirlo en la vía administrativa correspondiente o en su defecto, en la instancia judicial competente. SL
11775-06. SANCION DISCIPLINARIA. Alega el recurrente que en el Colegio Universitario de Cartago se le abrieron cuatro procesos administrativos disciplinarios establecidos en su contra, siendo que durante el tiempo transcurrido entre la presentación de las respectivas denuncias y el acto de apertura, en ningún momento se le invitó a presentar sus alegatos, defensas y pruebas en relación a lo investigado. Finalmente fue sancionada sin debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anulan los procedimientos administrativos números 06-0001-DA-CUC, 06-0002-DA-CUC y 06-0003-DA-CUC seguidos en contra de la recurrente, a partir de las resoluciones de traslados de cargos contenidos en los mismos. CL
11798-06. TRASLADO. Alega la recurrente alega que está siendo objeto de una reubicación ilegal por cuanto se encuentra nombrada en propiedad en el puesto de Profesional Jefe 1 y ocupa el cargo de Directora de la Contraloría Institucional de Servicios y la autoridad recurrida le comunica que a partir de esa fecha ocupara el cargo de SubDirectora de ese mismo ente. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio No. DDM-OFIC.1816-2006 del 4 de julio de 2006 mediante el cual se ordenó la reubicación de la funcionaria. Se le ordena al Oficial Mayor y al Director General de Recursos Humanos, ambos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes. CL
11800-06. AMONESTACION ESCRITA. Alega la recurrente que se le ha lesionado el debido proceso, pues se le impuso una amonestación por escrito, sin debido proceso. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la amonestación escrita impuesta a la accionante mediante oficio Ebrasa 129-2006 de fecha veintiséis de mayo del dos mil seis emitido por la Directora de la Escuela Brasil de Santa Ana. CL
11481-06. DESPIDO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que se le notificó a la amparada  el inicio de un procedimiento con el fin de suspenderla  sin goce de salario, en virtud de habérsele encontrado presuntamente responsable por la  falta de acciones eficaces ante el vencimiento y posterior prescripción de dos letras de cambio suscritas por una empresa a favor de la Municipalidad recurrida.  Que el dieciocho de octubre del año pasado, planteó recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra el acto final del procedimiento administrativo seguido en su contra. Aduce que dichos recursos fueron rechazados, sin que al efecto los recurridos fundamenten los motivos de tal proceder, pues únicamente se limitan a decir que las resoluciones se encuentran ajustada a derecho, con el agravante de que dos miembros del Concejo Municipal accionado eran a su vez integrantes del Órgano Director del Procedimiento, razón por la que no podían decidir sobre su caso.  Señala además, q ue se le imputaron una serie de irregularidades y faltas de carácter laboral, las cuales habían sido puestas en su conocimiento. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se retrotrae el  procedimiento administrativo al momento en que se dio la alegada violación y se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Montes de Oro, que de manera inmediata resuelva y notifique el recurso de revocatoria interpuesto por la recurrente el 18 de octubre del 2005. CL
11529-06. PERSECUCIÓN LABORAL. Acusa la recurrente denuncia la persecución laboral de que ha sido objeto por parte del Ministro de Obras Públicas y Transporte y la Dirección General de Aviación Civil,  por considerar vulnerado su dignidad de trabajadora y sus derechos de defensa; esta persecución se ha concretado en un traslado  y dos suspensiones indefinidas, con goce de salario, la primera de las cuales fue anulada por el Tribunal de Servicio Civil. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula la suspensión con goce de salario del cargo de Jefe de la Unidad de Asesoría Legal de la Dirección General de Aviación Civil dispuesta contra la amparada, y se ordena al Ministro de Obras Públicas y Transportes y al Director General de Aviación Civil, el cese de todo acto de persecución laboral en contra de la amparada, así como su inmediata reinstalación en su cargo de Jefe de la Unidad de Asesoría Legal de la Dirección General de Aviación Civil, con todas las competencias, condiciones y recursos humanos y materiales de que gozaba antes de la interposición del presente amparo, para lo que han de tener en cuenta que la desestimatoria del amparo 05-3788-0007-CO, ni la de ningún amparo, produce cosa juzgada material. CL
11265-06. DOBLE SANCION POR UN MISMO HECHO. PRINCIPIO NON BIS IN IDEM. Alega la recurrente que laboraba en el Instituto Nacional de las Mujeres y se le inició un procedimiento administrativo con base en una investigación preliminar, según la cual, un correo  electrónico recibido por otra persona, había sido enviado desde la cuenta electrónica  y el equipo de cómputo que utiliza la recurrente, por esa falta, se le impuso una amonestación escrita. Pese a  que ya había sido sancionada, se volvió abrir un procedimiento administrativo en su contra, con la finalidad de aplicar  una nueva sanción disciplinaria por los mismos hechos y se le despidió sin  responsabilidad patronal. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las nueve horas del veintitrés de junio del dos mil cinco y se restituye a la agraviada en el pleno goce de sus derechos fundamentales. La Magistrada Calzada pone nota. CL
11114-06. CESDE DE NOMBRAMIENTO INTERINO DE JUEZ. Alega la recurrente que se le nombró para ocupar de manera interina la plaza de Juez Tramitador del Tribunal de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José; asimismo, se le nombró como Jueza Suplente de ese mismo tribunal por espacio de cuatro años. La Secretaría de la Corte le comunico vía telefónica, que se le cesará el nombramiento interino, con el agravante de que se le sustituye por otra jueza que ocupará la plaza en las mismas condiciones en que ella lo hizo –de manera interina-, sin que de previo se le notificara por escrito el acuerdo en que así se dispuso. SL
11087-06. DESPIDO POR REESTRUCTURACION EN EL ICT. Alega el recurrente la violación al debido proceso en el acto de despido por reestructuración, de que fue objeto en el Instituto Costarricense de Turismo. La Sala ha emitido numerosos pronunciamientos en donde ha definido los lineamientos generales para los trámites de reestructuración en las dependencias públicas. Se cita la sentencia 4246-91. En este caso concreto se constata que el proceso de reestructuración cumplió con los requerimientos legales y el despido del recurrente, está debidamente fundamentado. SL
11097-06. SANCIÓN DISCIPLINARIA. Alega el recurrente que se le impuso una sanción de amonestación escrita sin que para ello mediara proceso alguno. Consta que la amonestación, fue impuesta debido a que el recurrente no justificó convincentemente su ausencia a una sesión de trabajo, lo cual es un acto de mera constatación, y por tanto, tal como ha dicho este Tribunal en anteriores ocasiones para sancionar actos de mera constatación no se requiere seguir un procedimiento previo. Se citan las sentencias 9364-99, 3146-95 y 1242-98. Además, consta que la recurrente interpuso los recursos correspondientes. SL
11127-06. TRASLADO. Alega el recurrente que en JAPDEVA  se dispuso su traslado de la Unidad de Cruceros, donde  realizaba labores de coordinación de operaciones en la Sala de Abordaje y en el área operativa, para asignarle labores de misceláneo. Considera que el traslado obedece a una sanción por supuestas denuncias en su contra, a las que ni siquiera ha tenido acceso. Consta que no se trata de una sanción, sino  que devolvieron al amparado a la plaza que ocupa en propiedad, pues realizaba funciones que no le correspondían. Por otra parte, lo que existe es una investigación preliminar con el fin de determinar si se debe abrir o no un procedimiento disciplinario. Sobre la negativa de la Administración de revelar los nombres de los denunciantes por considerarlos confidenciales, se cita la sentencia 9166-06. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo Sancho salva el voto únicamente en cuanto Japdeva no ha informado al recurrente sobre los nombres de las personas que presentaron denuncias en su contra. SL
10970-06. TRASLADO DE CELEBRACIÓN DE LOS FERIADOS AL LUNES INMEDIATO SIGUIENTE. Acción de Inconstitucionalidad contra de la reforma al artículo 148 del Código de Trabajo, Ley 7619 de 24 de julio de 1996. Se aduce que el traslado de la celebración de los días feriados al Lunes inmediato siguiente, desatiende la historia patria y las tradiciones nacionales, especialmente en lo que atañe a la celebración de la Anexión del Partido de Nicoya. RP
10629-06. REUBICACION DE FUNCIONARIO POR PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega el recurrente que ha sido traslado en varias oportunidades de su puesto interino como docente, en vista de un procedimiento administrativo disciplinario que se sigue en su contra; sin embargo, fue reubicado con menos lecciones con las que inicialmente fue nombrado. Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto a los traslados que ha sido objeto el amparado, así como la disminución de las lecciones que le fueron otorgadas en el Colegio Teodoro Picado. Se restituye al recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
10604-06. CONCURSO EN UNIVERSIDAD ESTATAL. Señala el recurrente que participó en un concurso publicado por la Universidad Estatal a Distancia en el periódico La Nación para la Contratación del Director del Sistema de Posgrado, a pesar de que cumplía todos los requisitos requeridos, quedó excluido del mismo por no ostentar la condición de Catedrático de alguna universidad estatal, decisión que fue confirmada por un órgano superior de la recurrida, lo que estima violatorio al derecho de igualdad. Los requisitos fueron establecidos por las autoridades de la universidad recurrida, la cual, goza de autonomía como universidad estatal que es y no se considera un requisito irracional o arbitrario. SL
10650-06.  PERSECUCION LABORAL CONTRA REGIDOR MUNICIPAL. Acusa el recurrente que el Concejo Municipal de Limón acordó excluirle de las Comisiones que como Regidor Propietario integra, como represalia por denuncias que hizo con relación al remate de patentes de licor en esa provincia. Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo del Concejo Municipal de Limón  adoptado en la sesión ordinaria número 99 del 20 de marzo del 2006 en cuanto excluye al recurrente de todas las comisiones en que participa en su condición de Regidor propietario. Se ordena al Presidente del Concejo Municipal de Limón restituir de inmediato al recurrente en las comisiones que integraba cuando se dictó el acto anulado. CL

10559-06. CONDICIONES DE PRESTACIÓN DEL SERVICIO DE FUNCIONARIOS JUDICIALES. Alegan los recurrentes que las autoridades de Consejo Superior del Poder Judicial dispusieron trasladarlos a laborar del Depósito de Objetos Decomisados en la base 2, a la Caseta de Puesto 5 fuera del edificio del Complejo de Ciencias Forenses.  Cuestionan que dicha decisión es discriminatoria y atenta contra su derecho a la salud, porque según su criterio el puesto en el que deben desempeñar sus funciones es insalubre e inseguro. Según consta, no es cierto que las condiciones en que se encuentran laborando sean insalubres y se concluye que su queja radica en la disconformidad con el traslado efectuado. SL
10916-06. INTERINO POR INTERINO. Alega la recurrente que las autoridades de la CCSS cesaron su nombramiento interino del puesto que ocupa como Enfermera 4, para ser sustituida por otro funcionario interino en las mismas condiciones. Consta que la amparada fue sustituida por una persona con mayor experiencia y más idónea para el puesto. SL

10777-06. DESPIDO POR PARTICIPACIÓN POLÍTICA.  Acusa el recurrente que era Auditor interno de la Municipalidad de Limón y fue despido por recomendación de la CGR al haber participado en proceso electoral, siendo que tal fiscalización le correspondería al TSE. Sobre el tema ya la Sala se pronunció en la sentencia 7343-06. Consta que al recurrente se le respetó el debido proceso y se le otorgó posibilidad efectiva de ejercer su derecho de defensa, por lo que las inconformidades que tenga con lo resuelto, con la forma en que se tramitó el asunto, deben ser alegadas en la vía de legalidad correspondiente. RP
10345-06. CESE NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD. Alega la recurrente que fue nombrada en propiedad y emitida la correspondiente acción de personal; sin embargo, posteriormente le fue anulado su nombramiento. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se reestablece a la recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales y se anulan los actos administrativos contenidos en las acciones de personal número 2987366 y 3263438 a través de las cuales se ordenó el cese de funciones de la amparada en Liceo Anastasio Alfaro y se la nombró en el Colegio Rincón Grande de Pavas con 15 lecciones en propiedad. CL
10346-06. NOMBRAMIENTO A PLAZO FIJO EN CONSEJO DIRECTIVO. Alega el recurrente que fue nombrado miembro del Consejo Directivo del Colegio Universitario de Cartago, por un periodo de tres años y el Decano de la institución solicitó a la ADEUCA la designación del representante que lo sustituye, antes del vencimiento de su período, lo que considera violatorio de la intangibilidad de los actos propios de la Administración y el artículo 34 constitucional. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, el nombramiento del recurrente se mantiene hasta finalizar el periodo 2003-2006. CL
10132-06. RETENCIÓN SALARIAL A FUNCIONARIOS DE A Y A POR HUELGA. Alega el recurrente que el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillado, aplicó de manera intempestiva una deducción de su salario, por los días de huelga, sin haberle conferido una audiencia previa, ni haber explicado los motivos que sustentan esa decisión. La Sala se pronunció sobre hechos similares en la sentencia 9456-06. Asimismo, queda claro que el rebajo se producirá en 42 tractos, que es acorde con los principios de lógica y razonabilidad. En cuanto a la alegada violación al debido proceso, se considera, que se trata de un asunto de mera constatación sobre el cual no se debe conferir ninguna audiencia previa a la servidora involucrada, según lo ha considerado anteriormente la Sala Constitucional, en la sentencia No. 118-98, entre otras. SL
9779-06. EFECTIVIDAD DE RENUNCIA ANTE PENDENCIA DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega el amparado que habiendo presentado su renuncia al INS, se le comunica que la misma se encuentra en estudio porque en su contra se tramita expediente administrativo, y que debía reintegrarse a sus labores, por lo que estima que se ha infringido su derecho al trabajo ya que su relación laboral con la institución se rompió desde el momento de su renuncia. Se declara sin lugar el recurso.- SL
9698-06. DEBIDO PROCESO EN REBAJO SALARIAL POR AUSENCIA. Trabajador de Acueductos y Alcantarillados alega que se ha lesionado su derecho al trabajo y a recibir un salario, por cuanto la institución accionada procedió de manera intempestiva y sin otorgarle audiencia a efectuar rebajos en su salario. Ha dicho la Sala que cuando la deducción salarial se debe a razones de ausencia laboral por parte del trabajador al haber participado en una huelga que fue declarada ilegal, se trata de un asunto de mera constatación que no requiere la apertura de un procedimiento, manteniendo el recurrente la posibilidad de acudir a la vía de legalidad correspondiente si aún estimara que la deducción es arbitraria por cualquier otra razón que amerite un estudio mayor (sentencia número 1999-09364 de las doce horas treinta y seis minutos del veintiséis de noviembre de mil novecientos noventa y nueve). Se declara sin lugar el recurso.- SL
9281-06. 9980-06. OBLIGAN A FUNCIONARIOS ACOGERSE A LA PROHIBICIÓN EN LA CCSS. Alega la recurrente que por oficio número GDA-1250-06 del 2 de febrero de 2006 –emitido por varios Gerentes de la CCSS- se dispone que varios funcionarios deberán aceptar la prohibición o presentar la renuncia ante su superior inmediato para los trámites respectivos, en razón de una homologación de los cargos con la prohibición para el ejercicio de profesiones liberales establecidos en el artículo 14 de la Ley 8422.  La Sala se pronunció sobre el tema en la sentencia 2278-06, además, el cargo ocupado por la  recurrente es Administrador del Área de Salud de Naranjo, órgano que no tiene conferido el rango de desconcentración máxima. SL
9281-06. PROHIBICIÓN EN EL SECTOR PÚBLICO DE SALUD. Aduce la recurrente la ilegitimidad del acuerdo de la Junta Directiva de la CCSS que reglamenta la aplicación del régimen de prohibición para ciertos funcionarios del sector salud, entre ellos los Administradores de Áreas de Salud, dentro de los cuales se encuentra la accionante, donde se les solicita la aceptación de la prohibición de ejercer liberalmente su profesión. Se declara sin lugar el recurso. SL
9166-06. INFORMACIÓN SOBRE INVESTIGACION PRELIMINAR. Alegan los recurrentes que se les citó a una entrevista, por una denuncia relacionada con la atención médica brindada a una paciente; sin embargo, se les niega el acceso a la información con base en el artículo 6 de la Ley No. 8292, aduciendo que los informes de auditoría que se encuentran en proceso de ejecución son confidenciales, por esa razón, no saben sobre que versará la entrevista a la cual fueron citados. Es claro que en este caso, se está ante una investigación preliminar que realiza la Auditoria Interna y el ejercicio del debido proceso que debe dárseles a los investigados, se inicia con la apertura del procedimiento. Sobre el tema se citan las sentencias 5796-96, 6066-96, 0676-97, 2397-97, 04746-99, 2000-00236, 2000-03691, 2002-05652, 2002-07003. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y declaran parcialmente con lugar el recurso.  SL 

9033-06. TRASLADO DE CARGOS EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega el recurrente la violación al debido proceso en virtud de que la Dirección Nacional de Inspección lo convocó a una audiencia oral y privada, en donde se le instó a aportar la prueba de descargo correspondiente, pero no se le hizo indicación clara sobre los cargos que se le atribuían, ni se le informó sobre las pruebas que existían en su contra. Si bien la Sala ha aceptado en el pasado la formulación de "cargos genéricos" cuando las diligencias no ameriten proceder de otro modo, ello no significa en modo alguno que se dispense de cumplir con estos principios básicos. En este caso consta que al recurrente se le informó de los cargos en forma verbal únicamente. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las 9:00 horas del 22 de marzo del 2006, emitida por la Dirección Nacional de Inspección de Trabajo del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y todos los actos posteriores del procedimiento. CL
9041-06. ASIGNACION DE TRABAJO A LOS ABOGADOS DE PLANTA Y ABOGADOS EXTERNOS DEL INVU. Alegan los recurrentes, quienes son abogados de planta del INVU, que las autoridades de la institución, sin procedimiento previo, los excluyó del grupo de abogados encargados de llevar los procesos de cobro judicial de esa institución y se realizó la distribución de los cobros judiciales únicamente, a los abogados externos. Consta que las medidas tomadas por las autoridades recurridas, se dieron en el marco de un proceso de reestructuración, en donde se cumplió con las exigencias legales y reglamentarias dispuestas para ese efecto, situación que incluso, fue constatada por este Tribunal en la sentencias 9763-99 y 11076-01. Asimismo, consta que se sacó a concurso por la vía del procedimiento de licitación pública, la contratación de los servicios de personas físicas y jurídicas para el cobro administrativo y judicial. SL 

8913-06. ELIMINACIÓN PAGO RIESGO POLICIAL. Alega el recurrente acusa que labora para el Ministerio de Seguridad Pública y que siempre ha recibido el incentivo salarial de riesgo policial, sin embargo, le fue suspendido sin mediar procedimiento alguno y sin darle oportunidad de defenderse. El asunto fue declarado sin lugar con base en dos sentencias anteriores de esta Sala: 9341-02 y 3208-03. SL
8822-06. RECONOCIMIENTO AUMENTO COSTO DE VIDA. CADUCIDAD DEL AMPARO.  Alega el recurrente que el sistema empleado por el Poder Judicial para calcular el monto correspondiente a los aumentos por costo de vida que en su calidad de jubilado no son conforme a derecho. Según consta, los hechos que se acusan se presentan hace más de un año y durante todo ese lapso el amparado no interpuso el recurso de amparo correspondiente. Esa falta de acción de su parte supone el consentimiento tácito del acto en cuestión, a tenor de lo dispuesto en el párrafo segundo del artículo 35 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. RP  

8866-06. PAGO DE PRESTACIONES. Alega el recurrente que renunció al Instituto Nacional de Seguridad y solicitó que se le cancelaran los extremos laborales que tiene derecho a recibir, conforme a lo dispuesto en su contrato de trabajo y los artículos 160 y 161 de la Convención Colectiva de Trabajo. Que a la fecha, su gestión no ha sido resuelta. Se rechaza por prematuro, toda vez que a esa fecha apenas habían transcurrido 13 días hábiles desde la presentación de gestión. RP
8743-06. NOMBRAMIENTO DE PROFESORES DE RELIGION. Alega la recurrente que no se le permite obtener un puesto en propiedad en el Ministerio de Educación Pública como docente en educación religiosa, debido a  que la Conferencia Episcopal únicamente autoriza a los proponentes de la Universidad Católica Anselmo Llorente Lafuente, por lo que al ser graduado de la Universidad Nacional, automáticamente se le excluye, esto de conformidad con el artículo 34 del Reglamento de  Carrera Docente, Decreto Ejecutivo 2235-EP del catorce de febrero de mil novecientos setenta y dos. Esta Sala en resolución 9360-01, se pronunció sobre el tema y no existen razones para variar el criterio. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada Miranda y Jinesta Lobo salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
8790-06. INTERINO POR INTERINO EN EL PODER JUDICIAL. Alega el recurrente que venía ocupando un puesto en forma interina en el Juzgado Civil y de Trabajo de Mayor Cuantía de Corredores y fue sustituido por otro interino. Señala además que dicha plaza estaba vacante y a pesar de que éste se encontraba elegible no sacaron la plaza a concurso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Juez Coordinador del Juzgado Civil y Trabajo de Corredores, restituir al  recurrente en el pleno goce de sus derechos fundamentales y sacar de forma inmediata la plaza de auxiliar judicial 2 a concurso. CL
8723-06. ELIMINACIÓN PAGO POR PROHIBICIÓN. Alega el recurrente que labora para la FEDEMUR y dentro de sus componentes salariales se le reconoce el pago por concepto de prohibición; no obstante, alega que posterior a la aprobación del Presupuesto Ordinario de 2005 se tomaron acciones por parte de las autoridades recurridas a fin de no ejecutar el pago correspondiente a la prohibición. Asimismo, se dispuso que a los funcionarios que se les había pagado dicho extremo se les realizara el cobro respectivo a fin de lograr la devolución de las sumas que -a criterio de los recurridos- se les pagaron en forma indebida, rebajo salarial que se ejecutó en forma unilateral e inmediata.  Consta que el pago le fue eliminado en razón de que el Área de Servicios Municipales de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa de la Contraloría General, al conocer el presupuesto extraordinario N°1-2005 no lo aprobó,  de manera que la institución recurrida realizó un pago indebido que ahora debe recuperar, puesto que se hizo en ejecución de un acto ineficaz. SL
8627-06. REMUNERACION DE PERITOS EN EL PODER JUDICIAL. Alega el recurrente que  el Consejo Superior del Poder Judicial, dispuso que los peritos son auxiliares del Poder Judicial a quien le prestan su ayuda profesional sin fines de lucro, con lo que está desaplicando singularmente los Decretos Ejecutivos No. 17481-MOPT y 23635-MOPT, que fijaron los honorarios establecidos por el Colegio Federado de Ingenieros y Arquitectos para los profesionales. Agrega que el Poder Judicial lo sancionó por declinar realizar un peritaje porque no se le  remunera con los honorarios que establece su Colegio Profesional, lo que viola su derecho al trabajo y a su remuneración. La actividad de los peritos que prestan sus servicios para el Poder Judicial está regulada por otras normas y no las aplicables a los profesionales en el ejercicio de su profesión, ellos manifiestan su deseo de prestar servicios a la administración de justicia, así como también es una potestad del perito dejar de formar parte de la lista de peritos del Poder Judicial, si así lo desea. Se declara sin lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y declara con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
8617-06. TRASLADO LABORAL POR MATRIMONIO ENTRE FUNCIONARIOS JUDICIALES. Alega el recurrente que desde mil novecientos noventa y seis labora en el Segundo Circuito Judicial de San José, en la Unidad de Monitoreo, en el puesto de Auxiliar de Servicios Generales 3 y contrajo matrimonio con otra funcionaria judicial, quien también labora desde mil novecientos noventa y seis para la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José en el puesto de Oficinista 1 en la Unidad de Correo Interno.  Aduce que fue trasladado por esa razón a San José.  Reclama que se le está dando un trato desigual a casos similares en los que, no obstante el matrimonio de servidores que laboran en la misma dependencia administrativa, ambos permanecen en sus puestos sin traslado alguno por no existir, como tampoco existe en su caso, relación de jerarquía entre ambos. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar el recurso. El Magistrado Jinesta pone nota. SL 

8602-06. DESPIDO FUNCIONARIO CONDENADO PENALMENTE. Alega la recurrente que el Consejo Superior del Poder Judicial acordó su despido, a raíz de una denuncia penal en su contra y dispuso sacar a concurso la plaza que ostentaba como Juez Contravencional de Sarapiquí. Señala que no se le dio debido proceso. Se rechaza por el fondo el asunto con base en una sentencia anterior sobre el tema 5104-04. RF
8618-06. NOMBRAMIENTO DE PROFESORA DE RELIGION. Alega la recurrente que no le fue prorrogado su nombramiento interino en el MEP, como profesora de Enseñanza General Básica Religión en la Escuela Kilómetro Uno, porque no cuenta con la autorización de la Conferencia Episcopal de Costa Rica para laborar interinamente como docente Educación Religiosa en la Región Educativa de Coto. Se declara sin lugar el recurso con base en sentencias anteriores sobre el tema: 4458-03 y 3684-03. Además, porque la recurrente no  participó en el concurso interino que realizó la Dirección General de Personal en julio de 2005 y no cuenta con la autorización que emite la Conferencia Episcopal Nacional, lo que constituye un requisito que establece el artículo 34 del Reglamento de Carrera Docente. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Jinesta salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
8493-06. SANCIONES DE INHABILITACION IMPUESTAS POR LA CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA.  Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 72 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. La norma se impugna en cuanto permite a un órgano administrativo imponer una sanción que impide al afectado ocupar cargos de la Hacienda Pública por un período determinado, lo que constituye una limitación a sus derechos políticos al estar comprendidos dentro de estos cargos algunos de elección popular. Asimismo señala que durante el proceso de formación de la Ley, esta no fue consultada al Tribunal Supremo de Elecciones no obstante afectar la norma los derechos políticos de las personas, lo que constituye una violación al procedimiento que provoca su inconstitucionalidad. SL
8381-06. TRASLADO. Alega el recurrente que fue traslado a otro puesto, como medida cautelar, mientras se tramita un procedimiento administrativo que se lleva en su contra. Señala que las funciones son totalmente diversas a las de su puesto en propiedad que venía desempeñando y constituyen una disminución medular de éstas implicando también un descenso de categoría. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena a la Directora Regional de Servicios de Salud Central Sur de la Caja Costarricense de Seguro Social, ubicar al recurrente en funciones equivalentes a la plaza que ocupa en propiedad. CL
8346-06, 8732-06, . PROHIBEN A FUNCIONARIO PÚBLICO DEDICARSE A DETERMINADAS LABORES EN SU TIEMPO LIBRE. Alega el recurrente que por ser funcionario del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados no se le permite realizar trabajos privados de fontanería. Con base en el inciso 16 del artículo 42 del Reglamento Autónomo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y el artículo 38 inciso b) de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito, prohíben la realización de labores en forma privada que son ordinarias de esa institución y todas aquellas que en asocio se realicen con persona físicas o jurídicas que en forma directa o indirecta se relacionen con el instituto, prohibición que, traducida a la actividad que desempeña el amparado, implica no poder desarrollar liberalmente proyectos que, como fontanero, está llamado a  fiscalizar. Es claro, que el principio general que garantiza la libertad de trabajo no es irrestricto y puede ser regulado por el legislador cuando, como sucede en el caso que nos ocupa. SL 

8413-06. REBAJO SALARIAL. Alega el recurrente que en el Ministerio de Seguridad Pública procedieron a efectuarle una serie de rebajos a su salario por atribuirle la responsabilidad en los daños ocasionados a un vehículo del Ministerio de Seguridad Pública, sin que de previo se le concediera las garantías mínimas del debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio Nº 271-2006 DFCA del 28 de marzo de 2006 de la Jefe del Departamento de Cobros Administrativos de la Dirección Financiera del Ministerio de Seguridad Pública y se restituye al amparado, en el pleno goce de sus derechos constitucionales. CL
8291-06. DESPIDO EN PERIODO DE PRUEBA. Alega el recurrente que se le comunicó el cese de sus funciones en el puesto que venía ocupando como técnico en operaciones aduaneras 1A, a partir del 1° de junio del 2006, bajo el argumento de no cumplir satisfactoriamente con el período de prueba. Ha sido un criterio reiterado de este Tribunal que el cese de funciones durante el período de prueba no obliga al empleador a seguir un debido proceso, habida cuenta que éste cuenta con cierta discrecionalidad para decidir sobre su permanencia en el puesto, ya que, precisamente, con ese fin es que se prevén tales tipos de períodos. No obstante lo anterior, la decisión de despedir a un funcionario en período de prueba debe estar fundamentada en criterios objetivos. RF
6964-06. REBAJO DE SALARIO POR HUELGA DE A Y A. Alega la recurrente que el Director de Recursos Humanos, ambos del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados les indicó que se les rebajaría el salario a los funcionarios de Acueductos y Alcantarillados que participaron un el movimiento de huelga del año pasado. El acuerdo 2006-248 de la Junta Directiva del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados no es más que una solicitud que hace la citada Junta Directiva en acatamiento de las disposiciones de la Contraloría General de la República para instruir a la Administración a instar la implementación de las medidas necesarias para que se inicie el efectivo reintegro de los fondos públicos que por concepto de salario percibieron en su momento los y las funcionarias que participaron en la huelga del diez de octubre de dos mil cinco. Dicha acción no violenta los derechos fundamentales de la recurrente por cuanto lo que existe es un acuerdo general de la Junta Directiva mencionada, el cual no tiene efecto hasta que la Administración les comunique de manera adecuada y legal a los presuntos funcionarios perjudicados, si procede o no el rebajo de salario en disputa y la recuperación de esos fondos públicos. En vista de lo anterior no es este momento procesal en que se debe discutir la condición de dirigente sindical de la recurrente, o la aplicación en este caso concreto de la figura del fuero sindical, ya que como se dijo anteriormente no existe aún -según la prueba aportada a este amparo- un acto firme de la Administración para proceder con los citados rebajos. No obstante, se advierte a la Administración Pública recurrida que tal como se indica en el acuerdo de la Junta Directiva del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados número 2006-248, deberá comunicar a los trabajadores a quienes se les aplicara el citado rebajo, un acto o resolución que de manera fundamentada se les indique la razón de la deducción, el desglose de lo que se le va a rebajar, la forma y el periodo en que estará vigente la deducción, la posibilidad de un acuerdo de pago y los recursos que podrán interponerse ante dicho acto, el plazo y la autoridad ante la cual deberá plantearse. Se rechaza de plano el recurso. Notifíquese el contenido de esta resolución al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados para lo de su cargo. RP
7120-06. EJERCICIO DE DOCENCIA. DOS TRABAJOS. Alega la actora que no se le permite ejercer la docencia en el tercer y cuarto ciclos de la enseñanza general básica, en una institución educativa del Estado, pese a que la ley no lo prohíbe, a que desempeña un puesto administrativo -por el cual no recibe estipendio alguno por concepto de prohibición ni dedicación exclusiva- y sin tener en cuenta que se trata de un horario que no coincide con el de sus labores con la Contraloría General. La Contraloría General accionada fundamenta la negativa opuesta a la actora, esencialmente, en dos normas de rango legal: el artículo 17 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública y el 48 inciso b) de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. SL
8114-06. GUARDIAS MÉDICAS. Alega el recurrente que ha sido objeto de discriminación, por cuanto por su condición de Jefe de una sección en la Clínica Dr. Ricardo Jiménez Núñez ha sido excluido del rol de guardias de los sábados y domingos, que había venido realizando, con el argumento de que  únicamente sus colegas subalternos pueden realizarlas. En este caso, al recurrente le resulta aplicable el numeral 143 del Código de Trabajo, ya que labora sin fiscalización superior inmediata, trato que de igual forma se da todas las Jefaturas. SL 

8112-06. NOMBRAMIENTO INTERINO. Alega la recurrente que fue sustituida por otro funcionario en igual condición de interinazgo y considera violado su derecho al trabajo. En este caso, la recurrente ha reemplazado a una funcionaria interina durante el período en que ésta ha estado incapacitada quien a su vez sustituía a la titular de la plaza de Trabajador Misceláneo 1 en el Liceo Tuetal Norte, lo cual no la hace adquirir el derecho de estabilidad como funcionaria interina y por lo tanto la autoridad recurrida no tiene obligación de nombrarla cada vez que la titular interina sea incapacitada.  SL
8092-06. PAGO DE PROHIBICIÓN. Se aduce que CCSS deniega pago de prohibición a directores de clínicas de la CCSS, a pesar de que se encuentran en situación de prohibición de hecho con motivo del régimen laboral de los mismos. SL
7993-06. REVOCATORIA DE NOMBRAMIENTO EN EL PODER JUDICIAL. Alega el recurrente que el Consejo Superior del Poder Judicial lo nombró en propiedad a partir del 1 de julio del 2005 en la plaza N.96422 mediante acuerdo tomado en sesión 49-05 y el Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial revocó de hecho el acuerdo sin seguir procedimiento alguno. SL
7986-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega el recurrente que en su perjuicio se ha violentado el principio non bis in ídem, puesto que se le instauró un procedimiento disciplinario por los mismos hechos que ya la Junta Directiva del Banco recurrido lo había relevado de responsabilidad.  Se declara con lugar el recurso por violación al artículo 42 de la Constitución Política. En consecuencia, se anula el procedimiento administrativo instaurado contra el amparado, cuyo traslado de cargos se realizó por resolución del Órgano Director del Procedimiento Administrativo número tres del Banco Crédito Agrícola de Cartago de las dieciséis horas del treinta de marzo de dos mil cuatro, con fundamento en el acuerdo adoptado por la Junta Directiva General en la sesión número 7794/05, artículo 4), inciso 1).  CL
7997-06. NOMBRAMIENTO. Alega el recurrente que la Administración recurrida dispuso regresarlo a su puesto en propiedad de Profesional 4, después de haber desempeñado interinamente el puesto número 997769, Oficial Director de Estación de Guardacostas por tres años nueve meses. Señala que la plaza no se ha sacada a concurso en propiedad y que a pesar de que solicitado hacer un curso para cumplir con los requisitos que se le solicitan, razones ajenas a su voluntad no se lo han permitido, pues en diversas oportunidades ha tratado de realizarlo sin poder lograr ese objetivo por razones imputables sólo a la Administración. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por violación a la estabilidad laboral del amparado (artículo 192 de la Constitución Política). En lo demás se declara sin lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Seguridad Pública, que en el término improrrogable de un mes contado a partir del recibo de esta comunicación se inicie un curso de “Comandante de Guardacostas”, en el que pueda participar el amparado. Una vez realizado el curso y en el evento de que el curso fuera aprobado por el amparado, deberá la Administración recurrida nombrarlo en propiedad en un plazo razonable, si además cumple con los demás requisitos que la normativa vigente establece al efecto.  CL Parcial
7966-06. ELIMINAN ALGUNOS BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DE RECOPE. Acción de Inconstitucionalidad contra los artículos 47 bis, 48, 101, 105, 139 y 159 bis de la Convención Colectiva de Trabajo de la Refinadora Costarricense de Petróleo, Sociedad Anónima (RECOPE), suscrito el dieciséis de abril del dos mil dos. Las normas se impugnan, porque se obliga a RECOPE a traspasar el vehículo al sindicato que ha venido usando en ejercicio de sus funciones propias, por posibilitar el otorgamiento de licencias con goce de salario, hasta a cinco trabajadores por mes calendario, que puede ser fraccionado, para atender cursos de capacitación y asistencia a congresos a los que resulten becados o no, electos para asistir a cursos o congresos de carácter cooperativo internacional; en los que están comprometidos los fondos públicos, faculta a la empresa para otorgar a sus empleados, permiso con goce de salario, según su turno, incluidos sábado y domingo, y asueto, con motivo de las fiestas patronales o cívicas que decrete el Poder Ejecutivo en los cantones donde laboren; así como la obligación del pago doble, en caso de que el empleado labore en esos días, se obliga a la empresa a girar veinticinco mil colones al trabajador que contraiga matrimonio, faculta a los funcionarios que tengan más de sesenta años, pero que no han completado las cuotas para acogerse al régimen de invalidez, vejez y muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social, a criterio del sindicato y la empresa, puedan acogerse a ese Régimen, se reconoce a partir del primero de enero de mil novecientos noventa y uno, un plus salarial en razón del grado de peligrosidad del centro de labores donde le corresponda prestar sus servicios, fijándose en un quince por ciento (15%) del salario base, para trabajadores que laboren en la Refinería de Moín, y el diez por ciento (10%) para los que laboran en planteles de almacenamiento y distribución de combustible; sin que se justifique el otorgamiento de este beneficio. Se declara parcialmente con lugar esta acción. En consecuencia, se declara la inconstitucionalidad del artículo 47 bis de la Convención Colectiva de Trabajo de la Refinadora Costarricense de Petróleo S.A. El artículo 139 se interpreta, conforme al Derecho de la Constitución, en el sentido indicado en la parte considerativa de esta sentencia. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Refinadora Costarricense de Petróleo S.A. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. CL Parcial
7937-06. LIBERTAD DE EXPRESION A FUNCIONARIOS PUBLICOS. Alegan los recurrentes la violación a su libertad de expresión, porque se les impuso una sanción de amonestación escrita por expresar opiniones, a una periodista del Diario Extra, sin la intención de causar daño al Instituto Geográfico Nacional, sobre los archivos de fotografías históricas de la institución. La institución recurrida consideró que omitió guardar reserva sobre los asuntos ministeriales  causando mala imagen del Ministerio y además, no coordinaron con sus superiores. No obstante lo anterior, considera la Sala  que la imposición de una sanción a los amparados por las declaraciones rendidas a la prensa, resulta flagrantemente inconstitucional por quebrantar su libertad de opinión o expresión, independientemente de haberse ejercido en su condición de funcionarios del Ministerio recurrido. Sobre el tema, se citan además las sentencias 1527-03, 1201-05 y 10341-05. Se declara con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones 05-451 y 05-452 de las 8:00 horas del 4 de agosto del 2005 del Director de Recursos Humanos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que imponen la sanción de amonestación escrita a los recurrentes. CL
7882-06. SANCION SIN DEBIDO PROCESO IMPUESTA A EX FUNCIONARIO JUDICIAL. Alega el recurrente la violación a su derecho al debido proceso, en donde se le impuso la suspensión de un mes en el Poder Judicial, a pesar de que ya no era funcionario judicial. Se constata que al recurrente se le garantizó su derecho de defensa. Asimismo, se reitera que la potestad de sancionar por parte de la Administración no decae por el hecho de que finalice la relación laboral y sobre el tema se citan las sentencias 2958-99, 622-93 y 5424-02. SL

7942-06. CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINO A EMBARAZADA. Alega la recurrente que fue suspendido su nombramiento interino, a pesar de encontrarse en incapacidad por licencia de maternidad. Se declara CON lugar el recurso. Se ordena a Director del Departamento de Personal del Ministerio de Educación Pública restituir de inmediato a la recurrente en el pleno goce de sus derechos conforme la acción de personal n° 2700867 que la nombró del 01 de febrero del 2006 al 31 de enero del 2007. Asimismo se anula la acción de personal n° 3255167 y cualquier otro acto asociado al cese de nombramiento interino de la recurrente. CL
7886-06. ASUETO POR PARTIDO DE SELECCIÓN. En este caso, se alega la inconformidad con el asueto para los funcionarios públicos, decretado por el Poder Ejecutivo para el partido inaugural del Mundial de Fútbol, que a la luz de las facultades que la misma ley le otorga, fue aprobado por el Presidente de la República. Lo anterior, no violenta derechos fundamentales del recurrente y este Tribunal no está en posibilidad de determinar la procedencia o no del asueto de interés. RP 

7804-06. NOMBRAMIENTO. ASIGNACION DE LECCIONES.   Alega la recurrente que fue nombrada para brindar 15 lecciones de recargo en Religión en la Escuela Líder INVU Las Cañas, pero no fue aceptado su nombramiento por la Directora, aduciendo que no hay horario disponible para impartir esas lecciones en la Escuela Líder INVU Las Cañas, por lo que además, los alumnos de quince grupos de esa Escuela, han sido privados de recibir lecciones de educación religiosa. Se tuvo por probado que no se estaban dando las clases de religión, como corresponden por ley. Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Directora de la Escuela Líder INVU Las Cañas, al asesor supervisor del Circuito 02 de la Dirección Regional de Educación de Alajuela, y al Director Regional de Educación de Alajuela, que dispongan lo pertinente a fin de que todas las secciones del I y II ciclo del Colegio Líder INVU Las Cañas reciban las 2 lecciones de educación religiosa que les corresponden, de conformidad con la ley, a partir de los quince días posteriores a la notificación de esta sentencia. Los Magistrados Calzada, Vargas, Jinesta y González ponen nota. CL Parcial
7728-06. PROCEDIMIENTO  ADMINISTRATIVO. AUDIENCIA. Alega la recurrente que en procedimiento que se lleva en su contra en la Municipalidad de Tibás, se llevó a cabo una audiencia, aún cuando estaba incapacitada. Sobre el tema se cita la sentencia 10268-01 y se reitera que  el hecho de que la trabajadora se encontrara incapacitada no la libera de presentarse a  la audiencia  señalada. SL
7743-06. ACCESO A EXPEDIENTE. Alega el recurrente que no se le permite el acceso a expediente que se lleva en su contra en la Municipalidad de Mora, aduciendo que se encuentra extraviado. Se declara con lugar el recurso por violación al artículo 39 de la Constitución Política. En consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de Mora, al Presidente del Consejo Municipal de Mora y al Presidente del Órgano Director del Procedimiento, que pongan a disposición del amparado el expediente de personal original y que se reponga el expediente del concurso de antecedentes, si no fuera posible restituirlo, se advierte a los accionados según los términos del artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que no deberán incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito al presente recurso. CL
7754-06. ANULAN NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD. Alega la recurrente que el Ministerio de Educación Pública, mediante acción de personal número 2930293, la nombró en propiedad a partir del primero de febrero del dos mil seis en la plaza de Profesora de Enseñanza General Básica en la Escuela Cecilia Orlich Figueres de Desamparados; sin embargo, posteriormente se le comunicó que se dejó sin efecto su nombramiento porque al tratarse de una plaza que pertenece al Programa Especial de Aula Abierta, no es posible nombrar en propiedad en dicha clase de puestos. Se declara con lugar el recurso por violación al principio de intangibilidad de los actos propios en perjuicio de la recurrente. Se anula el oficio DG-1597-2006 del veintisiete de enero del dos mil seis, mediante el cual se le revocó a la recurrente su nombramiento en propiedad. Se ordena al Director General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que deberá proceder de inmediato a restituir a la recurrente en el pleno goce de sus derechos y a enderezar los procedimientos correspondientes para que, en aras de enmendar el error cometido por la Administración, se respeten los derechos fundamentales de la recurrente. CL
7596-06. TRASLADO DE FUNCIONARIOS DE LA CCSS. Alegan los recurrentes que en la CCSS se ordenó el traslado de los funcionarios ubicados en Cedeso al edificio Genaro Valverde, oficinas centrales, piso 11, en el espacio actualmente ocupado por la Unidad Asesora de Comisiones Técnicas, se les indicó que el cambio se debía al proceso de reestructuración. Queda claro que a los recurrentes se les informó sobre su traslado, pero no se contaba en ese momento con sus perfiles ocupacionales, lo que se considera contrario a sus derechos. Se declara con lugar el recurso. Se anulan los oficios de la Directora de la Dirección de Desarrollo de Servicios de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social, que disponen el traslado de los actores, y se deja también sin efecto el traslado de una de las funcionaria. Se ordena a la Directora de Desarrollo de Servicios de Salud, abstenerse de ordenar los traslados de los recurrentes, mientras no se les informe, con claridad y con la debida antelación, de las nuevas funciones asignadas, así como de la oficina en que las desarrollarán, concediéndoles, asimismo, oportunidad de impugnar la decisión adoptada. CL 
7587-06. TRASLADO POR RAZONES DE SALUD. Alega el recurrente que labora en el IMAS y que por su estado de salud, cuenta con dictámenes médicos que recomiendan su traslado a un lugar más adecuado para un mejor rendimiento laboral; sin embargo, le fue rechazada su gestión. En asuntos similares, la Sala ha señalado que resulta arbitrario que la Administración se cuestione si procede o no, el traslado de un funcionario por cuestiones de salud. Es claro que si la Caja Costarricense de Seguro Social atendió al amparado y emitió un criterio médico en su caso, no podría el Instituto recurrido cuestionar dichas valoraciones, pues ello no resulta de su competencia y mucho menos negarse a realizar el traslado que el funcionario requiere. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto de Desarrollo Agrario, que proceda INMEDIATAMENTE a reubicar al amparado en otro puesto que no atente contra su salud, según lo recomendado por los médicos de Medicina Laboral de ese Instituto y de la Caja Costarricense de Seguro Social.  CL
7480-06. REBAJO DE SALARIO. Alegan los recurrentes que laboran en las tiendas libres del aeropuerto y  unilateralmente el IMAS varió las reglas salariales establecidas,  en tanto decidió no pagar más el componente salarial calculado por comisión, rebajándoles así el salario en casi un cincuenta por ciento. El pago del rubro de comisión que se efectuaba a los vendedores del IMAS, les fue eliminado con base en una disposición de la Autoridad Presupuestaria, medida que debe ser analizada ante los tribunales ordinarios y no en esta vía. SL
7450-06. INTERINO POR INTERINO EN EL PODER JUDICIAL. Alega la recurrente que trabaja en el Organismo de Investigación Judicial de San Carlos, de forma interina, como auxiliar de servicios generales 2; sin embargo fue sustituida por otra persona nombrada en igual condición de interina. En este caso y por las funciones concretas que se realizan en el Despacho, indican las autoridades recurridas que el Manual de Control Interno recomienda rotar sistemáticamente las labores entre funcionarios con labores afines. También en acatamiento de directrices del Consejo Superior se han efectuado nombramientos mes a mes, en cadena, de varios funcionarios en forma interina, siendo el último de ellos el de la actora, por lo que estaba conciente de las condiciones del mismo. SL

7560-06. ELIMINAN PLUS SALARIAL DE PROHIBICION. En el Ministerio de Relaciones Exteriores le fue eliminado el rubro de prohibición, como producto de una reubicación de su puesto. Afirma que no se le dio debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Relaciones Exteriores y Culto, proceder inmediatamente a girar instrucciones para que se le pague a la amparada lo correspondiente al 25% de prohibición desde el momento en que se le dejó de cancelar. CL
7584-06. DESPIDO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que labora como contador en la Junta Administrativa del Colegio Deportivo de Limón y fue despedido sin debido proceso. Es claro que en este caso concreto no se le dio al amparado la posibilidad de defenderse. Se declara con lugar el recurso. Se anula el acuerdo de la Junta Administrativa del Colegio Deportivo de Limón, tomado en sesión No. 143 del 13 de setiembre del 2005, que dispone la destitución del Tesorero-Contador. CL
7261-06. ELIMINAN BENEFICIOS A FUNCIONARIOS DEL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS. Acción de Inconstitucionalidad de Federico Malavassi Calvo y otros contra los artículos 26, 27 inciso i), 44, 56 incisos k), l), m), n) y o), 61, 134, 137 y 141 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. Las normas se impugnan por otorgar licencias, con o sin goce de salarios, hasta por sesenta días, un año o más de un año, respectivamente, fija licencias con goce de sueldo a favor de los trabajadores eficientes de esa institución, en períodos que van desde quince días después de diez años de servicio  a sesenta días después de treinta años de trabajo. En casos excepcionales, se asignarán subvenciones a los padres o hermanos del beneficiario que de manera única y exclusiva dependan de él. Estiman que ese numeral otorga un beneficio, determinan un tabla de sobresueldos a ciertos funcionarios del INS, fija una sistema de incentivos salariales por estudios formales en forma de sobresueldo, estatuye un plan de póliza de vida diferida para los trabajadores con una financiación del INS de un doce por ciento de los sueldos totales del personal, por su parte, el artículo 137 establece opciones para aplicar la cuenta individual de fondo creado por esa póliza, regula que los trabajadores incapacitados con menos de un año de antigüedad recibirán un noventa y cinco por ciento durante los tres primeros días y a partir del cuarto día el pago del sueldo completo por tres meses en caso de enfermedad, en el caso de funcionarios con más de un año de antigüedad. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia se anulan los artículos 27 inciso i), 44 en su párrafo final que dice: "En casos muy especiales, a juicio de la Gerencia, la beca comprenderá la asignación de subvenciones a los padres o hermanos del beneficiario que dependen económicamente de él, de manera única y exclusiva, si los hubiere." 134 y 137 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros. El artículo 26 no es inconstitucional siempre que se interprete de conformidad a lo señalado en el Considerando IX de esta sentencia. En lo restante se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes legislativo, Ejecutivo y Judicial y al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial la Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. CL Parcial
7149-06. EJECUCION DE NOMBRAMIENTO. Alega la que el Departamento de Recursos Humanos de la Asamblea Legislativa se negó a ejecutar un acuerdo para su nombramiento interino en la plaza de Subdirectora de Servicios Técnicos, ordenado por el Directorio Legislativo. Lo pretendido por la recurrente no procede concederlo en esta vía, ya que de lo que se trata es de un diferendo de criterios entre dos departamentos de la institución, de manera que corresponderá a las mismas autoridades administrativas de la Asamblea Legislativa o a las instancias judiciales ordinarias solventar la situación. SL 

7096-06. DESPIDO POR INCAPACIDAD PROLONGADA. Alega la recurrente que labora en el Instituto recurrido desde 1996 y desde junio del 2004 se le diagnosticó una hernia de disco lumbar, razón por la que fue incapacitada por mucho tiempo. Posteriormente se le comunicó su despido con responsabilidad patronal a partir del 15 de diciembre del 2005, de conformidad con lo establecido en los artículos 79 y 80 del Código de Trabajo, acto que considera violatorio de su derecho al debido proceso. Se declara sin lugar el recurso con base en un antecedente en similar sentido. 2492-01. SL
7215-06. TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que se le nombró Subjefe de dicha Policía de Proximidad, lo que se anotó en todos los libros de guardia de Corredores y se le  entregó por escrito. Posteriormente se variaron sus funciones y lugar de trabajo, en forma verbal, además, le indicaron que su nombramiento era nulo, sin observar ningún tipo de procedimiento. Según consta el nombramiento como Subjefe de la Policía de Proximidad, nunca se tramitó formalmente, ni se emitió la correspondiente acción de personal, requisito indispensable para proteger los nombramientos bajo el principio de intangibilidad de los actos propios. No obstante, el traslado es arbitrario, pues consta que se violó el derecho al trabajo y el derecho de defensa.  Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto al traslado del actor. Se anula ese extremo de la resolución impugnada (punto tercero de la parte dispositiva de la resolución de la Dirección de la Décima Región de Ciudad Neily, Corredores, #DR10-DAV-0056-06 de las 15:58 horas del 13 de enero de 2006). Se al Director de la Décima Región Policial, Comando Sur, restituir al actor, de inmediato, en el puesto y todas las condiciones laborales en que se encontraba, antes de que se le nombrara Subjefe Cantonal de Corredores. En lo demás, se declara sin lugar. CL Parcial
7217-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. TRASLADO DE CARGOS. Alegan los recurrentes que en el proceso que se  lleva en su contra no se les notificó el acto de nombramiento del Órgano Director del Procedimiento Administrativo, lo que trae consecuencias en el cómputo de la prescripción y, además no se les ha hecho traslado de una relación detallada de hechos por los que se les investiga en el MOPT. De lo expuesto por los recurrentes, la Sala considera violado únicamente su derecho al derecho de defensa por el indebido traslado de cargos, en donde no se consigna un detalle acerca de cuáles hechos u omisiones en concreto le son atribuibles individualmente a cada uno de ellos, sino que simplemente se hacen referencias generales. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anulan las resoluciones del Órgano Director del Procedimiento Administrativo número 002-2006 y 003-2006, emitidas a las ocho horas y a las ocho horas treinta minutos emitidas a las catorce horas del nueve de agosto de dos mil cuatro, mediante las cuales se dio apertura al procedimiento administrativo contra los amparados sin un adecuado traslado de cargos. CL Parcial
6795-06. PAGO DE DIFERENCIA SALARIAL POR ZONAJE. Alega el recurrente a pesar de que la Contraloría General de la República, informó cuáles eran los montos mínimos y máximos que por concepto de zonaje debían aplicarse a partir del primero de julio del dos mil cinco, a aquellos trabajadores -que como a él- se les reconoce el pago de ese extremo laboral, a la fecha, el IDA no ha aplicado las actualizaciones correspondientes. Según consta, contra el amparado se tramita un procedimiento administrativo ante el Instituto de Desarrollo Agrario, a efecto de establecer si procede o no continuar pagándole el extremo salarial denominado zonaje, de manera que tanto el pago de es rubro, como su pago efectivo, son aspectos que como se ha dicho en otros casos, no corresponde analizar en esta vía. RP
7064-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega el recurrente que en su contra se inició un procedimiento administrativo en el BCCR y se le solicitó información necesaria para la investigación en su contra. Afirma que a pesar de que la información requerida se solicita en su condición de funcionario y no personal, ésta incide en forma directa en el procedimiento administrativo disciplinario. La información solicitada por el órgano director, lo fue en su calidad de Director de un departamento, como correos electrónicos dirigidos al personal, reportes de averías, y otras, quedando claro que no se solicita ninguna declaración, sino información pública propia del departamento, que no puede el amparado negarse a brindarla. SL
7033-06. NOMBRAMIENTO. Alega la recurrente que participó en un concurso en el PANI y a pesar de que quedó dentro de las personas elegibles, no fue nombrada en la plaza que le interesa de la terna que se confeccionó al efecto, siendo que estima le asiste mejor derecho para ocuparla por haber venido nombrada en ella por largo tiempo. La Sala ha señalado en forma reiterada que el régimen de nombramiento de los servidores y funcionarios públicos, pretende garantizar el derecho que tiene toda persona de tener acceso, en condiciones generales y razonables de igualdad, a las funciones públicas  y de gozar de estabilidad en el empleo. Además, posibilita la escogencia con base en un concurso anterior de quien compruebe ser candidato idóneo para ocupar el cargo en aras de la prestación eficiente del servicio público. Sin embargo dicha tutela constitucional se agota con el derecho de participación igualitaria que tienen los oferentes para integrar la nómina o terna respectiva, ya que, una vez confeccionada ésta, con lo que cuenta el interesado es con una simple expectativa a ocupar el cargo para el que opta y la Administración tiene completa discrecionalidad a efecto de elegir a la persona que esta conviniere una vez comprobada su idoneidad, persona que puede ser escogida dentro de la terna o nómina sometida a su consideración, sin necesidad de respetar el orden prestablecido por la nota de evaluación. Sentencia 11113-04. RF 

7194-06. ACUSA QUE NO FUE REINSTALADO EN EL PUESTO POR HABER SIDO ABSUELTO EN PROCESO DISCIPLINARIO. NO SE RINDIO INFORME POR PARTE DEL MEP. Alega el recurrente que presentó recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra la resolución que disponía cesarlo de sus funciones de Profesor Unidocente en la Escuela de Puerto Lindo de Colorado de Pococí, según causa disciplinaria que se tramitó en expediente número 491-03. Indica que al resolverse dichos recursos se le dio la razón por lo que el reintegro a sus labores debió ser de inmediato; sin embargo desde agosto del dos mil tres, ha estado haciendo incesantes llamadas telefónicas pero lo único que le dicen es que debe esperar a recibir una comunicación oficial, y mientras tanto lo mantienen sin trabajo, aún cuando se le absolvió de los cargos atribuidos. El  Director General de Personal del Ministerio de Educación Pública no rindió el informe solicitado por la Sala razón por la que, en aplicación de lo establecido en el artículo 45 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se tienen por ciertos los hechos alegados por el recurrente. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General de Personal del Ministerio de Educación Pública, que proceda de manera inmediata a girar las órdenes que sean necesarias para agilizar los procedimientos administrativos que se deban realizar en el caso concreto de manera que dentro de un plazo razonable se defina la situación laboral del recurrente a fin de que pueda realizar las funciones para las cuales fue contratado, con los mismos derechos y garantías laborales de que disfrutaba siempre y cuando no exista otra causa administrativa que de manera expresa lo impidiera. CL
7219-06. FALTA DE FUNDAMENTACION EN CALIFICACION DE SERVICIOS. Alega la recurrente que labora para la Caja Costarricense del Seguro Social desde hace veinte años y recientemente participó en un concurso en el cual se le asignó en propiedad la plaza de Enfermera 1 bajo criterios de idoneidad. Agrega que como parte de la adaptación a su nuevo puesto, la Directora recurrida la calificó mediante un informe en el que consignó una serie de afirmaciones, sobre las que previamente no le dio derecho de defensa.  En este caso, la Sala no tiene competencia para pronunciarse en cuanto a las razones de fondo que se dieron para calificar a la recurrente como se hizo, lo que si puede entrar a valorar es el procedimiento de impugnación que se ha dado a partir de la inconformidad de la recurrente con ese informe, pues la recurrente lo impugnó y la revocatoria y apelación fue rechazada en una resolución que no está adecuadamente fundamentada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Área de Salud Número 3 y a la Jefe de Enfermería del Área de Salud Número 3, Clínica San Rafael de Puntarenas, que procedan de manera inmediata a retrotraer los procedimientos hasta el momento en el que la recurrente presentó el recurso de revocatoria en contra del Informe de Adaptación al Puesto, a fin de garantizar a la recurrente, partir de ese momento, el ejercicio efectivo del debido proceso y del derecho de defensa. CL
6728-06. ELIMINAN BENEFICIOS A FUNCIONARIOS DE LA COMPAÑÍA NACIONAL DE FUERZA Y LUZ. Se declara con lugar la acción con el voto salvado de los Magistrados Calzada, Armijo y Jinesta. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 92.1 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz.  La norma dispone: "Articulo 92: La Compañía dará a sus trabajadores y pensionados, el 50 por ciento de la tarifa eléctrica. Este derecho lo tendrán los jefes de familia o aquellos que estén sosteniendo la obligación, aún no siendo jefes de familia, todo debidamente comprobado ante la Compañía. Se exceptúan a los empleados que viven en propiedad de la Compañía, en cuyo caso el fluido será gratuito." La disposición establece un privilegio respecto de aquellos funcionarios públicos que laboran para la C.N.F.L., en cuanto los exime total o parcialmente del pago de la tarifa eléctrica, con lo cual, el resto de los consumidores deben asumir la carga a fin de cubrir las cuotas respectivas. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el artículo 92 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz y el Sindicato Industrial de Trabajadores Eléctricos y de Telecomunicaciones (SITET) firmada el treinta de agosto de mil novecientos noventa y cinco. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. CL
6729-06. ELIMINAN BENEFICIOS A FUNCIONARIOS DE JAPDEVA. Se declara parcialmente con lugar la acción con el voto salvado de los Magistrados Calzada Armijo y Jinesta. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 9, 49, 53 y 77 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. Las normas se impugnan en cuanto estima que vulneran los principios constitucionales de razonabilidad y proporcionalidad, por cuanto contiene privilegios a favor de un grupo reducido de personas sin que existan criterios objetivos y razonables que los justifiquen. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anulan en su totalidad los artículos 44, 59 y 68 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. Asimismo, se anulan el párrafo 2° del artículo 57 y todo el artículo 70, con excepción del párrafo inicial y el acápite 2.2.5 del inciso 2° de dicho artículo. El acápite 2.2.5 del inciso 2° del artículo 70 se interpreta, conforme a la Constitución, en el sentido que la ayuda por fallecimiento del trabajador puede ser otorgada, pero debe estar debidamente reglamentada, y los montos que se asignen deben ser razonables y sujetos a control. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial.  La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. CL Parcial
6730-06. ELIMINAN BENEFICIOS A FUNCIONARIOS DE JAPDEVA. Se declara parcialmente con lugar la acción, con el voto salvado de los Magistrados Calzada Armijo y Jinesta. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Convención Colectiva de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. La normativa impugnada se estima contraria a los principios de igualdad, racionalidad, razonabilidad y proporcionalidad, al establecer, según dicen, privilegios que afectan el uso de fondos públicos, la buena gestión en la prestación de los servicios públicos e implican un uso indebido del dinero de todos los costarricenses. Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula el texto: “En casos excepcionales a juicio de JAPDEVA, este plazo de (10) DIEZ AÑOS podrá reducirse” contenido en el párrafo 3° del artículo 7 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. El artículo 53 debe ser interpretado, conforme a la Constitución, en el sentido que el monto negociado por la Junta para compensar el costo de vida de acuerdo con el índice de precios al consumidor de la zona caribe, puede ascender hasta la cifra residual de dicho importe, una vez restado el aumento decretado por el Poder Ejecutivo. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Junta de Administración Portuaria y de Desarrollo de la Vertiente Atlántica. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. En lo demás, se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción.  CL Parcial
6727-06. BENEFICIOS DE FUNCIONARIOS DE LA JUNTA DE PROTECCION SOCIAL DE SAN JOSE EN CUANTO AL TOPE DE CESANTIA. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Protección Social de San José. Consideran los recurrentes que las normas son contrarias a los principios de igualdad, racionalidad, razonabilidad y proporcionalidad, porque existe una inexistencia de tope de cesantía.  Se declara parcialmente con lugar la acción. En consecuencia, se anula el texto “sin límite de años”, contenido en el artículo 20 de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Protección Social de San José. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, según se describe en el considerando final de esta sentencia. Comuníquese este pronunciamiento a la Junta de Protección Social de San José. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese4 íntegramente en el Boletín Judicial. En lo demás, se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. CL Parcial. SE ANULA POR VOTO 14423-06.  A las dieciséis horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Federico Malavassi Calvo y otros en contra de los artículos 11, 12, 13, 14, 20, 27 y 28 y Transitorio II, todos de la Convención Colectiva de Trabajo de la Junta de Protección Social de San José. Se anula la sentencia número 06727-2006, de las catorce horas con cuarenta y dos minutos del diecisiete de mayo del dos mil seis. Se declara sin lugar la acción en todos sus extremos. Comuníquese este pronunciamiento a la Junta de Protección Social de San José. Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. En lo demás, se declara sin lugar la acción. Notifíquese. Los Magistrados Calzada y Armijo ponen nota.-

6734-06. NORMA ATIPICA. NOMBRAMIENTOS DE PROFESORES EN ESCUELA Y COLEGIO LABORATORIO DE LA UCR. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 83 de la Ley de Presupuesto Extraordinario de la República (N° 7015) modificado por el artículo 40 de la Ley de Presupuesto Extraordinario de la República número 7040 y artículos 4, 8 y 21 del Decreto Ejecutivo número 24782-MEP. Se permite hacer una regulación especial de los nombramientos de profesores mediante normas atípicas. Se excluye a los profesores de estas instituciones de Régimen de Servicio Civil, no existen plazas fijas en Escuelas y Colegio Laboratorio. Se declara con lugar la acción. En consecuencia se anulan el artículo 83 de la Ley N° 7015 y su reforma (artículo 40 de la Ley N° 7040) así como el Decreto Ejecutivo N° 24782 en su totalidad. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. CL
6705-06. TRASLADO POR REESTRUCTURACION EN LA CCSS. Alega el recurrente que trabaja como médico para la Caja Costarricense de Seguro Social, labor que ha desempeñado en diversos puestos, todos en forma interina, hasta la fecha.  Actualmente labora como Jefe del Departamento de Medicina Preventiva de la Dirección Técnica en Servicios de Salud. Indica que se le comunicó la decisión de trasladarlo al Hospital Calderón Guardia, con fundamento en una supuesta reestructuración.  Aduce que en ningún momento se le puso en conocimiento de la reestructuración en cuestión y el acto de traslado se da sin ningún fundamento y  responde a una persecución en su contra. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio DDSS-1631 del 22 de junio de 2005, mediante el cual se comunicó el traslado del amparado como funcionario del Hospital Dr. Rafael Ángel Calderón Guardia. Se ordena al Presidente Ejecutivo y a la Directora de la Dirección de Desarrollo de Servicios de Salud, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que dispongan en forma inmediata, si otra causa no lo impide, restituir al amparado, en la misma categoría y funciones que ocupaba antes del proceso de reorganización institucional, con el pleno goce de todos los derechos. CL
6511-06. SANCION IMPUESTA SIN DEBIDO PROCESO. Acusa el recurrente que el Director Deportivo del Comité recurrido le comunicó una amonestación por escrito, con copia en su expediente personal, sin darle de previo oportunidad de ejercer su defensa. Se tiene por acreditada la violación al debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio de fecha 23 de junio del 2005. Se ordena al Director Deportivo del Comité Cantonal de Deportes de Cartago que en el término improrrogable de quince días contado a partir de la notificación de esta sentencia, remueva de forma definitiva del expediente personal del recurrente, todas las copias del oficio anterior. CL
6499-06. TRASLADO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que durante seis años se ha desempeñado como Profesional Jefe 1 especialidad Derecho como Jefe de la Asesoría Legal de la Dirección General de Aduanas del Ministerio de Hacienda. Que con motivo del proceso de reestructuración que se dio en el Servicio Nacional de Aduanas, la Asesoría Legal pasó a ser la Dirección Normativa. Señala que se dispuso reubicarlo temporalmente por cuatro meses como Director de la Dirección Normativa, mientras se concluía el manual de puestos y el manual de cargos. No obstante lo anterior, por resolución RES-DGA-455-2005 de las 8:10 hrs del 19 de agosto de 2005, sin debido proceso, se le reubica de manera transitoria degradando sus funciones y eventualmente un rebajo sustancial del salario. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de la Dirección General de Aduanas Nº RES-DGA-455-2005 de las 08:10 hrs. del 19 de agosto del 2005. CL
6576-06. NO LE PERMITEN A FUNCIONARIO JUDICIAL USAR EL PELO LARGO. Se declara sin lugar el recurso con el voto salvado de los Magistrados Calzada y Cruz. Alega el recurrente que desde hace ocho años labora como oficial de investigación en la Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Sarapiquí, Heredia y por convicciones personales, basadas en sus creencias, usa su cabello largo, pues considera que su cabello es uno de los legados que Dios le ha dado. Sin embargo, por oficio 620-ORS-05, su jefe inmediato le previno que no podía usar el cabello largo y deberá cumplir con lo ordenado en el término de tres días. La prohibición de usar el pelo largo se fundamentó en lo estipulado en la circular No. 63-2003 del 23 de julio del 2003, mediante la cual el Consejo Superior del Poder Judicial dispuso actualizar la Circular No. 78-98, del 24 de septiembre de 1998 sobre la “Correcta Presentación Personal de los Funcionarios y Servidores Judiciales” y prohibirle a los varones, funcionarios de dicha Institución, utilizar el cabello largo. Además, el amparado se encuentra dentro de una relación de sujeción especial, y como tal, no solo posee una serie de derechos y atribuciones frente a la administración  sino también, una serie de obligaciones, deberes y limitaciones a respetar. Sobre sus creencias religiosas, no especifica si su la religión o culto que profesa, requiere esencialmente, la utilización de su cabello largo como parte de la manifestación externa de la libertad religiosa que dice ostentar. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Cruz salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
6472-06. NIEGAN PARTICIPACION DE LOS FUNCIONARIOS DEL MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA EN ACTIVIDADES POLITICAS. Alega el recurrente a los funcionarios del Ministerio de Seguridad Pública se les impiden reunirse en los diferentes Clubes de Partidos Políticos a fin de tratar asuntos de su interés, como si el derecho a reunirse para esos efectos estuviera limitado en la Constitución Política. La Sala reitera que el derecho de reunión y de  participación en los procesos político- electorales impuestos a los miembros de la fuerza pública fueron limitados por el legislador sustentado en el deber de objetividad y neutralidad, y los principios de independencia e imparcialidad. Se citan las sentencias 2883-96, 2134-95, 425-91, 3504-94. SL
6441-06. SUSPENSION CON GOCE DE SALARIO. Alega el recurrente que es el Gerente General de Popular Valores Puesto de Bolsa, Sociedad Anónima y que la Junta Directiva Nacional del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, le comunicó el acuerdo de suspenderlo con goce de salario, mientras se lleva a cabo una investigación. Asimismo, acusa que la resolución alude a un informe de Auditoría, al que no se le ha dado acceso. Sobre la suspensión con goce de salario no se encuentra violación alguna a los derechos fundamentales del recurrente, por cuanto no se trata de un acto sancionatorio sino de una medida cautelar dictada a efectos de una investigación y se citan las sentencias 3007-97 y 11725-02, 5796-96, 5358-99, 6044-05, 1030-06. Sobre la entrega del informe, se acredita que  al momento de la presentación del amparo no han transcurrido los 10 días previstos en el artículo 32 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional y, de todas formas ya le fue entregado. SL
6569-06. TRASLADO LABORAL. Acusa el recurrente que en el MOPT se ordenó su traslado de la Región III de Alajuela del Ministerio de Obras Públicas y Transportes a la Dirección Macro-Región Pacífico Central, en forma intempestiva, como una sanción encubierta y sin debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anula el traslado dispuesto mediante carta de presentación Nº 2006-79 del 23 de marzo de 2006 de la Dirección General de Recursos Humanos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes y se restituye al amparado, en el pleno goce de sus derechos constitucionales. CL

6411-06. PLUS SALARIAL DE ZONAJE EN EL IDA. Alega el recurrente que labora en el Instituto de Desarrollo Agrario y que recibe el componente salarial de zonaje. Que sin haber mediado noticia ni procedimiento previo,  el recurrido procedió a deducirle aproximadamente un quince por ciento del monto que recibía por dicho concepto. Sobre el tema la Sala se había pronunciado en la sentencia número 8305-03. Además, contrario a lo que afirma el recurrente, se están analizando otros amparos ante este Sala, sobre el mismo asunto planteado.  RF
6347-06. BENEFICIOS EN PAGO DEL SEGURO DE ENFERMEDAD Y MATERNIDAD A FUNCIONARIOS DE LA CCSS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 48 del Reglamento “Normativa de Relaciones Laborales de la Caja Costarricense de Seguro Social”. La norma se impugna, únicamente en tanto establece un privilegio respecto de aquellos funcionarios públicos que laboran para la Caja Costarricense del Seguro Social, en tanto los exime del pago del cincuenta por ciento de la contribución forzosa para el pago del seguro de enfermedad y maternidad. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula por inconstitucional, el artículo 48 del Reglamento denominado “Normativa de Relaciones Laborales” emitido y aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social en sesiones números 7217 y 7234 de veintitrés de mayo y treinta de junio, ambos de mil novecientos noventa y ocho, artículos 23 y 1°, respectivamente, publicado en La Gaceta número 137 de dieciséis de julio de mil novecientos noventa y ocho. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe, lo que implica que los trabajadores no están obligados a reintegrar el porcentaje no pagado de la cuota obrera para el régimen de Enfermedad y Maternidad, con anterioridad al dictado de esta sentencia. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. CL
6192-06. SUSPENSION DE PLUS SALARIAL SIN DEBIDO PROCESO EN EL PODER JUDICIAL. Alega el recurrente la violación al principio de intangibilidad de los actos propios, toda vez que acusa que ante su solicitud en el año 2000 de que fuera revisado su salario, el Departamento de Personal reconoció que se le debían pagar los incentivos de la Ley de Incentivos para Profesionales en Ciencias Médicas, lo cual procedieron a ejecutar; sin embargo, posteriormente éstos fueron suspendidos y se ordenó su reintegro, por cuanto el Consejo Superior del Poder Judicial consideró que no procedía dicho reconocimiento. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión No. 65-2000 de las ocho horas del diecisiete de agosto del dos mil, artículo XXVIII y todos aquellos actos administrativos posteriores que desconocen lo resuelto por el Jefe de la Sección de Salarios del Departamento de Personal en el oficio No. 201-S-2000 del 3 de abril del 2000, sin efectuar el procedimiento administrativo correspondiente. CL
5929-06. DESPIDO POR REESTRUCTURACIÓN EN EL MEIC. Alega el recurrente que se reorganizó la Dirección General de Pequeña y Mediana Empresa del Ministerio de Economía, por lo que se le informó que se prescindiría de sus servicios. Señala que se le ha indicado que su perfil no se ajusta al definido para las clases de puestos que se requieren en dicha Dirección. Consta que el proceso de reestructuración fue autorizado por las autoridades competentes y se encuentra a derecho. SL
5886-06. COBERTURA MÉDICA PARA FUNCIONARIOS DEL SERVICIO EXTERIOR. El Defensor de los Habitantes acusa que los funcionarios públicos que laboran para el Servicio Exterior de la República, sus dependientes, no tienen cobertura médica. Lo anterior en virtud de que a partir del mes de diciembre del 2002, dio inicio el rebajo de los montos correspondientes a la cuota obrera del 5.5% del Seguro de enfermedad y maternidad; sin embargo, reclaman que la CCSS no les brinda ningún tipo de cobertura médica, cuando éstos permanecen en los diferentes países donde son asignados. Por ello, alega que se encuentran sin protección respecto de riesgos de enfermedad y maternidad, lo que les obliga a incurrir en un doble gasto para cubrir sus necesidades de salud. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, realizar de inmediato la adquisición del seguro médico internacional, según lo dispuesto en el Acuerdo de Cooperación suscrito con el Ministerio de Relaciones Exteriores. CL
5812-06. EJECUCION DE DESPIDO CON APELACIÓN PENDIENTE. Acusa la recurrente que la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Seguridad Pública le notificó su despido sin responsabilidad patronal, pese haber interpuso el recurso de apelación ante el Tribunal Superior de Trabajo, contra la resolución del Tribunal de Servicio Civil.  Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Ministro de Seguridad Pública, que en el término improrrogable de veinticuatro horas, contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia, debe restituir a la recurrente en el puesto y funciones que venía desempeñando en la Policía de Proximidad de Pococí-Guápiles, mientras se resuelve el recurso de apelación planteado para ante el Tribunal Superior de Trabajo. Se anula el oficio de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Seguridad Pública No. 5189-05 del 17 de agosto del 2005. CL
5883-06. ACCESO A INFORMACION DE COMPUTADORA DE FUNCIONARIO PÚBLICO. Alega el recurrente que sin que existiera ningún procedimiento formal abierto en su contra, funcionarios del MOPT efectuaron -sin su autorización- una copia de los archivos contenidos en el disco duro de su computadora. Según consta en el expediente, debido a una denuncia interpuesta contra el recurrente por el supuesto uso indebido del equipo de cómputo asignado por esa institución, la Auditoría General del MOPT inició la investigación respectiva, y en el marco de la misma, se realizaron una copia de la información contenida en el disco duro de dicha computadora, con el fin de analizarla y comprobar los hechos denunciados. Aseguran que el recurrente estuvo presente durante todo el proceso de copiado de la información, contó además con la presencia de su abogado, y siempre estuvo anuente a colaborar con los recurridos. Se estima que existen tres etapas en toda investigación administrativa: La primera se refiere al inicio de la denominada investigación preliminar, la segunda fase comprende el momento desde que empieza un procedimiento administrativo y la tercera concluye con la notificación de la resolución final de la investigación a las partes. Por lo anterior y tomando en consideración que el equipo de cómputo asignado al recurrente por el MOPT en su condición de funcionario público, debe ser destinado únicamente para apoyar las funciones que son propias a su cargo, no aprecia la Sala que se haya conformado la alegada violación al artículo 24 constitucional. SL
5857-06. DOBLE INSTANCIA EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. APELACION DEBE SER RESUELTA POR UN ORGANO DIFERENTE. La recurrente acusa que se produjo una violación al debido proceso, ya que interpuso los recursos de revocatoria con apelación en subsidio contra la resolución que hizo el traslado de cargos en el procedimiento administrativo que se le sigue; sin embargo, asegura que el Órgano Director del Proceso resolvió ambos recursos. Estima la Sala que la actuación del órgano recurrido al rechazar los dos recursos planteados por la recurrente constituye una violación al principio de doble instancia en sede administrativa, toda vez que se le está impidiendo la posibilidad a la amparada de que lo resuelto pueda ser revisado por alguien distinto de quién lo ordenó, en detrimento de la garantía del debido proceso. Se declara con lugar el recurso por violación a los artículos 39 y 41 de la Constitución Política. En consecuencia, se ordena a la Presidenta del Órgano Director del Proceso que se sigue en el expediente N° 107-2005 contra la amparada, que en el término de veinticuatro horas contado a partir de la comunicación de la presente sentencia, eleve ante su Superior Jerárquico, el recurso de apelación presentado por la recurrente el 28 de octubre de 2005 contra el oficio ojl-806-2005. CL
5865-06. EJECUTAN DESPIDO ESTANDO PENDIENTE APELACION. Alega el recurrente que las autoridades de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, de modo arbitrario ejecutaron el despido acordado por el Tribunal de Servicio Civil, pese a que todavía no se han resuelto los recursos de apelación que interpuso contra esa medida.  En su criterio, la actuación del recurrido es injustificada y cercena el Derecho de la Constitución, pues considera que su impugnación tiene efecto suspensivo sobre la eficacia de ese acto. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, que dentro del término improrrogable de veinticuatro horas, contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia, debe restituir al recurrente en el cargo que desempeñaba en la dependencia accionada, o en su caso, suspenderlo con goce de salario, mientras se resuelve el recurso de apelación planteado para ante el Tribunal Superior de Trabajo. CL
5804-06. REBAJO DE PLUS SALARIAL. Alega el recurrente que se le suspendió sin debido proceso el recargo salarial del 15% de su salario base, el cual se le venía pagando desde hace varios años atrás. Se declara con lugar el recurso, por violación al principio de intangibilidad de los actos propios. Se anula el acto administrativo mediante el cual la autoridad recurrida suprimió el sobresueldo de un 15% sobre el salario base en la clase de puesto de Asesor Supervisor de Educación que venía disfrutando el amparado. CL
5820-06. ANULAN NOMBRAMIENTO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que fue nombrado en propiedad en la plaza 14619, como Técnico en Registros Médicos 3, posteriormente,  sin dársele audiencia previa u oportunidad de defensa, ni seguirse el debido proceso, la recurrida dejó sin efecto esa designación, manifestando que continuaría ocupando el código 14619 de Técnico 1 en calidad de interino. Estima la Sala que la actuación del Área de Salud de Moravia de la Caja Costarricense de Seguro Social violentó los derechos constitucionales del recurrente. Se declara con lugar el recurso. Se restituye al recurrente en el pleno goce de sus derechos. Se anula el oficio No. ASM-DIR-MED-209-06 del 20 de marzo del 2006 suscrito por, en su calidad de Directora del Área de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social de Moravia. CL
5594-06. PERMISO CON GOCE DE SALARIO PARA ATENDER A SU HIJO CON ENFERMEDAD TERMINAL.  Señala la recurrente que es madre de un menor, quien sufre las secuelas de una enfermedad congénita y Terminal denominada toxoplasmosis; que la amparada es jefa de hogar y la Caja Costarricense de Seguro Social le negó la pensión del régimen no contributivo. Asimismo la Jefatura de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública denegó la prórroga de la licencia, bajo el argumento de que ya la había utilizado por seis meses y lo único que le ofrecieron fue una licencia sin goce de salario, lo que no puede aceptar. Sobre la negativa de pensión de la CCSS, se considera que es un asunto de legalidad. Respecto a la negativa del permiso en el MEP, se comprueba que la recurrente se encuentra justamente en una situación especial y excepcional que amerita y justifica plenamente el otorgamiento de una licencia con goce de salario. Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto a la negativa del Ministerio de Educación Pública de otorgarle a la amparada una licencia con goce de salario para poder atender su hijo enfermo. CL
5597-06. DESPIDO POR REESTRUCTURACION EN LA CCSS. Alega el recurrente que el Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, le informó que se prescindía de sus servicios a partir de esa fecha, motivado por una reestructuración del área de Tecnologías de Información donde se eliminó la Dirección de Informática y el Centro de Cómputo y se crea la Dirección de Tecnología, Información y Comunicaciones. Señala que no es cierto que la reestructuración elimine el Centro de Cómputo y acusa irregularidades en el proceso. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio PE-21.644-05 de 3 de junio del 2005 del Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social y se ordena al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, restituir al amparado en el cargo que ocupaba antes de su despido, en la  Dirección de Tecnologías de Información y Comunicaciones en forma inmediata. CL
5442-06. SANCION ADMINISTRATIVA. DEBE INDICAR ANTE QUIEN INTERPONER LA APELACIÓN, QUE DEBE SER RESUELTA POR UN ORGANO DIFERENTE. Contra sanción impuesta a la recurrente. Alega que en las resoluciones impugnadas no se le indicó ante que autoridad podía plantear los recursos de revocatoria y apelación y además, el recurso de revocatoria con apelación en subsidio que la amparada interpuso, contra la resolución que acogió la recomendación del Órgano Director del Procedimiento de imponerle una sanción de dos días sin goce de salario, fue resuelta por el mismo Órgano decidor. Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción disciplinaria impuesta a la amparada de dos días de suspensión sin goce de salario, impuesta por resolución MCJD-RESOL-RH 30-05 del ocho de junio de dos mil cinco, emitida por el Departamento de Recursos Humanos. CL
5360-06. SANCIÓN DISCIPLINARIA. PRINCIPIO DE CONVALIDACION POR PRECLUSION PROCESAL.  Alega el recurrente que en procedimiento administrativo que se siguió en su contra en la Contraloría General de la República, no hubo una adecuada valoración de la pruebas, incluyendo la negativa de la Contralora General de la República de incorporar como prueba la grabación oficial de una sesión extraordinaria de la Junta Directiva del Instituto de Desarrollo Agrario. Se constata que el amparado tuvo oportunidad de defensa y la mera inconformidad con el resultado del procedimiento no constituye un supuesto amparable en esta instancia especial. Sobre el rechazo de la prueba ofrecida si citan las sentencias 10198-01, 13110-04 y 14910-04 en donde se expone el principio de convalidación por preclusión procesal. RF
5262-06. TRASLADO POR REESTRUCTURACION EN LA CCCSS. La recurrente acusa que la Caja Costarricense de Seguro Social violó su derecho al debido proceso, su derecho al trabajo y al salario porque el acto que le comunica su traslado por reestructuración carece de motivación ya que no señala el fundamento técnico de la reestructuración, no se desempeñará según su clase de puesto, no podrá desempeñar sus antiguas funciones. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio DDSS-1632-05 de 22 de junio del 2005 de la Directora de Desarrollo de Servicios de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se ordena al Gerente de la División Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, restituir en forma inmediata a la amparada en la misma categoría y funciones que ocupaba antes de la reorganización institucional, con pleno goce de todos los derechos, sin perjuicio de que se subsane la omisión de fundamentación del acto administrativo de traslado. CL
5224-06. EJECUCION DE DESPIDO ESTANDO PENDIENTE APELACION. El recurrente acusa la infracción de su derecho al debido proceso, porque el Ministro de Hacienda ejecutó el acuerdo de despido en su contra  pese a que la resolución del Tribunal de Servicio Civil que lo autorizó no se encuentra firme pues  presentó recurso de apelación ante el Tribunal de Trabajo del II Circuito Judicial de San José, que no ha sido resuelto. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Ministro de Hacienda, que en el término improrrogable de veinticuatro horas, contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia, debe restituir al recurrente en el cargo de Tramitador Aduanero, destacado en la Aduana de Limón, o en su caso, suspenderlo con goce de salario, mientras se resuelve el recurso de apelación planteado para ante el Tribunal Superior de Trabajo. Se anula el acuerdo N° 95-H del 20 de setiembre del 2005, del Presidente de la República y el Ministro recurrido. CL

4955-06. OBLIGACION DE FUNCIONARIOS PUBLICOS DE PAGAR POLIZA DE FIDELIDAD. El reproche, en este caso, se sustenta en la discrepancia con el criterio de oportunidad y conveniencia de las autoridades recurridas, en virtud de haber solicitado a los funcionarios encargados de recaudar, custodiar, o administrar  fondos y valores públicos, el cumplimiento de una garantía de quinientos mil colones como mínimo, mediante la utilización de las pólizas de fidelidad individual o colectiva, las cuales ofrece el Instituto Nacional de Seguros, en contra del criterio que sobre lo anterior pueda tener el petente, disconformidad que no resulta amparable ante esta Sala. Se citan como antecedentes las sentencias 4018-04 y 7024-05.  RP

5061-06. DESPIDO DE EMBARAZADA DURANTE PERIODO DE PRUEBA. Señala la recurrente que laboró para el Tribunal Supremo de Elecciones como Analista de Sistemas Informáticos   y que se le separó del cargo bajo el argumento de que incurrió en falta grave durante el periodo de prueba; sin embargo, aquel despido se produjo  a pesar de informarle a su superior inmediato  que se encontraba en estado de embarazo. SL
5116-06. DESPIDO DE FUNCIONARIO MUNICIPAL. Alega el recurrente, funcionario de la Municipalidad de San Carlos, que fue despedido por hostigamiento laboral. Señala que se le inició proceso de despido mediante oficio del 14 de setiembre del 2005 por hechos ya sancionados y se realizó la audiencia de prueba ante el Alcalde a pesar de que ya se había trasladado el asunto a la Junta de Relacionales Laborales. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso únicamente por violación al principio de buena fe y al derecho de defensa, en consecuencia SE ANULA todo lo actuado en el procedimiento disciplinario iniciado en contra del recurrente con posterioridad al oficio AM-1296-2005 del 10 de octubre del 2005, incluido el acto de despido efectuado mediante oficio AM-1431-2005 del 15 de noviembre del 2005, debiendo, de seguir con el procedimiento de Intención de Despido, el Alcalde de la Municipalidad de San Carlos respetar los principios de buena fe, derecho de defensa y debido proceso del recurrente. CL
5120-06. INTERINO POR INTERINO. Nombramiento de una persona en puesto ocupado por la recurrente de manera interina. Según consta en el expediente el nombramiento de la recurrente no se da por inopia, pues se nombró a otra persona sin concurso público previo. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Presidente de la Junta Administrativa el primero y Directora la segunda, ambos del Colegio San Luis Gonzaga  o a quienes en su lugar ejerzan los cargos, reinstalar a la recurrente en el puesto de Profesora de Artes Plásticas que venía ocupando. CL
5128-06. SANCION SIN DEBIDO PROCESO. COBRO ADMINISTRATIVO. Se alega supuesta imputación administrativa para cobrar al recurrente el pago del valor de objetos sustraídos de su vehículo y de propiedad municipal. Alega que no se le dio debido proceso. Se declara con lugar el recurso. Se condena a la Municipalidad de Goicoechea al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
5161-06. NO TRAMITAN DENUNCIA LABORAL CONTRA MEDICO DEL HOSPITAL MEXICO. Alegan las recurrentes que son funcionarias de enfermería del Servicio de Neonatología del Hospital México e interpusieron una denuncia ante el Jefe del Servicio de Neonatología de ese hospital, tendente a denunciar el presunto trato inadecuado de un profesional de ese centro médico, sin que les hayan tramitado su denuncia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Jefe del Servicio de Neonatología del Hospital México, a Oscar González Coto en su condición de Jefe de Departamento Ginecología-Obstetricia-Neonatología del Hospital México, al Director Médico General Interino del Hospital México y al Gerente de División Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, que procedan inmediatamente a darle el trámite debido a la denuncia presentada por las recurrentes el veinte de julio del dos mil cinco, debiendo observar rigurosamente los principios constitucionales indicados en esta sentencia, así como también se ordena a esas autoridades recurridas mantener a la recurrente bajo condiciones laborales similares a las que ostentaba antes de que suscribiera la denuncia de cita.  CL
5162-06. PAGO INCOMPLETO DE AGUINALDO. Acusa que MEP no le pagó completo su aguinaldo. Se declara con lugar recurso. En consecuencia, se ordena al Jefe del Departamento de Planillas del Ministerio de Educación Pública, o a quien en su lugar ejerza ese cargo, bajo apercibimiento de poder incurrir en desobediencia, que gire INMEDIATAMENTE a la recurrente, la diferencia que se le adeuda por concepto de aguinaldo del dos mil cinco. CL
5031-06. DESPIDO POR INCAPACIDAD. Alega la recurrente que estando incapacitada fue despedida sin que mediara procedimiento alguno para ello y sin que se le notificara sobre intención alguna en tal sentido, lo cual lesionó su derecho de defensa y la garantía del debido proceso, pues intempestivamente, cuando fue a entregar su incapacidad por disfonía correspondiente a agosto de este año, se le indica que no se le puede recibir por cuanto está despedida, situación que adicionalmente lesiona su derecho al trabajo y a la estabilidad laboral. Después de haberse agotado todos los recursos institucionales de ese Ministerio, para poder reubicar a la recurrente en un puesto cuyas funciones no recrudezcan su estado de salud, la Administración decidió cesarla de su puesto con responsabilidad patronal al tenor de lo establecido en el artículo 254 del Código de Trabajo. Así, las cosas, no se estima que la actuación de la recurrida sea arbitraria o antojadiza, sino que por el contrario, surge después de múltiples diligencias para solucionar la situación de la recurrente y dentro del marco de las potestades de la Administración, cuando concurran supuestos como el presente, en el que no resulta factible reubicar a un funcionario en otro puesto distinto sin ocasionarle un perjuicio objetivo. SL 

4730-06. DERECHO A VACACIONES. Acusa la recurrente que desde hace más de una década ocupa el cargo de Tesorera de la Municipalidad de Montes de Oro y tiene tres períodos anuales de vacaciones acumulados para un total de ochenta y seis días hábiles, debido a que el recurrido se niega a otorgarle vacaciones con base en diversas evasivas. Considera violado su derecho fundamental a vacaciones. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de Montes de Oro, programar al menos un período de las vacaciones acumuladas de la recurrente, dentro del plazo de seis meses, contado a partir de la comunicación de la presente sentencia. CL

4788-06. NO LE PERMITEN PARTICIPAR EN CONCURSO. No la dejan participar en el concurso de la plaza que viene ocupando en forma interina, como Inspectora de Facturación en el Aeropuerto Internacional Juan Santamaría. Se declara con lugar el recurso únicamente en lo que respecta al principio de participación en los concursos públicos en igualdad de condiciones. Se anula el oficio el oficio del Departamento de Administración de Personal de la Refinadora Costarricense de Petróleo Nº APE-100-06 del 10 de enero del 2005. En consecuencia, se le ordena al Director de Recursos Humanos de la Refinadora Costarricense de Petróleo, que valore la oferta de servicios presentada por la  recurrente para participar en el Concurso Interno Nº 060-2005. CL
4596-06. RECONOCIMIENTO DE ANUALIDADES SALARIALES. Se aduce que tope de 30 años a las anualidades lesiona su derecho a un salario digno y equitativo, por lo que solicita la cancelación de estos extremos salariales. Sobre el tema la Sala ya se pronunció, en sentencia  número 1309-99. RF
4768-06. CESE DE NOMBRAMIENTO. Alega la recurrente que las autoridades del Instituto Nacional de Aprendizaje de modo arbitrario le comunicaron el cese de su nombramiento a partir del 1° de enero de 2006, pese a que con anterioridad le habían indicado que su designación era por un plazo indefinido. Considera la Sala que la supresión intempestiva por parte de las autoridades del Instituto Nacional de Aprendizaje supone la lesión del principio de intangibilidad de los actos propios, derivado del artículo 34 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. Se anulan los oficios N° PDRH-3715-2005 de 8 de noviembre de 2005 y N° PDRH-4008-2005 de 29 de noviembre de 2005, suscritos por el Encargado del Proceso de Dotación de la Unidad de Recursos Humanos del Instituto Nacional de Aprendizaje, y se restituya a la agraviada en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL
4175-06. DESPIDO DE INTERINO. Señala la recurrente que en el OIJ le suspendieron nombramiento interino porque se incapacitó y no le pagan incapacidades. Se reitera que este Tribunal es del criterio que cuando se sustituye a un interino por otro más idóneo o mejor calificado, el recurso de amparo no prospera pues, incluso, durante un interinato debe respetarse el criterio constitucional de la “idoneidad comprobada”. En este caso, consta que la amparada no está elegible para el puesto que desempeña, además, que ha presentado una serie de inconvenientes que lo han llevado a concluir que no es idónea en el puesto que ejerce, lo cual le fue debidamente comunicado y tuvo oportunidad de apelar. Ver en similar sentido sentencias 6588-05, 6589-05. SL

4140-06. NIEGAN VACACIONES POR PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO PENDIENTE. Alega la recurrente que sin garantizarle el debido proceso ni el derecho de defensa, en el MOPT se le negó una solicitud para el disfrute de vacaciones, bajo el argumento de que existe una gestión de despido en su contra. Considera la Sala que las razones extendidas por la Administración para denegar el disfrute de las vacaciones de la recurrente en el período solicitado, no han sido arbitrarias ni lesivas de los derechos de la amparada y por ende, no aprecia este Tribunal Constitucional violación alguna a sus derechos constitucionalmente garantizados, además han sido debidamente fundamentadas y razonadas, atendiendo a criterios de oportunidad y conveniencia que rigen la actividad de la Administración Pública. SL
4461-06. DESPIDO DE MUJER EMBARAZADA. Se cancela nombramiento de trabajadora embarazada con dos años de laborar para misma institución, con lo que se le niega el subsidio correspondiente por su estado de gravidez. Es claro que hubo una interrupción del nombramiento, siendo notorio el estado de embarazo de la recurrente, por lo que se considera que se confirió a la afectada un trato contrario a su dignidad personal, pese a que existe la obligación constitucional del Estado de brindarle una protección especial. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula el oficio N°URMS-PSS-575-05, de 27 de octubre de 2005, tomado por el Coordinador del Proceso Supervisión de Servicios del Ministerio de Salud. Se ordena al Viceministro de Salud, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes, para que dentro del plazo improrrogable de un mes a partir de la notificación de esta sentencia, la agraviada disfrute del subsidio relativo a su licencia por maternidad. CL
4409-06. DISPONIBILIDAD DE JUECES. Jueces penales que tienen disponibilidad, sólo para asuntos urgentes; sin embargo, se les convierte en un juez de turno permanente, porque los llaman por asuntos que no son de urgencia o necesidad, quedando así sin derecho al descanso semanal y no se les pagan horas extra. Lo que se impugna no es el Reglamento de Disponibilidad, sino su aplicación, lo cual se trata de una diferencia meramente laboral que encuentra solución por los mecanismos internos creados dentro del Poder Judicial. SL
4473-06. TRASLADO DE PUESTO SIN DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que después de sus vacaciones y una incapacidad que tuvo, fue trasladado a otro puesto, en condiciones contrarias al mínimo requerido para laborar.  Reclama que se le cambiaron sus condiciones esenciales de trabajo, pues se le modificó su categoría y se le variaron sustancialmente sus funciones, cambios todos que se hicieron en su ausencia, aprovechando sus vacaciones e incapacidad, y sin darle oportunidad efectiva de oponerse. En materia de traslados, la Sala ha protegido aquellas variaciones de las condiciones laborales de los funcionarios, cuando ellas lesionen alguno de los elementos esenciales de la relación o si se aplicaron sin permitirles ejercer su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anula el traslado del actor y se ordena al Director Administrativo y Financiero del Hospital San Juan de Dios, proveer lo necesario para restituirlo, de inmediato, en las condiciones laborales que ostentaba antes de su aplicación (funciones, espacio físico, equipo de apoyo, material de trabajo). CL
3947-06. DESPIDO POR REESTRUCTURACION EN SUGEF. Señalan las recurrentes que fueron destituidas de sus puestos en la Superintendencia General de Entidades Financieras  con fundamento en un supuesto  proceso de reestructuración el  cual, a pesar de haberse aprobado por la Junta Directiva, nunca les fue puesto en conocimiento, entre otras irregularidades. Revisadas las pruebas, se desprende que las amparadas tuvieron acceso a todo el proceso y no es cierto que se les haya dejado en estado de indefensión. SL 

3132-06. SANCION CONTRA AGENTES DE SEGUROS.  Contra suspensión impuesta a Agente de Seguros por el plazo de 18 meses. Asegura que la sanción en su contra fue fijada en forma arbitraria, desproporcionada y antojadiza y no existe norma que autorice esa sanción. Se constata que la sanción administrativa impuesta a la amparada por irregularidades en el aseguramiento de vehículos, es razonable y proporcional a la falta cometida. Aunado a lo anterior, constata que ha ejercido su derecho al debido proceso y según jurisprudencia citada, como las sentencias 11445-02, 6819-02, 10735-02, la sanción está debidamente fundamentada en una norma. SL
3204-06. VIATICOS A DISCAPACITADO. Acusa el recurrente que la Contraloría General de la República rechazó su gestión en el sentido de otorgar un porcentaje mayor de viáticos  a las personas que sufren de discapacidad física, porque en las giras que debe efectuar en razón de su trabajo, sólo le reconocen una mayor cantidad de viáticos cuando se hospeda en lugares que tengan barreras arquitectónicas. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la  Contralora General de la República, sufragarle al recurrente el monto de los viáticos que exceda lo preestablecido  en el Reglamento de Gastos de Viaje y de Transporte para Funcionarios Públicos,   cuando el recurrente acredite que se ha hospedado en un hotel que no cuente con barras arquitectónicas o que tenga facilidades para los discapacitados, siempre y cuando no exceda un monto razonable. CL
3253-06. DESPIDO SIN DEBIDO PROCESO EN EL PODER JUDICIAL.  En este caso se impugna la decisión del Consejo Superior del Poder Judicial de revocar el nombramiento efectuado a favor del recurrente por el Concejo de Jueces del Tribunal Agrario del II Circuito Judicial de San José en el puesto de Asistente Judicial 3, previo a un concurso entre los auxiliares judiciales de ese despacho, lo cual se hizo a partir del conocimiento de una gestión de un interesado, en el acto, se omitió dar audiencia al amparado, quien evidentemente ostenta un interés legítimo en el resultado de dicha gestión, pues había sido escogido para ocupar esa plaza. Aunado a lo anterior, consta que en la resolución del Consejo Superior no se indicaron los motivos de esa decisión. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial adoptado en el artículo LXIX de la Sesión Nº 90-05, celebrada el 15 de noviembre de 2005, y se restituye al amparado, en el pleno goce de sus derechos. Se le ordena al Presidente del Consejo Superior del Poder Judicial y a los miembros de ese órgano abstenerse de incurrir en conductas similares a las que dieron lugar a esta sentencia estimatoria. CL
3260-06. INTERINO POR INTERINO EN EL PODER JUDICIAL.  Alega el recurrente que se ha venido desempeñando interinamente como Auxiliar Administrativo 1 en el Registro Judicial y su último nombramiento venció el treinta y uno de enero del año en curso y en lugar de prorrogar su nombramiento interino, como correspondía, nombró a otro funcionario interino en la misma plaza que él ocupaba, con lo cual se sustituyó a un funcionario interino por otro interino.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Jefe a.i. del Registro y Archivo Judicial, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes a fin de extender de manera inmediata el nombramiento interino del agraviado, en la plaza Nº 43751 que ocupó durante el período del 16 al 31 de enero de 2006, mientras subsistan las razones que dieron origen a esa designación, según los criterios que se exponen en esta sentencia. CL
3173-06. DESPIDO DE EMPRESA PRIVADA. Alega la recurrente que fue despedida por supuesta reducción de personal en una empresa privada, lo cual no fue cierto, ya que el verdadero motivo del despido fue que ella venía saliendo de una incapacidad del Instituto Nacional de Seguros, producto de un daño en la columna causado mientras trabajaba. Que con este daño no puede conseguir trabajo en otras empresas. No se logró acreditar la discriminación por razones de salud, además la recurrente salió hace tres años de la empresa y hasta ahora pretende reabrir el caso. SL 
3136-06. DESPIDO POR AUSENCIAS INJUSTIFICADAS. Alega la recurrente que fue despedida sin debido proceso por ausencias injustificadas. Reiteradamente ha sostenido esta Sala que cuando el trabajador se ausente durante varios días de su lugar de labores, sin justificación, constituye una falta cuya constatación puede ser efectuada por el patrono sin mayor trámite y esa simple verificación lo autoriza a ejercer su poder sancionador, lo que incluye aún el despido del servidor. Se cita la sentencia 1359-01. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara con lugar el recurso. SL
3257-06. ELIMINACION DE PLUS SALARIAL SIN DEBIDO PROCESO. Señala el recurrente que es perito en el IDA y ha ejercido por un tiempo superior a veinticinco años, desde 1980 se les reconoció una compensación económica al cuerpo pericial del 15 % sobre el salario base, otorgándose a título de dedicación exclusiva o prohibición.  Que sin embargo, en forma sorpresiva y sin debido proceso, se le comunicó la intempestiva eliminación de su derecho adquirido. Se declara con lugar el recurso por violación al principio de intangibilidad de los actos propios. Se anula el oficio de la Presidente Ejecutiva del Instituto de Desarrollo Agrario Nº PE-134-2006 del 18 de enero de 2006, mediante la cual se ordenó la eliminación del complemento salarial del 15% al recurrente. Restitúyase al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL

3087-06, 3088-06, 3089-06, 3090-06, 3091-06. PAGO DE DIETAS A FUNCIONARIOS PUBLICOS. Se votaron gran cantidad de amparos sobre los miembros de Juntas Directivas o de Consejos Municipales, que acusan que al momento de ser designados, se mantiene vigente el derecho a recibir dietas. Sin embargo, por ley No. 8422, se establecen una serie de prohibiciones para el pago de dietas, para personas que como ellos,  además de ocupar un cargo en Municipalidades u otras entidades, ocupan algún puesto público. La Sala consideró en la acción de inconstitucionalidad que suspendía estos amparos, que no era irrazonable la prohibición al pago de dietas a funcionarios públicos que establecía la ley impugnada. Como tampoco es violatorio de sus derechos, la modificación posterior que hizo la Asamblea Legislativa, en el sentido de que pueden pagarse las dietas cuando no haya superposición de horarios. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo pone nota. NOTA SEPARADA DEL MAGISTRADO ARMIJO SANCHO. Aunque la Sala determinó la conformidad del artículo 17 de la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública con la Constitución, nada obsta para que en el amparo pueda detectarse una vulneración a los derechos fundamentales, ya no en virtud de la norma, sino del acto mismo. Esta posibilidad está prevista en el artículo 37 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, que dispone que la falta de impugnación directa de las normas, no impedirán que los actos de aplicación individual puedan discutirse en la vía del amparo, si infringieren algún derecho fundamental del reclamante. Y mi conclusión es que, en el presente caso, la supresión de las dietas infringe el derecho reconocido en el artículo 34 de la Constitución, según el cual, a ninguna ley se le puede dar efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, o de sus derechos patrimoniales adquiridos o de situaciones jurídicas consolidadas; porque la aceptación del cargo llevaba consigo el derecho al pago de la dieta correspondiente, hasta que expirase el nombramiento y decir que no hay derecho adquirido porque las dietas no han ingresado al patrimonio me resulta contrario a toda lógica; empezando porque si hubieran ingresado al patrimonio del recurrente, ni este amparo ni el artículo 34 tendrían sentido alguno en la discusión. SL 
2971-06. TRASLADO POR PROCESO DE REORGANIZACION EN ADUANAS. Señala la recurrente que trabaja desde hace siete años como Jefa del Órgano Nacional de Valoración y Verificación Aduanera, que es un puesto de Dirección. Que en virtud de un proceso de reorganización se dispuso reubicarla en forma temporal en el puesto de Jefe del Departamento de Procesos Aduanales de la Dirección de Gestión Técnica. Estima que el traslado en cuestión es totalmente injustificado, pues si bien el Ministerio de Planificación Nacional y Política Económica emitió oficio DM-984-2005, en que se aprobó una nueva propuesta de reorganización de la Dirección General de Aduanas, lo cierto que esta reorganización no elimina ni modifica el puesto que la amparada ha venido ocupando. Que incluso, en el Decreto Ejecutivo número 32481-H, en el que se modifica el Reglamento a la Ley General de Aduanas, y en el que se reorganizan las competencias y funciones del Servicio Nacional de Aduanas, se establece en su capítulo segundo, artículo 4, que se mantiene dentro de la estructura organizativa el Órgano Nacional de Valoración y Verificación Aduanera, con rango de Dirección. Que además, las funciones sustantivas de dicho órgano se mantienen incólumes. Que con ello se corrobora que no existen razones para que se  remueva del puesto a la amparada. Que por otra parte,  el traslado de la amparada se ejecutó de forma inmediata, se le ubica en una jefatura de menor rango, y además se le traslada a un puesto de muy distinta naturaleza y con diversas funciones. Se declara con lugar el recurso, y en consecuencia, se anula la resolución RES-315-2005 de las nueve horas cuarenta minutos del veintiséis de julio de dos mil cinco. Se ordena al Director General de Aduanas, o a quien en su lugar ejerza el cargo, reinstalar a la recurrente en su puesto de Jefe del Órgano Nacional de Valoración y Verificación Aduanera de la Dirección General de Aduanas. CL
2972-06. TRASLADO POR REESTRUCTURACION EN LA CCSS. El recurrente reclama que las autoridades de la CCSS  bajo el pretexto de una reestructuración, lo removieron de su cargo como de Jefe de la Subárea de Investigación y Bioética del CENDEISSS y lo trasladaron como funcionario raso de la Subárea de Bioética Clínica, con evidente descenso de su categoría y sin que se precisaran las razones o valoraciones, aunado al hecho de que no se le ha definido su estatus o funciones. Esta Sala ha reconocido que los procesos de reestructuración constituyen un  procedimiento tendiente a modernizar la Administración Pública, con el objetivo de aumentar la eficiencia y eficacia, logrando mejorar los servicios que presta. No obstante lo anterior, en este caso concreto se ha producido una violación evidente a los derechos fundamentales del amparado, porque fue sometido a un descenso solapado de categoría, sin que exista justificación técnica, pues a pesar de estar nombrado en la misma plaza, sus funciones fueron variadas sustancialmente sin que se le indicaran los motivos. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio DE-1201-05 del treinta de junio de dos mil cinco, mediante el cual se comunicó el traslado del amparado como funcionario raso del Subárea de Bioética Clínica. Se le ordena al Gerente de la División Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, bajo pena de desobediencia, que disponga en forma inmediata restituir al amparado en la misma categoría y funciones que ocupaba antes del proceso de reorganización institucional, con el pleno goce de todos los derechos, sin perjuicio de que se subsane la omisión de fundamentación del acto administrativo de traslado. CL 

2967-06. PERMISO SINDICAL. El recurrente estima lesionados los derechos constitucionales de su representada, reconocidos por los artículos 25 y 60 constitucionales; por cuanto ante su nombramiento como Directiva Nacional de la Asociación Nacional de Empleados Públicos y Privados (ANEP), el Alcalde de la Municipalidad de Guácimo le negó una licencia sindical semanal para que la amparada pudiese asistir a las reuniones de dicha organización. La autoridad recurrida fundamentó su denegatoria en que dicha funcionaria es la única titular del Departamento de Archivo Municipal, encargada del manejo y custodia de expedientes administrativos los cuales son requeridos para trámites varios, de modo que su ausencia permanente todos los viernes afectaría la prestación del servicio y funcionamiento del Departamento del cual ella es titular. No obstante lo anterior la administración le otorgó el permiso un día al mes con disponibilidad de otorgar previa comunicación, licencias de tipo extraordinarias cuando sea posible. Se cita en el mismo sentido la sentencia 16581-05. Finalmente se indica que si bien el funcionario tiene el derecho a un tiempo determinado para ejercer las tareas correspondientes a su representación, no se trata de un derecho absoluto e irrestricto, sino que está sujeto también a las posibilidades de la empresa o institución para la que labora y que no implica necesariamente que se le deba otorgar todo el tiempo que el Sindicato unilateralmente considere. SL

2996-06. PAGO DE DIETAS A FUNCIONARIOS PUBLICOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 17 párrafo final de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, número 8422 de 6 de octubre de 2004. La norma se impugna únicamente por prohibir el pago de dietas a los funcionarios cuando actúen como miembros de juntas directivas en órganos, entes o empresas públicas de la Administración Pública. Considera la Sala que no es irrazonable la limitación del pago de dietas a funcionarios. De todas formas, el artículo impugnado fue reformado por la Asamblea Legislativa, en el sentido de que pueden pagarse las dietas a funcionarios públicos, siempre y cuando no haya superposición de horarios, lo que tampoco se considera inconstitucional. SL
2982-06. NO SE ADMITE RECURSO DE APELACION DE AMONESTACION ESCRITA. Alega la recurrente que fue sancionada con una amonestación escrita por parte del Tribunal de Inspección; sin embargo dicha sanción no admite recurso de apelación. Señala la Sala que la actividad sancionatoria de la Administración en general: el Estado y los demás entes públicos, debe permitir, sin duda, al administrado que se defienda de los actos que pudieren afectar sus derechos o intereses legítimos y para ello se requiere de notificarlo del carácter y fines del procedimiento, oírlo, darle oportunidad para presentar los argumentos, producir las pruebas pertinentes, preparar su alegación -lo que incluye el acceso a la información y a los antecedentes administrativos vinculados con la cuestión de que se trate-, hacerse representar y asesorar por abogados, técnicos y otras personas calificadas, notificarlo de manera adecuada de la decisión final que dicte la Administración y de los motivos en que ella se funde que, por supuesto, podrá recurrir. Sobre la posibilidad de recurrir en segunda instancia de la sanción impuesta, la Sala ha indicado que la Convención Americana no obliga a que todas y cada una de las resoluciones administrativas tengan recurso de apelación y que las sanciones de advertencia, apercibimiento y reprensión, por su menor trascendencia no requieren de ser revisadas por un órgano superior. Distinto es el caso de la sanción de suspensión, la que afecta en mayor medida la situación laboral y económica del sancionado, pues representa una disminución en su salario y por ser este último un derecho fundamental tutelado por nuestra Constitución, en este caso, si debe existir la posibilidad de apelación para ante el superior. Se hace referencia a las sentencias 366-05 y 642-04. SL
3001-06. CONVENCION COLECTIVA DEL BANCO CREDITO AGRICOLA DE CARTAGO. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 10.2, 13 y 34 de la Convención Colectiva de Trabajo del Banco Crédito Agrícola de Cartago. Las normas se impugnan en cuanto, en criterio de los accionantes, otorgan privilegios injustificables a los dirigentes sindicales y empleados del Banco Crédito Agrícola de Cartago, por cuanto se dispone el pago de una suma adicional por concepto de auxilio de cesantía al dirigente sindical que fuere despedido encontrándose en ejercicio, cuando no opte por la reinstalación; la concesión de permisos con goce de salario para asistir a cursos de formación sindical, hasta de dos meses si el curso es fuera del país y hasta por un mes si es dentro del país; el Banco se compromete a financiar los costos de un evento a realizarse en el mes de diciembre de cada año, corriendo por su cuenta los gastos de cada empleado que la actividad ocasione. La mayoría de la Sala consideró que la normativa impugnada, no es irrazonable ni violatoria de los parámetros del buen manejo de los fondos públicos. Se declara sin lugar la acción. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. SL
3002-06. CONVENCION COLECTIVA DEL REGISTRO NACIONAL. Acción de Inconstitucionalidad contra de la Convención Colectiva de Trabajadores del Registro Nacional. Las normas se cuestionan por cuanto establece un régimen de vacaciones y de descanso laboral que supera los plazos previstos en el artículo 59 de la Constitución Política, de manera que en atención la número de años trabajado para la institución se reconocen quince, veinte y treinta días hábiles de vacaciones, y el último viernes del mes de octubre como día libre para celebrar el día del funcionario de esa institución; se prevé el otorgamiento de licencias con goce de salario, de hasta medio tiempo para el Secretario General y el Secretario de Relaciones Laborales; sin fijación de plazo para los miembros de la Junta Directiva, o trabajadores que ésta designe, para asistir a cursos, seminarios o congresos sindicales, o para los trabajadores para asistir a las asambleas generales, parciales, ordinarias o extraordinarias del sindicato; y en ningún supuesto, se establece un plazo máximo de estos permisos; y se otorgan incentivos labores de no realizar los controles de asistencia para los funcionarios con más de quince años de servicio para el Registro y con calificaciones muy buenas.  Se declara sin lugar la acción. La mayoría de la Sala consideró que la normativa impugnada, no es irrazonable ni violatoria de los parámetros del buen manejo de los fondos públicos. La Magistrada Calzada y los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto y rechazan de plano la acción. 

2774-06. SANCION SIN DEBIDO PROCESO. Acusa que durante la instrucción del procedimiento disciplinario se le negó el acceso a su expediente administrativo, lo que implicó que no conociera las conclusiones que motivaron la sanción administrativa ordenada en su perjuicio. Además, cuestiona que la resolución en el que se le comunicó  la sanción carece de toda fundamentación. La investigación preliminar de los hechos, como lo es la indagación que hizo la Contraloría Universitaria, no necesariamente debe participar el investigado; no obstante, una vez iniciado el procedimiento disciplinario, sí debe cumplirse con el derecho de defensa garantizado por un debido proceso, lo que implica que no pueda tenerse por incorporada prueba recabada en la etapa de investigación sin que ésta vuelva a ser retomada en presencia del investigado y pueda participar en su recepción, ejerciendo su derecho de defensa interviniendo cuando lo considere pertinente. No obstante lo anterior, las resoluciones en donde se les impone la sanción impugnada, carecen de toda motivación. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Decano de la Facultad de Bellas Artes de la Universidad de Costa Rica,  anular los oficios FBA-221-05 y FBA-222-05, ambos del 29 de julio del 2005 Restitúyase a los recurrentes en pleno goce y ejercicio de sus derechos. CL
2765-06. DESPIDO DE INTERINO. En consejo de jueces del Juzgado Civil de Hacienda, se decidió no nombrarla en propiedad puesto que estaba y no darle más nombramientos interinos y, señalan que no le indicarán las razones de la decisión. Considera la Sala que si bien la recurrente no ostenta un derecho subjetivo a  seguir gozando de nombramientos interinos y el cese de su nombramiento obedeció a que la plaza que venía ocupando se asignó en propiedad a otro funcionario, lo cierto es que tiene derecho a que se motive la decisión administrativa de no brindarle más oportunidades laborales en el Despacho, por esa razón, se declara con lugar el recurso únicamente por violación al artículo 39 de la Constitución Política. En consecuencia, se ordena al Juez Coordinador del Juzgado Civil de Hacienda de Asuntos Sumarios,  que proceda de forma inmediata a la comunicación de esta sentencia, a fundamentar los motivos de la exclusión la amparada de su rol de nombramientos interinos en ese Despacho. CL
2650-06. IUS VARIANDI. Se acusa la violación, en perjuicio del amparado, de lo dispuesto en los artículos 39 de la Constitución Política, ya que al atribuirle que estaba negociando con una empresa, la producción de sueros antiofídicos, por lo que lo que condenan a pérdida de confianza, deslealtad y traición, fue despojado intempestivamente de su oficina, computadora, el personal que tenía a su cargo y sus funciones como coordinador de los laboratorios de investigación. Que todo ello de forma verbal y sin que se iniciara un procedimiento de investigación en el que le garantizara el ejercicio de su derecho de defensa. Se constata que al amparado no se le han modificado sus condiciones laborales jurídicamente establecidas. Si bien se tuvo por demostrado que la administración recurrida tomó la decisión de quitarle las llaves y el uso de una computadora con información confidencial al amparado, este Tribunal considera que son acciones que devinieron efectivamente de la falta de confianza que se generó entre el amparado y su superior. No se puede concebir como un derecho adquirido la confianza por parte del patrono, que amerite la apertura de un procedimiento, cuando no se está aplicando sanción alguna, siendo además una potestad de la administración el prever las medidas administrativas que considere pertinentes y resulten legales para resguardar los fines de la institución, como lo hizo en este caso. SL

2769-06. ELIMINACION DE PROHIBICION. Acusa la recurrente que desde enero del 2001 se le reconoció  un 25% por concepto de prohibición, luego, de de manera intempestiva le fue eliminado ese plus salarial, a partir del 1 de febrero del 2006, aduciendo que la Contraloría General de la República ordenó que a aquellos funcionarios a los cuales se les asignó el pago de esa prohibición, después del 1 de junio de 1995, se les debía eliminar. Que esto se dispuso luego de cuatro años, sin seguir un debido proceso y darle las explicaciones correspondientes para poder ejercer su derecho de defensa. El recurso se acoge en cuanto a la actuación del Instituto de Desarrollo Agrario, pues fue la autoridad que omitió realizar el procedimiento respectivo, sin que se observe violación alguna por parte de la Contraloría General de la República, la cual se limitó a detectar la irregularidad existente. Se declara con lugar el recurso por violación al principio de intangibilidad de los actos propios. Se anula la resolución PE-131-2006 de las doce horas quince minutos del dieciocho de enero de dos mil seis, mediante la cual la Presidencia Ejecutiva del Instituto de Desarrollo Agrario ordenó la eliminación del complemento salarial del veinticinco por ciento a la recurrente. Restitúyase a la amparada en el pleno goce de sus derechos fundamentales. CL 

2597-06. TRASLADO. Contra traslado de la Escuela Judicial a la Unidad de Capacitación de la Defensa Pública. Alega falta al debido proceso. El traslado efectuado, tal y como lo reconoce la amparada, lo ejecuta el Consejo Superior del Poder Judicial en pleno uso de las facultadas otorgadas en el artículo 81, inciso 6), de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  Así las cosas, ello no puede estimarse como lesivo de sus derechos fundamentales. La única manera que la actuación del empleador resulte violatoria de esos derechos, es cuando sobrepase el parámetro de discrecionalidad del ius variandi, y eso sucede cuando aquél realiza cambios esenciales en las condiciones laborales de los trabajadores, lo cual no se verifica en el caso concreto de la recurrente.  RF
2633-06. SANCION A PERITO DEL PODER JUDICIAL. Contra sanción impuesta a notario, que es perito en el Poder Judicial. Se alega falta al debido proceso. Se considera que no lleva razón el recurrente, por cuanto fue demostrado que le fue debidamente permitida por parte de las autoridades recurridas, el derecho de defensa. SL
2644-06. INTERINO POR INTERINO. Contra nombramiento de otra persona en el puesto que ocupaba en forma interina en la UNA.  Aducen que su contrato es a plazo fijo. Se constató que parte de los cursos se dejaron de impartir, porque se determinó descontinuarlos y los cursos que persistieron, están siendo impartidos por profesores que están en propiedad.  SL
2816-06. DESPIDO DE MUJER EMBARAZADA. Despiden a fiscal embarazada en el Ministerio Público. La Sala considera el amparo se encuentra prescrito, ya que al presentar la recurrente el amparo ocho meses después de su despido, existe un consentimiento tácito del acto impugnado, por lo que de conformidad con el artículo 35 de la Ley de Jurisdicción Constitucional.   Se rechaza de plano el recurso. Los Magistrados Armijo, Jinesta y Rodríguez salvan el voto y ordenan darle curso al amparo. RP

2867-06-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO CONTRA MAGISTRADO SUPLENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES. Se impugna procedimiento administrativo en contra de Magistrado Suplente del TSE, por problema con licitación de sistema informático de cédulas de identidad. Se alegan violaciones al debido proceso, entre otros aspectos, señala la reducción drástica del plazo para recurrir el acto final,   considera que resulta improcedente que se le haya impuesto una sanción disciplinaria de amonestación escrita, no sólo porque desde el veinticuatro de mayo del dos mil cuatro presentó su renuncia al cargo de Magistrado Suplente, sino porque a través de los años sólo participó de manera intermitente, en siete sesiones en que se trató el tema de la ejecución del contrato suscrito con la empresa Unisys de Centroamérica Sociedad Anónima.  Se declara sin lugar el recurso salvo en lo que se refiere a la reducción del plazo para interponer el recurso de reposición que corresponde contra el acto final. Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Los Magistrados Mora, Calzada, Jinesta salvan el voto y declaran con lugar el amparo por una incorrecta imputación de los hechos y concurren con el voto de mayoría en cuanto a la reducción del plazo para interponer el recurso de reposición correspondiente. SL
2874-06. NOMBRAMIENTO DE JUECES DEL TRIBUNAL REGISTRAL ADMINISTRATIVO. Acción de Inconstitucionalidad contra el artículo 20 de la Ley de Procedimientos de Observación de los Derechos de la Propiedad Intelectual No. 8039, Acuerdo firme No. 118, del 23 de agosto del 2005 de la Ministra de Justicia. Se impugna la destitución de los jueces del Tribunal Registral Administrativo, los cuales son nombrados políticamente cada cuatro años, por Ministro de Justicia. Considera la Sala que el Tribunal Registral Administrativo, es un órgano inmerso dentro de la estructura del Poder Ejecutivo, en este caso, en el Ministerio de Justicia y Gracia, al que se le asigna una competencia concreta, pero que sigue siendo dependiente  del jerarca del ente al que pertenece, todo lo anterior, de conformidad con el artículo 83 y 102 de la Ley General de la Administración Pública. Por lo cual, resulta absoluta y evidentemente impropia la equiparación del Tribunal Registral Administrativo a los orden jurisdiccional que pretenden los accionantes. Al tenor del artículo 111.1 de la Ley General de la Administración Pública, se deriva como elemento fundamental de una relación de empleo público el nombramiento formal del servidor mediante acto válido y eficaz, que pone en movimiento la relación de trabajo con todos sus derechos y obligaciones correspondientes, y en virtud del cual, el servidor queda sujeto a una relación de sujeción especial frente a la Administración. De manera que, al ser funcionarios públicos, su nombramiento queda sujeto a las reglas y principios constitucionales que rigen el acceso a los cargos públicos, entre los que destacan la escogencia por idoneidad comprobada, la estabilidad en el cargo y el acceso en condiciones generales de igualdad. En razón de lo anterior, se considera que el artículo impugnado no guarda ninguna contradicción en sí mismo, y es absolutamente conforme con el Derecho de la Constitución. En cuanto al acto concreto de designación de los nuevos jueces, se rechaza de plano el recurso. RF
2451-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO POR NEGARSE A FIRMAR CONTRATO DE ESTUDIOS.  Alega el recurrente que el MOPT le obliga a firmar un “Contrato de Estudios” para recibir un curso de capacitación que se imparte en tiempo laboral y como se ha negado le iniciaron un procedimiento administrativo. Se declara  parcialmente con lugar porque se comprueba una violación al principio del debido proceso en cuanto a la falta de fundamentación de la resolución que da inicio al procedimiento  y en la resolución que declara sin lugar el recurso de revocatoria, no se entraron a analizar los aspectos de fondo alegados. Se declara PARCIALMENTE con lugar el recurso y se anula la resolución que ordeno el traslado de cargos dictada al inicio del proceso, por no ser claro, preciso y circunstanciado (F.92). En lo demás se declara SIN lugar el recurso por tratarse de cuestiones de legalidad. CL Parcial
2442-06. DESPIDO. EXPEDIENTE MEDICO COMO PRUEBA. Se impugna investigación administrativa comunicándosele despido sin responsabilidad patronal.  Señala que se le involucra en el uso  indebido de  una incapacidad y los accionados, para obtener la prueba correspondiente, irrumpieron en la sección médica de la Inspección Policial y obtuvieron copias de su expediente personal, de manera que se ha dispuesto sancionarlo utilizando para ello prueba espúrea en clara trasgresión a los postulados del debido proceso, que han sido irrespetados por los accionados. La incapacidad no reviste la fuerza de una certificación, por lo que puede ser revisable en un procedimiento administrativo. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Jinesta y Araya salvan el voto y declaran con lugar el recurso, anulan el acto de despido y ordenan la reinstalación de la recurrente. SL
2395-06. ACCESO A INFORMACION DE CONCURSANTES PARA PUESTO EN EL INS. El recurrente estima que las autoridades recurridas han lesionado sus derechos fundamentales, en virtud de que ante su solicitud de información sobre los atestados de los otros candidatos al concurso de contratación para el puesto de Médico de Emergencia de la Dirección de Bomberos del Instituto Nacional de Seguros, en el cual él también es concursante, se le niega de forma absoluta, sin tomar en cuenta el carácter público que revisten los mismos al tratarse de un concurso público y sin darle la posibilidad de controlar la legalidad o procedencia de lo resuelto y por ende de ejercer la legítima defensa de sus derechos e intereses. Se hace referencia a la sentencia 8792-05, sobre el acceso a la información pública y se determina que sin fundamento alguno, se le negó al recurrente información de su interés. Se declara con lugar el recurso únicamente en cuanto se dispone que la denegatoria de acceso a los atestados solicitados por el recurrente viola el derecho reconocido en el artículo 30 de la Constitución Política, con excepción de aquellos documentos de carácter privado y confidencial que caigan bajo la tutela del artículo 24 constitucional. CL 

2117-06. ELIMINACION DE PLUS SALARIAL DE ZONAJE. Alega falta del debido proceso en la eliminación del beneficio de zonaje que venía disfrutando desde hace 15 años en el Consejo Nacional de Producción.  Se demostró que la recurrente había tenido amplia oportunidad de ejercer su derecho de defensa, en observancia del debido proceso.  Sobre si el pago de zonaje que tenía mucho tiempo de recibir, es un derecho adquirido, se consideró que se trata de un plus salarial cuyo pago procede, si de dan las circunstancias que establece la normativa aplicable. SL
2124-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO CONTRA ALCALDE MUNICIPAL. Alega el recurrente que es Alcalde Municipal y que la Contraloría inició en su contra un  procedimiento administrativo, que le fue notificdo cuando estaba fuera del país, dejándolo en total indefensión. Sobre los problemas de notificación del auto inicial esta Sala ha establecido que es un asunto ajeno al ámbito de competencia de esta Jurisdicción siendo ante el órgano que tramita el proceso disciplinario que interesa donde deberá alegarse la nulidad de la notificación que impugna. Además,  en la resolución que deniega el incidente de nulidad de notificación, se exponen las razones de hecho y derecho, refutándose el principal argumento del amparado en cuanto a que la notificación debía ser personal y el recurrente ha tenido a su alcance la posibilidad de impugnar las actuaciones del órgano director del procedimiento, tal y como se desprende de los hechos tenidos por probados. SL
2155-06. DESPIDO DE FUNCIONARIO MUNICIPAL SIN DEBIDO PROCESO. Contra despido sin debido proceso en su contra, en la Municipalidad de Aserrí. Se constató la absoluta  falta de motivación del acto de despido y la inexistencia de un procedimiento en el cual el amparado pudiera de previo ejercer su derecho de defensa. Por lo anterior, se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio MA 291-05 de 18 de abril del 2005 del Alcalde Municipal de Aserrí y se ordena restituir al amparado como Promotor Social "Profesional Municipal 1", por medio tiempo, en forma inmediata. CL
1992-06. VIOLACION AL DEBIDO PROCESO EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO EN CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA.  Se indica que se sigue en la Contraloría General de la  República con motivo de la  administración del Programa de  Reconversión Productiva, un procedimiento administrativo en contra de los amparados. Se  planteó recusación en contra del Contralor General de la República  en virtud de haber externado en  una Comisión de la Asamblea  Legislativa, a propósito del  Fideicomiso FIDAGRO, su criterio  en cuanto a que existe mal manejo  de fondos en dicho programa. Que el Contralor  General será la instancia de decisión final respecto de las  responsabilidades que se  pretenden sentar en los  procedimientos, incluida la  determinación de las sanciones  concretas a imponer. Que fue rechazada la recusación, con base en un informe interno, al que no se le dio acceso. Se considera que sobre los informes internos que son base de resoluciones administrativas dentro de un proceso, deben ser notificados a las partes.  Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por el quebranto al debido proceso. En consecuencia, se le ordena a la Contralora General de la República o a quien ejerza ese cargo, que -dentro de los ocho días siguientes a la notificación de esta resolución- notifique a los amparados el Oficio No. Co-424. CL Parcial 

2009-06. ATRASOS EN LA ENTREGA DE ORDEN PATRONAL. Alega la recurrente que desde el año 1999 trabaja para el MEP y tiene problemas con las órdenes patronales, por lo que no puede sacar ningún crédito. La Sala ha indicado que independientemente de los argumentos ofrecidos por los recurridos, las instituciones accionadas están en el deber de velar porque la Tarjeta de Comprobación de Derechos u “orden patronal” sea entregada a los asegurados, con el fin de que éstos puedan utilizar los servicios de salud que brinda la CCSS, y –en caso de requerirlo- puedan efectuar el cobro de prestaciones económicas. Además, este Tribunal ha señalado consistentemente que los errores y retrasos administrativos no pueden trasladarse al administrado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Coordinador del Sistema Centralizado de Recaudación del Ministerio de Educación Pública que proceda a resolver los problemas que presenta la recurrente con la emisión de sus órdenes patronales. CL
1950-06. REVOCATORA DE NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD. La nombraron en propiedad en el Hospital San Juan de Dios, posteriormente le indican que fue revocado su nombramiento. Se considera que la anulación o revisión de oficio de los actos administrativos favorables o declaratorios de derechos para el administrado constituye una excepción calificada a la doctrina de la inderogabilidad de los actos propios, en los que la regla general es que la Administración Pública observe los requisitos formales y sustanciales establecidos en el procedimiento de lesividad y en la nulidad absoluta, evidente y manifiesta de la Ley General de la Administración Pública puesto que ello es una garantía para el administrado. Por lo anterior, se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el acto administrativo mediante el cual se revocó el nombramiento en propiedad del amparado que consta en la acción de personal No. 0422758D del 22 de agosto del 2005. CL
2048-06. SUSPENSION LABORAL ORDENADA POR JUEZ PENAL. Los recurrentes acusan que en causa penal que se tramita en contra, el Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José ordenó imponerles -entre otras medidas cautelares- una suspensión en el ejercicio del cargo por el lapso de un mes; sin embargo, la Caja Costarricense de Seguro Social dispuso que la medida se aplicará sin goce de salario, a pesar de que la autoridad judicial no indicó concretamente la forma de ejecutar la medida. Consideran que esa decisión es arbitraria y lesiva de sus derechos. Se consideró que el investigado en un proceso penal goza de la presunción de inocencia, y por tal motivo, no puede la autoridad recurrida como patrono, imponer anticipadamente los efectos de una eventual condena ni trasladarlos a su familia que necesita subsistir mientras se tramita el proceso. Por lo anterior, salvo que el juez ordene lo contrario, la suspensión debe realizarse con goce de salario. Se declara con lugar el recurso por la suspensión sin goce de salario ordenada contra los amparados. En consecuencia, se anula el oficio número D.J.-1857-2005 del veintidós de abril de dos mil cinco, en tanto se ordenó la suspensión de los amparados sin goce de salario, toda vez que es la autoridad judicial quien debe determinar si la medida cautelar es o no con goce de salario. Los Magistrados Armijo y Abdelnour concurren con el voto de mayoría pero dan razones diferentes. El Magistrado Solano salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL

1739-06. NIEGAN ACCESO A LA INFORMACION PARA DEFENSA EN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. La recurrente interpone recurso de amparo contra el INAMU y manifiesta que en su contra se siguen dos procesos administrativos disciplinarios, en razón de lo anterior, se le dictó suspensión de su cargo por dos meses. Que tal disposición se tomó aun cuando el Reglamento Autónomo del INAMU establece un máximo de un mes para prorrogar la suspensión. Indica que solicitó a la Junta Directiva información en relación a las actas que consideró podrían ser de interés para ejercer su derecho de defensa en los procedimientos encausados en su contra. Que mediante oficio número S.J.D.-122-2005 del 6 de diciembre del 2005, la Secretaria Ejecutiva de la Junta Directiva del Instituto recurrido le comunicó que parte de la información requerida no podía ser suministrada en virtud que haber sido declarada confidencial hasta tanto no sean resueltos acuerdos en ella ordenados. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva del Instituto Nacional de las Mujeres o a quien ocupe el cargo, que en el término improrrogable de tres días, contado a partir de la notificación de esta resolución, le suministre a la recurrente copia del acta de las sesión 36-2005 de la Junta Directiva, en los términos que se indicó, solicitada por la amparada el 06 de diciembre de 2005. CL
1634-06. DESPIDO DE SINDICALISTA. Se acusa que en el procedimiento administrativo incoado por la Municipalidad de Desamparados, que finalizó con la orden de despido en contra del amparado, se violó el debido proceso en razón que no les fueron debidamente imputados los hechos acusados, no se les respetó la audiencia ante la Junta de Relaciones Laborales y el Ministerio de Trabajo, lo que constituye una persecución sindical; por otra parte, señala que el Reglamento interior no  fue aprobado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ni fue comunicado a los funcionarios y tienen derechos adquiridos por cuanto el anterior reglamento otorgaba un termino de cinco minutos para el conteo de llegadas tardías. Se analizan los alcances del fuero sindical, se demostró que no hubo violación al debido proceso y se indica que la normativa que les fue aplicada estaba vigente. SL
1401-06. REBAJO DE SALARIO. Contra rebajo de varios plus salariales sin debido proceso en Aviación Civil. –Controladores aéreos-. Alegan falta al debido proceso. SL
1512-06. CONDICIONES DE TRABAJO. Funcionario del Tribunal de Juicio de Turrialba acusa que el Poder Judicial no le da los implementos necesarios para problema de columna que padece, a pesar de las gestiones realizadas y sin tomar en cuenta que tiene un problema de salud delicado. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Jefe del Departamento de Seguridad y Salud Ocupacional del Poder Judicial, que deberá brindar al amparado el mobiliario ergonómico recomendado, dentro de un término de quince días hábiles, contados a partir de la notificación de esta resolución. Al efecto, se ordena al Jefe del Departamento de Proveeduría del Poder Judicial que concrete la compra de ese  mobiliario ergonómico dentro del mismo plazo.  CL
1395-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Contra procedimiento administrativo en su contra, con base en un informe de auditoria, sobre el cual no se les dio debido proceso. SL
1371-06. PAGO DE AGUINALDO A REGIDORES. Acusan que a Regidores no se les pagó aguinaldo en la Municipalidad de Alajuela y se les ordena devolver el que se les pagó un año antes. RF
1369-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Contra procedimiento administrativo contra el Director del Hospital Calderón Guardia, acusa que se violentó el plazo establecido para poder iniciar dicha causa, por lo que alegó la excepción de prescripción, la que se le fue rechazada sin fundamento legal alguno, lo cual estima violatorio de su derecho de defensa y debido proceso.  RF

1446-06. CESE DE NOMBRAMIENTO. La recurrente reclama que después de haber participado en el concurso para puestos docentes interinos de Educación para el Hogar en la Dirección Regional de Limón, en el cual fue nombrada como profesora de Educación para el Hogar en el Liceo de Matina con veinte lecciones, la Directora del centro educativo le indicó que las lecciones habían sido asignadas a otra funcionaria y no le permitió trabajar; fue desplazada por una profesora interina y, finalmente, el Ministro ordenó el cese de su relación laboral por renuncia tácita, sin fundamento legal alguno. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se dispone la anulación del cese de interinidad dictado por el Ministro de Educación Pública en perjuicio de la amparada mediante resolución número 896-2005 de 9:00 hrs. de 31 de mayo de 2005 y la acción de personal que lo ejecuta número 2442414; para todos los efectos legales, el nombramiento de la amparada no ha perdido eficacia alguna. CL

1108-06. CONDICIONES DE TRABAJO EN EMPRESA PRIVADA PARA MUJER EMBARAZADA. Contra empresa privada que le impone horarios para ir al baño, sin tomar en cuenta su estado de embarazo. Se declara sin lugar el recurso en el entendido de que la empresa respeta la dignidad humana de la amparada, así como las consecuencias de su estado de gravidez. SL
1056-06. SANCIONES. Contra sanciones impuestas por llegadas tardías, sin debido proceso. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara con lugar el recurso. SL 

1110-06. TRASLADO. Se acusa que fue separado temporalmente al amparado del cargo de Subdelegado de Tránsito de Limón, mientras se concluía el Diagnóstico solicitado por el Director General de la Policía de Tránsito, o hasta que él lo estimara pertinente. Que a consecuencia de lo anterior, se le comunicó que debía reintegrarse a la Delegación Central de la Policía de Tránsito de San José. Considera que los actos impugnados resultan contrarios a la garantía del debido proceso, no sólo porque no se motivan las causas que sustentan esa decisión, sino porque además, si lo que se pretendía imponerle era una medida cautelar anticipada al inicio de un procedimiento administrativo, lo cierto es, que han transcurrido más de dos meses desde que se dispuso su traslado -que además, estima contrario al ius variandi, pues se le traslada a un puesto de menor categoría, en el que devengará un salario menor y que además, no está destacado en la misma área geográfica, pues se le traslada de Limón a San José (folios 11 y 12 del expediente), sin que a la fecha se haya iniciado dicho procedimiento y sin que conozca cuáles son las causas que motivan el acto impugnado. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula el cese del nombramiento como Subdelegado Cantonal de la Policía de Tránsito de Limón y su traslado a la Delegación de la Policía de Tránsito de San José. CL
1030-06. MEDIDAS CAUTELARES EN VIA ADMINISTRATIVA. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 67 y 68 del Estatuto de Servicio Civil. Suspensión de servidor o su traslado temporal a otro puesto, por presuntas faltas, se aplican medidas cautelares, sin iniciar el procedimiento administrativo. RF
967-06. DESPIDO. Contra despido en su contra del Instituto Costarricense contra el Cáncer, como producto de un proceso de reestructuración mal ejecutado, además, la Junta Directiva declinó el despido y sin embargo, la Presidente de la Junta lo ejecutó. Se alega faltas al debido proceso y asegura que se le niega información de su interés. Se declara con lugar el recurso. Se anula la acción de personal No. 105-2004, del 5 de noviembre del 2004, restituyéndose a la amparada en el pleno goce de sus derechos. Asimismo, se le ordena a la Presidenta del Instituto Costarricense contra el Cáncer que de forma inmediata le entregue a la amparada la información de interés público que solicitó el 16 de noviembre del 2004. CL
892-06. DESPIDO. Contra resolución que ordena el despido del recurrente aduciendo la misma abandono de trabajo. Asegura que se encontraba realizando un curso del cual obtuvo una beca y contaba con la autorización correspondiente. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Jinesta Lobo salva el voto y declara con lugar el recurso con todas sus consecuencias. SL
938-06. DESPIDO. Contra despido en su contra sin debido proceso en la CCSS. Se declara con lugar el recurso, únicamente, en lo que respecta al quebranto al debido proceso. Se anula el acto que ordenó el despido sin responsabilidad patronal de la recurrente, y en consecuencia, se ordena la inmediata reinstalación de la amparada a su puesto, si otra causa no lo impide. Asimismo, se ordena retrotraer el procedimiento disciplinario seguido contra la recurrente, al momento en que ésta presentó su oposición a la propuesta de despido realizada por la Dirección de Enfermería del Hospital México. CL
852-06. CONCURSO. No le permiten participar en concurso para puesto de oficial de tránsito, por discapacidad que tiene. RF
05-016547. 781-06. REESTRUCTURACION EN ADUANAS. Contra proceso de reestructuración en la Dirección General de Aduanas, acusa que se les están haciendo pruebas para  reubicarlos, sin respetar los puestos que tenían. RP


991-06. AUMENTO SALARIAL. Los recurrentes interponen recurso de amparo contra la resolución número DG-339-2005 de las 07:00 horas del 6 de diciembre del 2005, en donde se aprobó un aumento salarial de  9,81 por ciento únicamente para los trabajadores de los estratos operativo, calificado y técnico de la estructura ocupacional cubiertos por el Estatuto del Régimen de Servicio Civil. Que a la clase profesional cubierta por el Estatuto del Régimen de Servicio Civil, a la cual pertenece el amparado, se le excluyó totalmente de dicho beneficio, aduciéndose en la referida resolución ".... que por tratarse de un ajuste salarial específico, no corresponde a una revaloración  general, sino a un ajuste técnico, por lo que sólo cubrirá a las clases que expresamente  correspondan a los estratos indicados....". Considera que los hechos discriminatorios denunciados agravian no sólo su dignidad como trabajador, sino también, significativa e injustamente, la calidad de vida del amparado respecto los demás trabajadores asalariados del país. RP
06-000703. 840-06. HORARIO DE TRABAJO. Lo nombraron en propiedad en A y A y acusa que debe trabajar 48 horas y no 41 como venía trabajando y como lo hacen los demás compañeros. RP
977-06. DESPIDO. El recurrente reclama que en el procedimiento administrativo disciplinario tramitado en su contra la autoridad recurrida rechazó ad portas el recurso de revocatoria con apelación en subsidio que interpuso, alegando que lo había hecho extemporáneamente, a pesar de que la resolución impugnada no señalaba cuáles recursos caben en su contra, ante quien se interponen o dentro de qué plazo, lesionando así su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso y en consecuencia se deja sin efecto la resolución de la Junta de Protección Social de San José de las diez horas treinta minutos del veintitrés de junio de dos mil cinco. Se retrotrae el trámite de la causa disciplinaria seguida contra el amparado al momento en que se debe dictar el acto final, para lo cual se debe tener en consideración lo indicado en esta sentencia. CL
255-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Contra procedimiento administrativo en su contra en la Inspección Judicial, debido a una denuncia anónima. RP 

311-06. SANCION. Alega violación al debido proceso en sanción disciplinaria dictada en contra del recurrente, por la Contraloría General de la República. RF
308-06. NOMBRAMIENTO. Alega que de forma irregular lo quitaron de su puesto que tenía tiempo de ocuparlo y nombraron en propiedad a otra persona sin la experiencia. RF
244-06. HORARIO DE TRABAJO. Después de 12 años de servicio, se pretende obligarlo a laborar una jornada de 44 horas por semana, cuando laboraba 38 ½ horas. RP
662-06. DESPIDO. Acusa que en el MEP dejaron sin efecto su nombramiento en propiedad, sin debido proceso. Directora de la Escuela de Palmira. Se declara con lugar el recurso por violación al principio de intangibilidad de los actos propios. Se anula el oficio DGP-DGT-0989-2005 del 12 de setiembre de 2005. En consecuencia, se restituye a la recurrente en el puesto al que fue ascendida en propiedad como Directora de Enseñanza General Básica 2 en la Escuela Palmira. CL

174-06. VACACIONES. Unilateralmente se le impuso el tiempo en que debe tomar vacaciones en el MTSS. SL

135-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Contra procedimiento administrativo en contra de su defendida, en donde se acusa que abandonó su trabajo en el Poder Judicial, para hacerse presente a un allanamiento que se le estaba haciendo a su cuñado y hacerse pasar por abogada. RP

183-06. DESPIDO DE FUNCIONARIO EN COMITÉ CANTONAL DE DEPORTES. Contra destitución de miembro del Comité Cantonal de Deportes de Oreamuno de Cartago. Alega falta al debido proceso. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula lo resuelto por el Concejo Municipal de Oreamuno en el acuerdo 4780-2005 artículo 42 de la sesión N.236-2005 de 2 de mayo del 2005. CL

FAMILIA*
13906. NO RESPETAN A MENORES DE EDAD DERECHO DE NO VISITAR A SUS ABUELOS. RESOLUCION JUDICIAL. Alegan las recurrentes menores de edad que el Juzgado Segundo de Familia de SJ no respetó su derecho a ser oídas en juicio para referirse al régimen de visita solicitado por abuelos maternos. La intención de las menores era cuestionar lo ya resuelto por el Juzgado Segundo de Familia de San José en esta sede, lo que determina que se rechace el amparo interpuesto. RP
16030-06. ADMINISTRACION DE LOS BIENES DE LOS HIJOS MENORES DE EDAD. Consulta Judicial de Constitucionalidad referente al artículo 154 del Código de Familia. Se consulta si la norma impugnada constituye una restricción injustificada de la libertad de matrimonio, así como de una de las potestades inherentes a la autoridad parental, en tanto se impide administrar los bienes de sus hijos menores, por haber contraído nupcias con persona distinta del otro progenitor. Se evacua la consulta formulada por el Juez de Familia de Heredia, mediante la resolución de las 12:30 hrs. de 23 de agosto de 2006, en el sentido que el artículo 154 del Código de Familia no lesiona el Derecho de la Constitución. Evacuada
14927-06. MEDIDAS DE PROTECCION IMPUESTAS A FAVOR MENOR DE EDAD. Señala el menor recurrente que su madre lo llevó al Hospital Nacional de Niños, con un ataque de asma, pero ahora que se recuperó dos Trabajadoras Sociales, no le permiten que regrese con su mamá y más bien quieren entregarlo al Patronato Nacional de la Infancia. Consta en el expediente que realizadas las investigaciones pertinentes, se determinó la posible situación de riesgo del menor y el Patronato, en ejercicio de sus potestades y deberes constitucionales y legales, dictó una medida a su favor, debidamente fundamentada, en la cual se pretende protegerlo, y además que la madre se someta a tratamiento psicológico y psiquiátrico. SL 
13273-06. RETENCION DE MENOR EN HOSPITAL. Acusa la recurrente que la Trabajadora Social del Hospital Calderón Guardia no le permite la salida de su hija del lugar y se le limitan las vistas a la menor a solo dos diarias, situación que estima perjudica a éste por cuanto un bebé recién nacido debe ser amamantado cada tres o cuatro horas. Alega que sobre la medida no se le dio debido proceso. Se declara con lugar el recurso únicamente contra el Patronato Nacional de la Infancia. En cuanto al Hospital Calderón Guardia, se declara sin lugar el recurso. CL
12019-06. EXCLUSION DE LA PATRIA POTESTAD POR ACUDIR A PROCEDIMIENTO DE FILIACION. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 156 del Código de Familia. La norma excluye a uno de los progenitores del ejercicio de la patria potestad, en razón de acudir a un procedimiento judicial de filiación por tener una duda razonable sobre la paternidad que se le atribuye. La autoridad parental impone no solo derechos sino además deberes y obligaciones. Sin embargo, según las circunstancias, previo a la imposición de un deber, debe otorgársele a la persona el derecho constitucional y humano al debido proceso de ley, audiencia y defensa. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anula el artículo 156 del Código de Familia. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Los Magistrados Calzada y Cruz salvan el voto y declaran sin lugar la acción. CL
11415-06. MEDIDAS TOMADAS POR EL PANI SOBRE MENORES. Alegan los recurrentes, quienes son extranjeros, que el PANI les quitó a sus hijos y que se han visto perjudicados porque en el procedimiento administrativo no han contado con un traductor. Aseguran que pretenden en forma arbitraria apartar a los menores de ellos, sin justificación alguna.  SL
7262-06. MATRIMONIO ENTRE PERSONAS DEL MISMO SEXO. Acción de Inconstitucionalidad interpuesta por Yashin Castrillo Fernández contra el artículo 14 inciso 6) del Código de Familia. La norma se impugna en cuanto establece que es legalmente imposible el matrimonio entre personas del mismo sexo. Considera el accionante que dicha disposición resulta contraria al principio de igualdad, así como al principio de libertad previsto en el artículo 28 de la Constitución Política, pues otorga un trato discriminatorio a las parejas de un mismo sexo que quieren formalizar legalmente su relación a través del matrimonio. La mayoría de la  Sala concluyó, que la imposibilidad legal para que personas del mismo sexo contraigan matrimonio, contenida en la normativa impugnada, no lesiona el principio de libertad previsto en el artículo 28, ni el contenido del numeral 33, ambos de la Carta Política, toda vez que las parejas heterosexuales no están en la misma situación que las parejas homosexuales, por lo que no procede la aplicación de la normativa desarrollada para el matrimonio, en los términos en que está actualmente concebido en nuestro ordenamiento constitucional. También se descartó el roce constitucional porque no existe impedimento legal para la convivencia entre homosexuales, y la prohibición contenida en la normativa cuestionada se refiere específicamente a la institución denominada matrimonio. Por otra parte, la mayoría de Sala consideró que en realidad existe ausencia de una regulación normativa apropiada, que regule ese tipo de uniones, sobre todo si reúnen condiciones de estabilidad y singularidad, porque un imperativo de seguridad jurídica, si no de justicia, lo hace necesario y que es el legislador derivado el que debe plantearse la necesidad de regular, de la manera que estime conveniente, los vínculos o derechos que deriven de este tipo de uniones.  Se declara sin lugar la acción. El Magistrado Vargas salva el voto, y declara con lugar la acción con sus consecuencias. El Magistrado Jinesta salva el voto, y declara con lugar la acción, por lo que admite el matrimonio entre personas del mismo sexo, dejando a salvo algunos efectos jurídicos, tales como la adopción de menores de edad y la patria potestad compartida de estos. Notifíquese. El Magistrado Cruz pone nota. SL
5407-06. DEPÓSITO PROVISIONAL DE MENOR INDÍGENA. Alega la recurrente que el PANI le quitó a su hija y dispuso su depósito provisional en casa de una tía paterna, en donde asegura que es maltratada y la institución no hace nada a pesar de sus denuncias. Consta que ante denuncia penal interpuesta por la menor, el Patrona intervino y dictó “Medida de Protección” de cuido provisional en beneficio de la niña.  Se le ubicó en el hogar de su tía paterna por el plazo de seis meses, brindando seguimiento social por ese plazo. El Patronato Nacional de la Infancia ha tomado en consideración el origen indígena de la menor por el lado materno; sin embargo, ha estimado inconveniente ubicarla en el hogar de familiares de la madre, ahora lo pertinente es que sea el juez de familia competente el que resuelva definitivamente sobre el depósito judicial. Se declara sin lugar el recurso. Notifíquese esta resolución al Juzgado de Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Turrialba, para lo de su cargo. SL
5296-06. CAUSAL DE ANULACION DEL MATRIMONIO. REQUISITOS DE LA CONSULTA JUDICIAL. Consulta Judicial de Constitucionalidad sobre el inciso 4) del artículo 15 del Código de Familia. Disolución del matrimonio por motivo de  incapacidad por impotencia absoluta o relativa, que se incurable y anterior al matrimonio. Se alega que es contrario al principio protector del matrimonio. No se evacua la consulta por no cumplir los requisitos establecidos, se cita como antecedente la sentencia 1617-97. No ha lugar a evacuar la consulta.
4192-06. NO RECIBEN DENUNCIA DE VIOLENCIA DOMESTICA. Señala la recurrente que se apersonó a la comandancia de López Mateos, con la finalidad de denunciar a su esposo quien viene ejerciendo en su contra violencia doméstica. Que los funcionarios destacados en ese puesto policial se negaron a recibirle la denuncia que pretendía plantear y también a darle sus nombres. Indican los recurridos que las denuncias son puestas por los dos miembros de la pareja, ante diferentes despachos, por esa razón no se le atendió la solicitud. Según lo informaron las autoridades judiciales, no existe problema alguno en que se planteen dos denuncias simultáneamente y las autoridades públicas están en deber de atenderlas y es a la autoridad competente a la que corresponde resolver de conformidad, con base en ello, se considera violatoria la negativa de recibir la denuncia planteada.  CL 
1238-06. EXAMEN MEDICO PREVIO A INSCRIBIR MATRIMONIO. Extranjera naturalizada costarricense se hizo un cambio de sexo y se casó en el extranjero, al venir a Costa Rica, pretendía que mediante un ocurso se le cambiara el sexo en la cédula de identidad y así poder inscribir el matrimonio. Asegura que en el Registro Civil le fue solicitado un examen físico de sus partes íntimas, previo a inscribir su matrimonio en Costa Rica, lo cual, finalmente no fue demostrado ante la Sala. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Cruz salvan el voto y dan plazo a los recurridos para convertir en acción. SL
INTIMIDAD

5607-06. CORREOS ELECTRONICOS PRIVADOS COMO PRUEBA EN PROCESO ADMINISTRATIVO ANTE COLEGIO PROFESIONAL. Alega la recurrente que fue visitadora médica especializada en ventas de productos farmacéuticos de una empresa y su jefe inmediato le quitó su computadora personal contra su voluntad argumentando que pertenece a la empresa, pero donde llevaba agendas personales y archivos totalmente privados e íntimos. Señala que el 27 de junio de 2005, el Gerente de Recursos Humanos le informó su despido por disposición unilateral del patrono. En forma paralela se interpuso una queja en el Colegio de Farmacéuticos aportando todos sus correos privados sacados en forma ilícita donde se consignan asuntos íntimos para sustentar la mencionada queja.  Alega que el Tribunal de Honor del Colegio de Farmacéuticos dispuso abrir el respectivo procedimiento disciplinario. Considera que con dichas actuaciones se pone en riesgo su derecho a la intimidad pues en la audiencia se van a leer sus correos privados y ello pone en peligro la realización de un proceso justo. Estima que se está amenazando su derecho a la intimidad tutelado en el artículo 24 de la Constitución Política y las garantías al debido proceso.  Se declara con lugar el recurso únicamente por violación al derecho tutelado en el artículo 24 de la Constitución Política. Se le ordena a la Presidenta a.i. del Colegio de Farmacéuticos, evitar toda nueva violación o amenaza, perturbación o restricción semejante al hecho que sirvió de base a esta declaratoria en perjuicio de la recurrente, debiendo en forma inmediata desglosar del expediente administrativo los correos privados de la amparada y entregárselos a la misma. En cuanto a los demás extremos, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial.
REGISTRO CIVIL

10093-06. PLAZO DE INSCRIPCIÓN DE MATRIMONIO DE EXTRANJEROS. Alega el recurrente que se ha dilatado en exceso la inscripción de un matrimonio de personas extranjeras, el cual se produjo desde hace cuatro meses, siendo que la inscripción de matrimonios costarricenses es muy rápida. Ha comprobado la Sala que en efecto ha transcurrido más de dos meses desde que se inició el trámite de inscripción del matrimonio, sin que a la fecha de interposición de la acción se haya logrado la inscripción. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Directora del Registro Civil, o a quien ejerza ese cargo, que dentro del mes siguiente a la notificación de este proceso, proceda a la inscripción del matrimonio de la amparada, si otra causa distinta a la examinada en el sub- lite no lo impide. CL
7721-06. CAMBIO DE APELLIDOS. Alega la recurrente que sin haberle notificado personalmente de un proceso iniciado de oficio por el Registro Civil en su perjuicio, se emitió acto final en dicho proceso mediante el cual se ordenó cambiar sus apellidos, sin que exista un motivo o decisión judicial que así lo ordenara. Consta que a la recurrente se le dio audiencia y oportunidad de defensa. La decisión del cambio de apellido obedece al cumplimiento y respeto de la presunción de paternidad que recoge el artículo 69 del Código de Familia, presunción legal que, por su carácter impositivo, hace a los órganos electorales en materia de registros, velar siempre por su debida y correcta aplicación. SL
MINORIAS

11962-06. NIEGAN DERECHO DE PENSION A PAREJA HOMOSEXUAL. Alega el recurrente que solicitó a la CCSS que se le concediera pensión por muerte de su compañero sentimental a quien atendió hasta su muerte, pero su gestión le fue denegada. Señala que la institución aduce que no se configura la unión de hecho, al tratarse de una pareja homosexual, con lo que no está de acuerdo, pues considera que tiene derecho a que se le reconozca el beneficio de pensión,  aún sin existir relación matrimonial o unión de hecho. Consta que el recurrente solicita la pensión que pretende mediante una declaración jurada, lo que legalmente no procede. Además, tampoco se cumplen los supuestos establecidos en el Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. SL
4803-06. CONDICIONES DE TRABAJO DE PERSONA CON DISCAPACIDAD. Alega el recurrente que labora en la Delegación de la Fuerza Pública de Grecia, desde hace dos años y a pesar de todo este tiempo transcurrido, no se le ha facilitado una rampa o servicio sanitario especial para una persona que por su discapacidad tiene que manejarse todo el día en silla de ruedas. Se declara CON lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Ministro de Seguridad Pública, girar las instrucciones pertinentes a efectos de que se proceda inmediatamente a la construcción de las adaptaciones necesarias en la Delegación de la Policía de Proximidad de Grecia para la condición del amparado, asimismo que informe a esta Sala de los avances de la construcción y del momento en que éstas estén debidamente terminadas. CL
4805-06. CONDICIONES PARA PERSONAS DISCAPACITADAS EN CENTROS RECREATIVOS DE RECOPE. Alega el recurrente que es asociado y persona discapacitada de los centros recreativos del Fondo de Ahorro de RECOPE ubicadas en Goicoechea, San Antonio de Belén y Manzanillo de Limón; sin embargo, son violatorias del principio de igualdad por cuanto ninguna es accesible a los discapacitados, a pesar de que todas ellas fueron construidas después de promulgada la ley 7600. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Presidente de la Junta Administradora del Fondo de Ahorro, Préstamo, Vivienda, Recreación y Garantía de los Trabajadores de RECOPE, girar las instrucciones pertinentes a efectos de que se proceda inmediatamente a la construcción de las adaptaciones necesarias en las instalaciones administrativas y recreativas de dicho Fondo para la condición del amparado y del resto de discapacitados posibles usuarios, asimismo que informe a esta Sala de los avances de la construcción y del momento en que éstas estén debidamente terminadas. CL
NOTARIADO

15773-06. NOTARIOS EN DEPENDENCIAS PÚBLICAS. Señalan los recurrentes que son notarios públicos desde hace tres años y se desempeñan en la División Jurídica del Banco de Costa Rica en donde no existe prohibición para el ejercicio del notariado. Afirman que la Dirección de Notariado publicó un aviso dirigido a todos los notarios públicos que ejercen cargos en cualquier dependencia del Sector Público, indicando que por Ley, todas las personas que ocupan cargos en cualquier dependencia del Sector Público o en la estructuras según modelos organizacionales de derecho privado, no pueden ejercer el notariado y se les otorgó un plazo para entregar sus protocolos bajo apercibimiento de iniciar los respectivos procedimientos de inhabilitación. Sobre el tema se citan las sentencias 9037-06 y 9564-06. Se rechaza por el fondo el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y ordena dar curso. RF  

14903-06. SANCION A NOTARIO POR NO INSCRIBIR DOCUMENTOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 144, inciso a) in fine, del Código Notarial. Alega el recurrente que la norma impugnada establece una sanción a los notarios por no inscribir documentos y se le mantendrá hasta que el mismo quede inscrito, a pesar de que existen razones fuera de su alcance, para concluir la inscripción. Sobre el tema la Sala se pronunció en la sentencia número 10087-02, en donde se determinó que la prolongación de la suspensión notarial establecida en la norma de comentario no es per se inconstitucional, puesto que supone que ella es exclusivamente atribuible a la conducta del Notario que persiste en no completar el trámite de inscripción a su cargo. RF

14902-06. CASACION EN MATERIAL NOTARIAL.  Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 158 del Código Notarial y la jurisprudencia del Tribunal de Notariado acerca del artículo 39 ibídem. Alega el recurrente que en el artículo 39 del Código Notarial se exige al notario asegurarse de la identidad de las personas, solicitándoles otros documentos aparte de la cédula, a pesar de que la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones declara a esa credencial como única y suficiente al efecto. Sobre el 158 del mismo texto legal, señala que es violatorio del debido proceso el que solo proceda el recurso de casación contra las sentencias del Tribunal de Notariado cuando medie una pretensión resarcitoria y no cuando ésta sea exclusivamente disciplinaria. Sobre el primer tema planteado, se indica que no alcanza a plantear un conflicto de constitucionalidad cuya solución exija de la intervención de esta Sala. Sobre el segundo tema se citan las sentencias 4867-04 y 12404-04. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto cuestiona la jurisprudencia del Tribunal de Notariado relativa a la aplicación del artículo 39 del Código Notarial. Con relación al artículo 158 ibídem, estése el accionante a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2004-04867 de las 14:59 horas del 5 de mayo del 2004. RF
14008-06. PROCEDIMIENTO PARA INHABILITACIÓN DE NOTARIOS. Alegan los recurrentes, notarios del Banco de Costa Rica, que la Dirección Nacional de Notariado inició en su contra procedimientos de inhabilitación, para determinar si procede decretar su inhabilitación como notarios. Aseguran que se lesionó su derecho al debido proceso pues no se hizo traslado de cargos y se invierte la carga de la prueba. Sobre la contratación de notarios por parte de la administración, la Sala se pronunció en las sentencias 444-00, 4258-00. Sobre la apertura del procedimiento a los recurridos, es únicamente para determinar si se cumplen con los requisitos para las funciones que desempeñan, lo cual es obligación de la Dirección fiscalizar su cumplimiento. SL
12919-06. DOBLE INSTANCIA EN VIA ADMINISTRATIVA. Señala el recurrente que la Dirección Nacional de Notariado le impuso un mes de suspensión, pero no aceptó sus recursos, lesionando con ello su derecho a la doble instancia. Respecto a este tema la Sala se ha pronunciado negativamente en las sentencias 5612-05, 2434-04, 2682-04 y 2084-04. Al no haber elementos para cambiar el criterio, se rechaza por el fondo el recurso. RF

12615-06. INABILITACION  NOTARIADO. DOBLE INSTANCIA EN VIA ADMINISTRATIVA. Alega el recurrente que la Dirección Nacional de Notariado, declaró su inhabilitación como Notario Público, en forma injustificada y sin fundamento alguno. Señala también que le fue denegada la apelación que interpuso contra esa decisión. Consta en este caso que las resoluciones dictadas por la Dirección Nacional de Notariado en el procedimiento de inhabilitación instaurado contra el actor gozan de la sustentación debida. Sobre la negativa de la recurrida de conocer el recurso de apelación, también se debe denegar el recurso, pues la Sala ha considerado que a la doble instancia en sede administrativa o no existe, teniendo en consideración que el particular afectado cuenta con la posibilidad de cuestionar la validez del acto lesivo ante la Jurisdicción ordinaria. Sobre el tema se cita la sentencia 13585-03. SL
12578-06. INHABILITACIÓN DE NOTARIO. Señala el recurrente que la Dirección Nacional de Notariado de modo arbitrario instauró un proceso de inhabilitación en su contra, pese a que con anterioridad la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia había revocado el criterio vertido por la autoridad accionada, en cuya virtud se había denegado la autorización para el ejercicio de la actividad notarial. Sobre el caso aquí planteado la Sala resolvió un asunto similar, en la sentencia 9036-06. Consta que el accionante desempeña un puesto en propiedad en el ICE. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Sosto salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
12070-06. NIEGAN EJERCICIO NOTARIADO A FUNCIONARIO PÚBLICO. Alega el recurrente que la Dirección Nacional de Notariado decretó su inhabilitación aun cuando en la institución donde trabaja no se prohíbe el ejercicio externo del notariado y no recibe prohibición ni dedicación exclusiva. Existen dos tipos de situaciones en los notarios: a) Los primeros, se encuentran bajo el régimen de empleo público o notarios de planta, aquellos contratados para prestar sus servicios notariales, a cambio del pago de un salario, quienes gozan de dedicación exclusiva o prohibición, y tiene prohibido el ejercicio privado del notariado y el cobro de honorarios al Estado por la prestación dicho servicio (artículo 7 inciso b) y artículo 8 segundo párrafo del Código Notarial y artículo 67 de la Ley de Contratación Administrativa). b) En un segundo tipo se encuentran los notarios públicos que tienen un cargo público y ejercen de forma privada,  si cumplen con los requisitos señalados en el artículo 4 inciso f) y artículo 5 inciso d) del Código Notarial, que son: estar contratado a plazo fijo, no estar sujeto al régimen de Servicio Civil, no recibir compensación económica por prohibición o dedicación exclusiva y no tener superposición horaria, requisitos que no cumple. En este caso, consta que el recurrente no cumple los requisitos. Se cita la sentencia 9037-06. Se rechaza por el fondo el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y ordena dar curso al amparo. RF
11732-06. EJERCICIO DEL NOTARIADO Y FUNCIÓN PÚBLICA. Alega la recurrente acusa que  en razón de una interpretación errónea e inadecuada, la Directora Nacional de Notariado establece un ámbito de acción extremadamente reducido que minimiza la figura del notario institucional al punto que la hace inoperante, pues considera que el notario institucional está limitado a realizar actos notariales exclusivamente cuando la institución en que labora  es parte, dejando por fuera, cuando se trata de escrituras públicas correspondientes a la formalización de créditos bancario, donde se da la compra de bienes inmuebles y el otorgamiento de hipotecas, así como cancelaciones de estas.  Las atribuciones de los notarios públicos no están señaladas en la Constitución Política, ni en Tratado Internacional alguno, sino que son precisadas en el ordenamiento infraconstitucional y forman parte del bloque de la legalidad. Se cita la sentencia 5760-04. SL 

9773-06. LIMITACIONES PARA EL EJERCICIO DEL NOTARIADO DE FUNCIONARIO PÚBLICO. Se aduce que la Dirección Nacional de Notariado dicta directrices ilegítimas que prohíben el ejercicio del notariado a funcionarios públicos que habiendo obtenido el grado no han sido contratados como tales, ni se les paga prohibición o dedicación exclusiva. Se declara sin lugar el recurso.- El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso.- SL
9038-06. NIEGAN AUTORIZACION A FUNCIONARIA PÚBLICA PARA EJERCER NOTARIADO. Alega el recurrente que se encuentra inscrita como notario público.  Sin embargo, en dos ocasiones la Dirección Nacional de Notariado le ha denegado su solicitud de habilitación como notario público por el simple hecho de ser funcionaria pública.  Indica que no le afecta ninguno de los impedimentos que establece el artículo 4 del Código Notarial y ha cumplido con todos los requisitos que se le han pedido.  Señala que ocupa un puesto de oficinista en el Instituto Nacional de Seguros, no un puesto profesional, no recibe compensación salarial por concepto de dedicación exclusiva, ni prohibición y no tiene impedimento para el ejercicio externo del notariado. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Rodríguez salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
9036-06. NIEGAN AUTORIZACION A FUNCIONARIO PÚBLICO PARA EJERCER NOTARIADO. Alega el recurrente que trabaja en el Consejo Nacional de Producción y a pesar que en la institución no se le prohíbe el ejercicio externo del notariado y no recibe monto alguno por dedicación exclusiva ni prohibición, la Dirección Nacional de Notariado lo inhabilitó para ejercer la actividad notarial, lo cual estima violatorio de su derecho al trabajo. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Rodríguez salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
9037-06. NIEGAN AUTORIZACION A FUNCIONARIO PÚBLICO PARA EJERCER NOTARIADO. Alega el recurrente que trabaja en el Instituto Costarricense de Electricidad y a pesar que en la institución no se le prohíbe el ejercicio externo del notariado y no recibe monto alguno por dedicación exclusiva ni prohibición, la Dirección Nacional de Notariado lo inhabilitó para ejercer la actividad notarial, lo cual estima violatorio de su derecho al trabajo. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Armijo y Rodríguez salvan el voto y declaran con lugar el recurso. SL
7965-06. UBICACIÓN DE LA DIRECCION DE NOTARIADO EN EL PODER JUDICIAL. Acción de Inconstitucionalidad de Enrique Rojas Franco contra el artículo 21 del Código Notarial. La normativa se impugna aduciendo que ubicar la  Dirección Nacional de Notariado en el Poder Judicial, presenta dos inconstitucionalidades fundamentales en primer lugar, por tratarse de una dependencia que realiza una función esencialmente administrativa -referida específicamente al control en el ejercicio de la función notarial, para lo cual, se le confiere de la respectiva potestad disciplinaria de los notarios-, que no coadyuva a la función esencial que por voluntad expresa de los constituyentes, se delegó en este Poder, sea la función jurisdiccional y en segundo  lugar, por estimar que se infringe el principio de la especialidad  presupuestaria, por cuanto, por mandato constitucional expreso (párrafo  segundo del artículo  177 de la Constitución Política), se asigna, al menos  el seis por ciento 6% de los ingresos calculados por el año económico, para  sufragar los gastos del Poder Judicial a fin de que este pueda cumplir el cometido constitucionalmente asignado.  Se declara con lugar la acción. Se anula, por inconstitucional, lo siguiente: a) del artículo 21 del Código Notarial, Ley No. 7764 del 17 de abril de 1998 la frase que indica "(...) dependencia del Poder Judicial (...)" y, "(...) según lo establezca internamente la Corte Suprema de Justicia", b) del artículo 6 de esa misma norma las dos frases que rezan "(...) al Poder Judicial (...)". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan en el tiempo los efectos de la presente declaratoria de inconstitucionalidad, de modo que la Dirección Nacional de Notariado continuará adscrita al Poder Judicial, únicamente, por el plazo de tres años, contado a partir de la publicación de esta sentencia. Antes de la expiración de esa fecha, la Asamblea Legislativa deberá definir a que ente u órgano público adscribe la Dirección de Notariado, así como efectuar los ajustes legislativos en el Código de la materia para determinar el procedimiento de nombramiento y el órgano que designa al Director. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa para lo de su cargo. CL
8499-06. UBICACIÓN DE LA DIRECCION DE NOTARIADO EN EL PODER JUDICIAL. SE CORRIGE ERROR MATERIAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 21 del Código Notarial. Se corrige el error material consignado en el Considerando X y en la parte dispositiva del Voto No. 7965 de las 16:58 hrs. del 31 de mayo del 2006 en el sentido que se anula por conexidad el artículo 6° del Código Notarial, por lo que el Por Tanto debe leerse correctamente de la siguiente forma: "Se declara con lugar la acción. Se anula, por inconstitucional, lo siguiente: a) del artículo 21 del Código Notarial, Ley No. 7764 del 17 de abril de 1998 la frase que indica "(...) dependencia del Poder Judicial (...)" y, "(...) según lo establezca internamente la Corte Suprema de Justicia", b) del artículo 6 de la Ley Nº 3245 del 3 de diciembre de 1963 las dos frases que rezan "(...) al Poder Judicial (...)". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan en el tiempo los efectos de la presente declaratoria de inconstitucionalidad, de modo que la Dirección Nacional de Notariado continuará adscrita al Poder Judicial, hasta por el plazo de tres años, contado a partir de la publicación de esta sentencia. Antes de la expiración de esa fecha, la Asamblea Legislativa deberá definir a que ente u órgano público adscribe la Dirección de Notariado, así como efectuar los ajustes legislativos en el Código de la materia para determinar el procedimiento de nombramiento y el órgano que designa al Director.

7963-06. RECURSO DE CASACION EN PROCESOS CONTRA NOTARIOS. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 158 del Código Notarial. La norma se impugna en cuanto limita y restringe la posibilidad de impugnar el fallo ante el Tribunal de Casación Penal, quedando supeditada esa posibilidad a la voluntad del denunciante, pues si éste no interpone pretensión resarcitoria, limita y deniega el derecho del denunciado a la doble instancia o a la tercera instancia rogada, derechos que pertenecen al denunciado y no pueden ser limitados por la voluntad del denunciante. Se rechaza de plano por falta de requisitos y se indica que el punto fue analizado por la Sala en la sentencia número 4867-04. RP
5964-06. CASACION EN MATERIA NOTARIAL. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 141 y concordantes; y 158 del Código Notarial. Limitaciones al recurso de casación en procesos disciplinarios contra notarios públicos. RF
4772-06. SANCION A NOTARIO. NOTIFICACION POR EDICTO. Contra sanción a notario sin debido proceso. Asegura que le fue notificada por edicto. Se cita la sentencia número 8197-99 y se reitera que la comunicación de las sanciones por medio de edicto es inconstitucional, por lo que se estima infringido el derecho al debido proceso del amparado.  CL
4756-06. NIEGAN RECIBIR DOCUMENTO EN REGISTRO CIVIL.  Señala el recurrente que se presentó ante el Registro Civil a inscribir un matrimonio, debido a un error en la escritura original, concretamente en el número de cédula de la contrayente, realizó la correspondiente razón notaria; sin embargo, se negaron a recibirla. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anulan las directrices giradas a la Unidad de Recepción de la Sección de Inscripción del Registro Civil, que le impiden a los administrados presentar documentación adicional para los expedientes que se encuentran en trámite y prevenir al recurrido que se abstenga de incurrir en hechos como los que dieron mérito a la estimación de este recurso. Se le ordena al Jefe a.i. de la Sección de Inscripciones del Registro Civil,  que disponga las medidas administrativas que se encuentren en el ámbito de su competencia para que se reciba y tramite como en Derecho corresponda, la documentación adicional que se presente. CL 

PODER JUDICIAL*
3669-06. SE ANULA OBLIGACION DE AGOTAR LA VIA ADMINISTRATIVA PARA PLANTEAR PROCESO EN VIA CONTENCIOSA Y LA INADMISIBILIDAD EN VIA CONTENCIOSA DE LOS ACTOS TACITAMENTE CONSENTIDOS. Consulta Judicial del Juzgado Contencioso Administrativo, en donde se cuestiona la constitucionalidad de la obligatoriedad del agotamiento previo de la vía administrativa, como condición para la admisibilidad en un proceso ordinario ante la jurisdicción contenciosa administrativa y cuestiona también, la normativa que dispone que el acto consentido tácitamente, por no haber sido recurrido en tiempo y forma, determinará la inadmisibilidad de la acción contencioso administrativa. Se considera que la administración tarda mucho tiempo en la resolución de los asuntos en vía administrativa, violando con ello el principio de justicia  pronta y cumplida. La Sala Constitucional estimó que el agotamiento de la vía administrativa como requisito para acceder a la jurisdicción contencioso-administrativa, debe ser facultativo u optativo, esto es, que sea el ciudadano el que pondere si decide hacerlo o no acudiendo directamente ante el Juez. Se dejó a salvo el agotamiento de la vía en los casos en que la Constitución determina el requisito, que es en materia municipal y de contratación administrativa. Se evacua la consulta judicial en el sentido que los párrafos 1° y 2° del  artículo 31, en cuanto disponen “1. Será requisito para admitir la acción contencioso-administrativa el agotamiento de la vía administrativa. 2. Este trámite se entenderá cumplido: a) Cuando se haya hecho uso en tiempo y forma de todos los recursos administrativos que tuviere el negocio; y b) cuando la ley lo disponga expresamente.(…)” y el inciso a) del párrafo 1° del artículo 21, al preceptuar que no será admisible la acción contencioso administrativa respecto de los actos tácitamente consentidos, ambos de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (No. 3667 del 12 de marzo de 1966), son inconstitucionales. Por lo que se anula la totalidad de los párrafos 1° y 2° del artículo 31 y la frase “ o por no haber sido recurridos en tiempo y forma (…) del inciso a) del párrafo 1° del artículo 21, ambos de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Por conexidad con las normas consultadas se anulan, por inconstitucionales, las siguientes: a) La frase del artículo 18, párrafo 1° de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, en cuanto establece “(…) que no sean susceptibles de ulterior recurso en vía administrativa (…)”; b) el inciso d) del párrafo 1° del artículo 41 de ese cuerpo normativo en cuanto dispone “d) Que no está agotada la vía administrativa”; c) El párrafo 3° del artículo 33 de esa ley al preceptuar “3. La falta de agotamiento de la vía administrativa dará lugar a su alegación, por vía de defensa previa, si el Tribunal no apreciare el defecto en la oportunidad prevista en el artículo 41”; d) la frase final del párrafo 4° del artículo 33 al señalar “(…) por no haber sido recurridos administrativamente en tiempo y forma”; e) el inciso c) del artículo 50 de la ley referida al indicar “c) La falta de agotamiento de la vía administrativa”. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas consultadas y conexas, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos y situaciones jurídicas consolidadas en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Los Magistrados Solano y Vargas salvan el voto y declaran sin lugar la consulta por no estimar inconstitucional lo consultado. CL
SEGUROS
17419-06. PAGO DE INCAPACIDADES POR PARTE DEL INS. Manifiesta el recurrente que fue impactado por un vehículo cuando conducía una motocicleta, quedando inconsciente en el sitio del accidente y siendo luego conducido al Hospital de Ciudad Neily. Manifiesta que a base de mucha insistencia se le ha brindado alguna atención médica por parte del Instituto Nacional de Seguros. Señala que se le otorgaron dos incapacidades; sin embargo, la autoridad recurrida se niega a cancelarle tales incapacidades argumentado que no tiene patrón ni salario fijo, ello a pesar de que el vehículo causante del atropello tiene el seguro obligatorio pero  también la motocicleta que conducía tiene póliza particular por daños a terceros.  Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros, adoptar las medidas necesarias a fin de que se le pague al recurrente el subsidio por incapacidad que le corresponda de conformidad con lo resuelto en esta sentencia. En cuanto a la alegada vulneración al derecho a la salud, se declara sin lugar el recurso. CL
17341-06. RECARGO EN POLIZA DE SEGURO POR ENFERMEDAD. Reclama el recurrente el recargo sobre la prima de póliza de seguro médico de un 25% por padecer de hipertensión arterial dislipidemia y además de excluir de dicha póliza todos los gastos médicos derivados de tratamientos o complicaciones por concepto de hipertensión arterial, dislipidemia, por haberse presentado esas enfermedades con posterioridad a la suscripción del contrato de seguro. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo del  Instituto Nacional de Seguros, que en el plazo de quince días contados a partir de la notificación de esta sentencia, proceda a realizar el trámite respectivo que ofrezca al amparado la opción de incrementar la cobertura de gastos médicos a ocho millones de colones por él solicitada, que incluya  los padecimientos directamente relacionados con la hipertensión y dislepidemia con el monto de la prima que se fije según la magnitud de exposición al riesgo que presentan esas enfermedades contraídas antes de la gestión de aumento de la póliza. Asimismo se le ordena, en caso de que no se hubiere ya hecho, gestionar el reintegro a favor del amparado, del porcentaje cobrado de más sobre la cuota por gastos médicos. CL
17340-06. EXCLUSION DE POLIZA DE VIDA POR RAZON DE LA EDAD. Alega el recurrente que el Instituto Nacional de Seguros, lo excluyó de una póliza Colectiva de Vida, por contar con 67 años de edad. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros, que emita las órdenes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y de su competencia, a efecto de que de forma inmediata se incluya al recurrente en la Póliza de Vida Colectiva del contrato de pensión voluntaria número 75-7039820, cuenta 97039220, suscrito con Interfin Banex OPC S.A. CL
14460-06. REGIMEN DE TRABAJADOR INDEPENDIENTE. Alega el recurrente que como trabajador independiente, se le exige afiliarse y cotizar para el régimen del Seguro de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social, con sustento en el Transitorio XII de la Ley de Protección al Trabajador, a pesar de que ejerce la abogacía -como actividad supletoria-, pues se encuentra pensionado.  Sobre el tema la Sala se pronunció en las sentencias 16404-05 y 2097-06. Se rechaza por el fondo el recurso. La Magistrada Calzada salva el voto y ordena dar curso al amparo. RF
5743-06. SEGURO OBLIGATORIO EXIGIDO A PROFESIONALES LIBERALES. El recurrente reclama que funcionarios de la Caja Costarricense de Seguro Social  se presentaron a su consultorio médico privado a solicitar una serie de documentos con la intención de la aplicación de un seguro obligatorio a su actividad profesional liberal y privada, lo cual estima ilegal e inconstitucional pues además es asalariado de dicha institución y por tal motivo se le deduce de su salario bruto el importe correspondiente a las obligaciones del seguro obligatorio. Sobre el tema se cita la sentencia 643-00 y se indica que, el hecho de que el recurrente labore para la Caja Costarricense de Seguro Social, y en tal condición, cotice para el régimen de la Caja, no implica que la afiliación obligatoria a dicho régimen en el ejercicio de su profesión liberal en su consultorio privado constituya una doble imposición, pues se trata de labores distintas. SL  

5683-05. EXCLUSION DE POLIZA COLECTIVA POR LA EDAD. Fue excluido de póliza colectiva en la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los Empleados de la Asamblea Legislativa, por ser pensionado. Se declara parcialmente con lugar el recurso únicamente por violación al artículo 33 de la Constitución Política. En lo demás se declara sin lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Seguros, a efecto de que de forma inmediata se incluya al recurrente en la Póliza de Vida Colectiva de vida número VIC 902 suscrita por la Cooperativa de Ahorro y Crédito de Empleados de la Asamblea Legislativa. CL Parcial
4691-06. COBERTURA DE SEGURO PARA TRABAJADORES INDEPENDIENTES.  Alega el recurrente que cotiza como trabajador independiente al seguro de salud, invalidez,  vejez y muerte de la Caja  Costarricense de Seguro Social.  Que el dieciocho de febrero del  dos mil se publicó oficialmente y  entró en vigencia la Ley número  7983, Ley de Protección al  Trabajador y se determinó en el transitorio XII de la ley  referida: "Los trabajadores independientes se afiliarán a la  CCSS en forma gradual durante los  primeros cinco años a partir de  la vigencia de la presente ley".  Que con similar objetivo se  incluyó un transitorio XVIII que  establece que: "La Caja formulará  dentro de los seis meses  siguientes, contados a partir de  la entrada en vigencia de esta  ley, un plan de universalización  de la cobertura del seguro  social, en el que deberá  establecer un cronograma con objetivos anuales cuantificables  que deberán ser verificados y  evaluados por el Sistema Nacional  de Evaluación, del Ministerio de  Planificación Nacional y Política  Económica". Señala que a la fecha la  Caja Costarricense de Seguro  Social no ha iniciado el proceso de afiliación gradual de los más  de trescientos mil trabajadores  independientes, ni tampoco  formuló el plan de  universalización de la cobertura  del seguro social previsto en la  Ley relacionada. Se indicó: Estése el recurrente a lo resuelto por esta Sala en sentencia número 2049-06, en donde se ordenó al Presidente Ejecutivo de la Caja Costarricense de Seguro Social, que en el plazo de tres meses siguiente a la notificación de esta resolución, le remita al Presidente de la República y al Ministro de Trabajo y Seguridad Social los estudios actuariales y la recomendación que dispone el artículo 78 de la Ley Nº 7983, Ley de Protección al Trabajador. CL
SUJETO DE DERECHO PRIVADO
13328-06. REQUISITOS PARA ELECCION DE MIEMBROS DE JUNTA DIRECTIVA DEL SINDICATO DEL BNCR. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 30, inciso b), del Reglamento Estatutario para la Elección de la Junta Directiva del Sindicato de Empleados del Banco Nacional de Costa Rica. La norma se impugna porque Reglamento tiene la disposición que ordena que, para pretender ser electos en la Junta Directiva del Sindicato, se debe poseer entre otros, “experiencia sindical” lo que constituye una limitante que violenta los derechos de todos los trabajadores afiliados, como sería ser electos.    La concentración de poder estaría monopolizada por los dirigentes que durante muchos años han detentado el poder de dirigir al Sindicato de Empleados del Banco Nacional, pues son ellos quienes reciben los cursos y asisten a Congresos tanto nacionales como internacionales, con gastos a cargo del sindicato, privilegio que no tienen los trabajadores de base.  SL
12968-06. EXPUSION DE SINDICATO SIN DEBIDO PROCESO. Indica la recurrente que fue expulsada del Sindicato de  Trabajadores de la Educación Costarricense sin oportunidad de ejercer su derecho de defensa. Se declara con lugar el recurso. Se anula la sanción de expulsión impuesta a la amparada. El Magistrado Sosto salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL
1477-06. IMPIDEN INGRESO A SUPERMERCADO. Se impidió el ingreso del recurrente a las instalaciones del supermercado Palí situado en Tejar de Cartago, porque tres años atrás había trabajado para esa empresa y en la entidad recurrida se mantiene la política de no permitir el ingreso de personas que no sean elegibles para trabajar en la Corporación. Lo anterior, a pesar de que está trabajado para otra empresa que presta servicios a CSU. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Gerente de Gestión Preventiva de la Corporación de Supermercados Unidos S.A. que permita el ingreso del recurrente a los puntos de venta de la empresa. CL
1444-06. IMPIDEN INGRESO AL MALL SAN PEDRO.  El recurrente reclama que la Administración del Condominio Mall San Pedro, para la cual laboró durante varios años, le ha impedido el ingreso al edificio, donde se ubica su nuevo lugar de trabajo, con lo que vulnera su derecho fundamental al trabajo. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Gerente General del Mall San Pedro, que en el tanto el recurrente no observe conductas contrarias a las normas del condominio, debe permitirle el ingreso a su lugar de trabajo. CL
CONTRALORÍA

15958-06. POTESTAD DISCIPLINARIA DE LA CONTRALORIA CONTRA FUNCIONARIOS MUNICIPALES DE ELECCION POPULAR. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 73 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República. Alega el accionante que la norma impugnada establece la facultad de ese órgano contralor de ordenar y recomendar la anulación de la credencial de los alcaldes municipales, sin atender que ello excede el ámbito de su competencia en razón de que es un puesto de elección popular. Agrega que el control que ejerce este órgano es de legalidad de la Administración Financiera, excluyéndose todo control de la oportunidad y conveniencia. Por último, alega que esta resolución desconoce la propia jurisprudencia administrativa del órgano contralor, que ha reconocido que el jerarca lo es el Concejo. Sobre la competencia constitucional de la Contraloría se citan las sentencias 2398-91, 0660-92, 3607-94, 0016-95, 2632-95, 4284-95, 5119-95, 0998-98, 9524-99, 3027-00. 5119-95. Sobre la pérdida de la credencial de los funcionarios de elección popular de las municipalidades, se cita la sentencia 6326-00. Sobre la autonomía municipal y la competencia fiscalizadora de la Contraloría, se cita la sentencia 4835-01. RF
9168-06. PROTECCION DE IDENTIDAD DE DENUNCIANTES DE ACTOS DE CORRUPCION. Acción de Inconstitucionalidad contra de los artículos 8 y 10 de la Ley número 8422, artículo 10 del Decreto Ejecutivo número 32333-MP-J, y otra Ley. Se impugna la norma en tanto la Contraloría General de la República guarda confidencialidad sobre las identidades de los ciudadanos que presenten denuncias por actos de corrupción. Considera el recurrente que contraviene el derecho al acceso de la información y el principio de inocencia. RP
1083-06. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Contraloría inició un procedimiento para investigar los recursos del Programa de Reconversión Productiva del Sector Agropecuario, la Asociación Nacional de Consumidores Libres, solicitó ser tenida como parte, pero con base en el artículo 275 de la Ley General de Administración Pública, les fue rechazada su gestión. SL
PENSIONES ALIMENTARIAS

18223-06. PRIVACION DE LIBERTAD POR MAS DE SEIS MESES.  El recurrente reclama que se encuentra privado de libertad ilegítimamente, ya que cumplió seis meses desde que se dictó en su contra apremio corporal sin que se le deje libre, tal como dispone el artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Sobre el tema se cita la sentencia 2769-04. CL
18420-06. DETENCION DE MAYOR DE 71 AÑOS POR PENSION ALIMENTARIA. Acusa el recurrente que el Juzgado dicto orden de captura por pensión alimentaria en su contra, a pesar de tener setenta y un años de edad. El artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias, establece que cabrá el apremio corporal contra la persona que adeuda una obligación alimentaria, salvo que ésta sea menor de quince años, o mayor de setenta y un años. Se declara con lugar el recurso. CL
16272-06. APREMIO POR ULTIMAS SEIS MENSUALIDADES. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias, número 7654, del 19 de diciembre de 1996. El apremio en pensiones sólo se permite por los últimos seis meses. Se cuestiona la imposición de un plazo, sobre todo, porque se considera que deja sin proteger los derechos de los menores de edad. RF
16254-06. APREMIO POR PENSION ANULADA. Alega el recurrente que el Juzgado recurrido fijó los gastos de embarazo y pensiones retroactivas; no obstante, dicha resolución fue anulada por el superior y aún así se ordenó su apremio. Se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Vargas, Armijo y Araya salvan el voto y declaran con lugar el recurso con sus consecuencias. SL
15306-06. ORDEN DE CAPTURA POR LOS MESES EN QUE SE ENCONTRABA DETENIDO. Alega el accionante que el juzgado recurrido ordenó apremio corporal en su contra por los meses durante los cuales estuvo privado de libertad por esa misma causa. Argumenta que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias, la obligación alimentaria se suspende mientras dure la detención, excepto que se demuestre que el demandado cuenta con ingresos o posee bienes suficientes para hacer frente a la obligación, lo cual no es su caso y que la deuda debe cobrarse en vía civil. Sobre el tema planteado se cita la sentencia 9675-01. Se reitera el criterio de que su anterior detención en nada enerva su obligación de cancelar los montos adeudados, pues si bien durante el tiempo de reclusión se suspende el pago de la deuda, ello no significa su condonación. Sin perjuicio, claro está, de que el deudor alimentario, en aplicación de lo establecido en los artículos 31 y 32 de la Ley de Pensiones Alimentarias, solicite una autorización al juez, con el fin de que se le conceda un plazo prudencial para que obtenga una ocupación remunerada y el pago en tractos de las cuotas alimentarias atrasadas. RF
13919-06. ORDEN DE APREMIO. Alega el recurrente que el Juzgado recurrido dicta orden de apremio corporal en su contra por  concepto de saldos en descubierto derivados de un reajuste de la cuota alimentaria, resolución que no le fue comunicada. De conformidad con el artículo 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias, número 7654 de diecinueve de diciembre de mil novecientos noventa y seis, el Juzgado que conozca de un proceso por pago de pensión alimentaria, puede decretar el apremio del deudor que incumple, resolución contra la cual cabe recurso de apelación, según reza el numeral 53 de la citada Ley. En este caso, el amparado se encontraba en mora al momento de ordenar el apremio corporal. SL
12228-06. COBRO DE MESES DE PENSION POR EL TIEMPO QUE PERMANECIÓ DETENIDO. Alega el recurrente que por orden del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Santa Cruz se le detuvo respecto a una cuota alimentaria suspendida en virtud de lo dispuesto en el artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias. Esta Sala analizó la constitucionalidad del artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias, en la sentencia 9675-01, con base en ese antecedente, se determina que la detención del amparado no es ilegítima, pues cuando fue dejado en libertad, se reanudó el deber de cancelar las sumas adeudadas. SL
11200-06. APREMIO CORPORAL POR GASTOS EXTRAORDINARIOS. Alega el recurrente que se giró una orden de captura en su contra por la falta de pago de un gasto extraordinario –gastos escolares- reclamado por la promoverte y considera que al estar apelado, no es ejecutable. Según lo disponen los artículos 53, 52 y 24 de la Ley de Pensiones Alimentarias las resoluciones que tienen efectos propios son apelables con efecto devolutivo, no en ambos efectos, lo que hace que en este caso, el apremio sea un acto legítimo. RF
8505-06. NOTIFICACIONES EN PROCESO DE PENSION ALIMENTARIA. Alega el recurrente que en el Juzgado de Pensiones de Carrillo se tramita proceso de pensión alimentaria en su contra. Señala que durante la tramitación de dicho proceso no le fueron notificadas ninguna de las resoluciones dictadas, situación que le dejó en estado de indefensión. Aunado a ello, se dictó un aumento en el monto de la pensión que no le fue notificado y sobre la cual se le dio orden de apremio. El apremio corporal, que en materia de pensiones alimentarias la Sala ha declarado no es de naturaleza penal, garantiza el derecho prioritario de los acreedores alimentarios y, por ende, el carácter fundamental de la obligación alimentaria. Por ese motivo, se ha estimado razonable y necesario que las decisiones que se tomen en el proceso sean ejecutivas y ejecutorias, inclusive tratándose de la resolución que impone una pensión provisional. Se constata que no es cierto que en este caso se haya indefensión. SL
8351-06. RETENCION DE PENSION ALIMENTARIA. Alega la recurrente que el Juzgado Segundo de Familia de San José y el Banco de Costa Rica, le retuvieron su pensión alimentaria, sin previa notificación. Consta que la amparada se le solicitó reintegrar una suma pagada demás, bajo apercibimiento de que, en caso de no hacerlo, se aplicaría esa suma a mesadas futuras, lo cual no hizo, por lo que se le retuvo la pensión que recibe. SL
8010-06. SUSPENSION DE LA OBLIGACION ALIMENTARIA MIENTRAS ESTA DETENIDO. Alega el recurrente que el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de La Unión de modo arbitrario dictó una orden de apremio corporal en su contra, por un período que excede los 6 meses del artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias. La Sala Constitucional, en la sentencia número 2769-04, señaló que se vulnera la libertad personal del tutelado, al haber decretado apremio corporal por los períodos en que permaneció el deudor alimentario, detenido por otras órdenes de apremio, las cuales –de acuerdo con el artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias– tienen la virtud de suspender esa obligación. Se declara con lugar el recurso, se ordena la libertad inmediata del recurrente.CL
7681-06, 8303-06. GESTIONES DE DEFENSORES EN PENSIONES ALIMENTARIAS. Alega la recurrente que en el despacho recurrida se limita a los defensores públicos, la representación de las partes ante Juzgados de Pensiones Alimentarias, pues se pide que deben ratificar las gestiones planteadas por los defensores. Las actuaciones y resoluciones que la recurrente estima ilegales, lo son de un órgano del Poder Judicial en ejercicio de su función jurisdiccional, resulta improcedente que esta Sala se pronuncie sobre los extremos alegados en el recurso, toda vez que –de conformidad con el artículo 30 inciso b) de la Ley que rige esta jurisdicción. RP
7255-06. APREMIO CORPORAL. Alega el recurrente que se decretó en su contra apremio corporal por falta de pago de la pensión alimentaria, a pesar de que se encontraba al día. Según consta el apremio fue decretado, porque el recurrente deposita la pensión alimentaria en la cuenta de ahorros de la acreedora y tiene el deber de reportar los pagos al Juzgado, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 28 de la Ley de Pensiones Alimentarias, lo cual no hizo y eso motivó que apareciera moroso. SL
5986-06. AUMENTO AUTOMATICO DE PENSION ALIMENTARIA DEBE SER COMUNICADO. Alega el recurrente que se dictó orden de apremio en su contra porque no pagó la pensión alimentaria. Señala que no se le notificó previamente la resolución que ordena el aumento automático de la cuota alimentaria, de manera que no sabe cuál fue el parámetro utilizado por el Juez para aplicarlo y se le causa indefensión. Ha Señalado la Sala, que en aquellos casos donde se dictaron sentencias fijando un monto de pensión alimentaria sin hacer la advertencia correspondiente al aumento de acuerdo al artículo 58 de esta Ley, y se pretende la aplicación de dicho aumento, por tratarse de una norma de orden público y de acatamiento obligatorio, debe en aras del derecho de defensa, comunicar al alimentante la resolución que ordena dicho ajuste. Se cita sentencia #6067-99 de 14:57 hrs. de 4 de agosto de 1999. En este caso concreto se omitió la comunicación al demandado alimentario. Se declara con lugar el recurso. Se deja sin efecto la orden de apremio corporal, decretada por resolución del Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José. CL
5900-06. ORDEN DE CAPTURA ESTANDO PENDIENTE APELACION. Alega el recurrente fue ordenada su captura, a pesar que se encontraban pendientes de resolver los recursos que presentó contra la pensión provisional fijada en su contra y aun cuando había depositado parte de la cuota fijada al serle imposible cancelar la totalidad, lo cual estima violatorio de su libertad personal.  A la luz de lo dispuesto en el párrafo 2, artículo 21 de la Ley de Pensiones Alimentarias, la pensión alimentaria provisional será ejecutable aun cuando no se encontrare firme el auto que la fije. La imposibilidad de pagar el monto fijado, debe ser planteado y resuelto por la autoridad recurrida. SL
4826-06. NO APLICAN A CUOTAS FUTURAS, SUMAS DE PENSION ALIMENTARIA  PAGADAS DE MAS. Acusa el recurrente que el Juzgado de Familia de Cartago resolvió que la actora había cobrado meses ya pagados, por concepto de pensión alimentaria, por lo que la suma pagada de más debía ser aplicada para cubrir cuotas futuras; sin embargo, de manera injustificada y arbitraria, el recurrido no ha aplicado esos montos, pagados de más, para efectos de las nuevas cuotas, existiendo con ello una amenaza a su libertad personal. Se declara parcialmente con lugar el recurso y, en consecuencia, se anulan las órdenes de apremio dictadas en las resoluciones de las 10:07 horas del 11 de enero de 2006 y la de las 8:19 horas de 22 de febrero de 2006, ambas del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago dispuestas en contra el amparado. CL
4837-05. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE JUDICIAL A PERSONA AUTORIZADA. Acusa el recurrente que se le niega copia del expediente que se  tramita en su contra por pensión alimentaria, porque no fue personalmente, sino que autorizó a su compañera, en vista de que el amparado está privado de libertad. Considera la Sala que tratándose de una persona privada de libertad debió atenderse de forma más flexible su gestión, teniendo en cuenta que constaba en el expediente autorización suya.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Jueza de Pensiones Alimentarias de Desamparados, disponer lo necesario para que se permita, de inmediato, a la persona que autorizó el actor, obtener copia certificada del expediente de su interés. CL
3935-06. ORDEN DE CAPTURA. Se acusa que contra el amparado se tramita un proceso alimentario, a pesar de que el demandado tiene la custodia de sus hijos, se ordenó su captura. Señala que los menores fueron entrevistados por el Juzgado de Pensiones Alimentaria del Primer Circuito Judicial de San José y manifestaron que estaban al cuido del padre, quien les otorga los alimentos y por esa razón el Juzgado ha denegado con anterioridad los apremios corporales pedidos por la actora, sin embargo, ahora no se tome en cuenta dicha situación, lo que provocaría dejar en desamparo a los menores. Se demuestra que la deuda alimentaria es por atrasos en la pensión a favor de la esposa y no es cierto que se haya girado orden de captura por la pensión alimentaria a favor de los menores. SL
3652-06. IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAIS POR PENSION ALIMENTARIA, SE ALEGA COBRO DE RUBROS QUE NO SON PARTE DE LA PENSION. Alega el recurrente que en su contra se tramita expediente de pensión alimentaria y que ante la necesidad que tiene de salir del país el nueve de marzo entrante hacia Estados Unidos de Norteamérica, solicitó al recurrido que le autorizara la salida, previo depósito de los doce meses de pensión alimentaria y el aguinaldo, monto que es el que según dispone el artículo 14 de la Ley de Pensiones Alimentarias, debe pagarse. Que no obstante haber hecho dicho depósito, según lo manda la ley, el recurrido, mediante resolución de las dieciséis horas del dos de marzo pasado, le responde a su gestión indicándole que debe depositar monto suficiente para completar la garantía del pago de mensualidades y matrícula del menor alimentario, quedando pendiente el pago de la matrícula para el próximo año y la mensualidad de al menos el mes de febrero del dos mil siete y que, además, debe depositar la garantía para el pago de los gastos extraordinarios fijados mediante sentencia número 3-06, por la suma de trescientos veinte mil setecientos cuarenta colones netos. Que dichos montos no están establecidos por ley como condición para conceder el permiso de salida pretendido por él, por lo que lo resuelto resulta en una arbitrariedad e ilegitimidad que le impide salir del país a pesar de haber depositado ya la suma suficiente según lo dispone. Se considera que los gastos de educación que se le cobran al recurrente, son parte de la cuota de pensión alimentaria y se fundamentan en el convenio de divorcio que fue homologado por las autoridades de familia. Asimismo, el pago de deudas pendientes que tiene el recurrente, aún cuando estén en fase de apelación son ejecutivas y ejecutorias en protección a los derechos del niño. SL 

2169-06. PLAZO DE APREMIO CORPORAL Y FALTA DE ATENCIÓN MEDICA EN CENTRO PENITENCIARIO. Alega el recurrente que fue privado de libertad por pensión alimentaria, aún cuando se encontraba convaleciente de una fractura en la tibia con abertura ósea en su pierna izquierda, requiriendo de un bastón para su limitada movilización. Alega que al estar detenido durante un período mayor a los nueve meses en forma continua, su salud se ha venido deteriorando, pues tiene otros padecimientos. Se demostró que se le dio una adecuada atención médica en el centro penitenciario en donde está detenido. Se cita la sentencia 9675-01 en donde se interpreta el artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias, en el sentido de que la deuda de pensión alimentaria es especialmente importante y que la detención no supone la condonación de esta prestación. Si bien estuvo detenido por más de 6 meses, se debió a que tenía dos procesos de pensión alimentaria diferentes y el amparado no gestionó en ningún momento ante el despacho judicial, el permiso para buscar trabajo. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso, ordenando la libertad inmediata del amparado, conforme se deriva del artículo 26.1 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, por las razones siguientes: A) La existencia de dos procesos alimentarios en su contra, en los cuales las actoras firman constante y sucesivamente solicitudes de apremio; así, como el amparado está privado de libertad por una causa, no paga en una ni en la otra y, cuando queda en libertad, por la primera, se le apremia por la segunda. Se trata de un círculo vicioso prácticamente irreversible, como resultado de una interpretación del artículo 25 de la Ley de Pensiones Alimentarias completamente contraria a su texto literal, a su propósito procesal y sustantivo, al bien jurídico que pretende tutelar. B) El propósito de la norma es asegurar el cumplimiento efectivo de la obligación alimentaria y velar porque los beneficiarios de la prestación puedan solventar sus necesidades elementales, pero la forma en que la mayoría interpreta y aplica ese artículo 25 en este caso, contradice ese propósito y nos aproxima a una inconstitucionalidad de la norma –por sus efectos y aplicación- en los términos del artículo 3º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, dado que mantener ad perpetuam al amparado en una condición de apremio, como lo hace la interpretación de que discrepo, ni asegura el cumplimiento de la obligación ni garantiza que los beneficiarios solventen sus necesidades elementales. Por otra parte, la excepción admitida en materia alimentaria por el artículo 7.7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos a la prohibición de la prisión por deudas no puede leerse en contra del texto del mismo artículo y del resto de la Convención, así como de los demás instrumentos sobre derechos humanos aplicables en Costa Rica, que evidentemente no admiten que una persona pueda ser privada de libertad, sin cometer delito, por un término susceptible de ser ampliado sin restricciones de ninguna índole. Por último, añado que el incumplimiento de otras obligaciones, especialmente laborales y, también, a menudo, civiles o comerciales, acarrean también el hambre y penurias a muchas personas y sus familias; sin embargo, esas consecuencias no justifican la prisión por conductas que no constituyen delito. SL
1802-06. FALTA AL DEBIDO PROCESO EN PAGO RETROACTIVO DE PENSION ALIMENTARIA. Acción de inconstitucionalidad contra de la interpretación jurisprudencial del artículo 96 párrafos 1 y 2 del Código de Familia. El objeto del cuestionamiento es el que se imponga retroactivamente a la parte demandada en un proceso de investigación de paternidad el pago de los gastos de maternidad y pensión alimenticia, sin que esa parte hubiese sido al menos advertida en el emplazamiento de que tal condenatoria podría darse. Indica la Sala que según el principio jurídico de que “nadie puede alegar ignorancia de la ley debidamente publicada”, traducido en el párrafo segundo del artículo 129 constitucional, se llega fácilmente a la conclusión de que el demandado en un proceso de indagación de paternidad en realidad sí está previamente apercibido de la posibilidad de que se imponga en su contra el pago de los gastos de embarazo y maternidad, así como las correspondientes cuotas alimentarias, de manera que el emplazamiento tan solo serviría para reiterar lo que éste ya debería saber a partir del conocimiento previo de la ley. RF
459-06. APREMIO CORPORAL. Alega que la orden de apremio corporal dictada contra el recurrente no es procedente pues se encuentra en tratamiento médico y necesita estar  viajando al hospital y sería perjudicial para su salud si se le aplica dicha medida. SL
00001-06. TRAMITE DE APELACIÓN. No le tramitan apelación en Juzgado de Pensiones Alimentarias, porque no llevó el original del escrito que pasó por fax. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Jueza de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica tener por interpuesto el recurso de revocatoria formulado por el recurrente, el 14 de noviembre del 2005 y tramitarlo como en Derecho corresponda. Asimismo, evitar toda nueva violación o amenaza, perturbación o restricción semejante al hecho que sirvió de base a esta declaratoria. CL
[image: image1.png]


